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Señores miembros del jurado; 
En cumplimiento con el Reglamento de Grados y Títulos para la elaboración y la 
sustentación de la Tesis de la sección de Pregrado de la Universidad “César Vallejo”, para 
optar el grado de Abogado, presentó ante ustedes la Tesis titulada: 
“El Proceso Inmediato por flagrancia en el delito de robo agravado y su implicancia al 
debido PROCESO JUDICIAL LIMA CENTRO 2017”, la misma que someto a vuestra 
consideración, asimismo, la citada tesis tiene la finalidad de establecer cuáles son las 
implicancias que genera el proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva al derecho 
del debido proceso, en relación al delito de robo agravado en el Distrito Judicial Lima 
Centro 2017. 
La presente tesis consta de seis capítulos, el primer capítulo denominado introducción, en 
donde se precisa la aproximación temática, se desarrollan los trabajos previos o 
antecedentes, las teorías relacionadas o marco teórico; estableciendo en dicho capítulo el 
problema de investigación, los objetivos y los supuestos jurídicos generales y específicos. 
En el segundo capítulo se describe el marco metodológico en el que se sustenta la presente 
tesis, acotando que nuestra investigación está enmarcada en el enfoque cualitativo, con un 
tipo de estudio básico orientada a la comprensión, asimismo se desarrolla el diseño de 
investigación, la muestra, las técnicas e instrumentos de recolección de datos, el rigor 
científico, el plan de análisis o trayectoria metodológica, la caracterización de sujetos, el 
escenario de estudio, el análisis cualitativo de los datos y los aspectos éticos. 
Acto seguido, se detallarán los resultados en el tercer capítulo, que permitirán realizar la 
discusión (cuarto capítulo) para arribar a las conclusiones (quinto capítulo) y finalmente 
efectuar las recomendaciones (sexto capítulo), todo ello con los respaldos bibliográficos y 
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El presente trabajo de investigación es de tipo cualitativo, con diseño fenomenológico, 
orientado a la comprensión cuyo objetivo es determinar cuáles son las implicancias que 
genera el proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva al derecho del debido proceso, 
en relación con el delito de robo agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017, así 
también se planteó dos objetivos específicos, con el propósito de complementar el objetivo 
general antes mencionado. Dichos objetivos específicos fueron: Identificar que los plazos 
fijados en casos de flagrancia en delitos de robo agravado generan afectaciones al debido 
proceso en el Distrito Judicial Lima Centro 2017, y por otro lado, el de identificar que 
como consecuencia de los plazos fijados en casos de flagrancia en los delitos de robo 
agravado se genera afectación al principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial 
Lima Centro 2017, estos en concordancia con los presupuestos internacionales y 
procesales, el derecho comparado, la doctrina y jurisprudencia sobre la temática en 
cuestión. A fin de poder alcanzar los objetivos planteados, se utilizó para la aplicación la 
técnica de entrevista, análisis del marco normativo internacional, análisis del derecho 
comparado, análisis del registro documentario, los mismos que fueron destinados a la 
comprobación de los supuestos jurídicos generados en base a los problemas planteados que 
dieron inicio del desarrollo de la presente investigación. 
 













This research work is of a qualitative type, with a phenomenological design, oriented to 
understanding, the objective of which is to determine what are the implications generated 
by the immediate process in cases of flagrante delicto the right of due process, in relation 
to the crime of aggravated robbery In the Lima Central Judicial District 2017, two specific 
objectives were also proposed, with the purpose of complementing the aforementioned 
general objective. These specific objectives were: Identify that the deadlines set in 
flagrante delicto cases in aggravated robbery crimes generate damages to due process in 
the Lima Central Judicial District 2017, and on the other hand, to identify that as a 
consequence of the deadlines set in cases of flagrante delicto crimes of aggravated robbery 
affects the principle of equality of arms in the Lima Central Judicial District 2017, these in 
accordance with international and procedural budgets, comparative law, doctrine and 
jurisprudence on the subject in question. In order to achieve the proposed objectives, the 
interview technique was used for the application, analysis of the international regulatory 
framework, analysis of comparative law, analysis of the documentary record, the same that 
were used to verify the legal assumptions generated on the basis of to the problems raised 




















































1.1.- APROXIMACIÓN TEMÁTICA 
Actualmente somos testigos de los muchos procesos penales que se están llevando a cabo 
en el Poder Judicial de Lima; de los cuales muchos de ellos, por los motivos que fuesen 
están tardando demasiado en ser resueltos por el Poder Judicial, en otras palabras, se están 
dilatando de una forma exageradamente grave, afectando de esta forma derechos y 
principios fundamentales que atañen a un proceso penal. A raíz de este problema, mediante 
políticas públicas se ha tratado de brindarle una posible solución, implementando para ello 
un plan piloto de integración de juzgados de flagrancia, los mismos que se considera, 
resuelven en un muy corto tiempo, y que en relación al Decreto Legislativo N°1194; el 
cual indica sobre la incoación del proceso inmediato en una serie de supuestos establecidos 
por dicha norma legal, que a nuestro criterio genera una serie de irregularidades y 
afectaciones al derecho al debido proceso que alude a los implicados dentro de un proceso 
penal, ya que, si bien es cierto que la justicia no debería tardar, no es menos cierto que ésta 
no debería resolverse en un abrir y cerrar de ojos (expresándonos en términos coloquiales), 
justamente debido al mismo contexto espacio – tiempo en el que se encuentra nuestra 
sociedad peruana, y en lo referente a los mismos procedimientos, garantías y trámites que 
en estos tipos de delitos por su complejidad se exigen para su esclarecimiento, más bien 
debería haber una ponderación o razonabilidad con respecto a los plazos y exigencias para 
la preparación de las partes, para que así se pueda llevar a cabo de forma segura y 
garantista (respetando los principios y derechos fundamentales) el proceso inmediato en 
casos de flagrancia, con lo cual las partes implicadas en dicho proceso cuenten con la más 
mínima certeza y seguridad, que el proceso especial se desarrollará respetando las 
garantías que atañen a las partes procesales y que éste se resuelva en un tiempo razonable, 
sin dilaciones y con todas las garantías que el desarrollo de éste implica. 
Sintetizando, se precisa que la institución jurídica de la flagrancia delictiva, no sólo se 
limita al presupuesto de encontrarse al presunto infractor durante la comisión del acto 
delictivo, sino, en otros dos supuestos que el legislador ha tenido por bien asumir en la 
legislación peruana, a sabiendas que la figura de la “flagrancia” queda desnaturalizada, 




De manera que el problema de investigación en sí, radica en la dificultad con las que 
cuentan las partes durante el Proceso Inmediato por casos de flagrancia estipulado en 
Artículo 446° del Código Procesal Penal, siendo (i) para  el imputado, de no poder recibir 
un adecuado asesoramiento y por ende, una debida defensa, así también de encontrarse 
informado sobre su futuro según la decisión que este tome para ser juzgado (ir a juicio u 
optar por la confesión sincera) y a su defensor; de  armar una digna y debida defensa; que 
si bien quizá no pueda librar de todas las pruebas que incriminan a su patrocinado (o sí), 
ésta podría ayudar en gran parte a la atenuación de la pena, y que por consiguiente sería de 
gran asistencia a su patrocinado y familiares, teniendo en consideración siempre que el fin 
de la aplicación penal es la reinserción social del individuo. Tómese también en cuenta, 
que en dicho proceso se decide algo tan primordial e inherente al ser humano como lo es el 
derecho a la libertad y (ii) por la parte acusatoria el fiscal, quien necesita estar 
correctamente preparado y  reunir los suficientes medios probatorios, así como hacer las 
pericias pertinentes y necesarias, recordando que actualmente la flagrancia delictiva no 
sólo se limita a encontrar al imputado infraganti (en sentido estricto), sino otros dos 
supuestos de flagrancia más que impulsa a cualquier proceso a que se realicen una serie de 
investigaciones para no caer en el craso error de acusar a alguien inocente o caso contrario, 
sobreseer a alguien culpable.  
Asimismo, se debe considerar la entrada en vigencia del D.L. N° 1194, a través del cual se 
obliga al representante del Ministerio Público a incoar el proceso inmediato en casos 
determinados, uno de los cuales es por flagrancia delictiva, motivo por el cual se exige la 
aplicación de plazos suficientemente razonables en los cuales se ameriten la realización de 
todas las actuaciones necesarias, máxime, si se trata en un delito de gran envergadura como 
lo es el de robo, cuyas agravantes generan un cierto grado de complejidad intrínseca en la 
probanza del mismo, pudiendo ser si el robo se realizó a mano armada, el móvil, entre 
otros supuestos que contempla la norma penal, cuestiones que deberán confrontarse con el 
debido análisis, las pericias e investigaciones y otros actos que coadyuven a dilucidar 
efectivamente los casos que se considera que no podrían resolverse de un día para otro, 
dado también por la demora de los trámites burocráticos y/o administrativos por el que 
atraviesa el Poder Judicial e instituciones afines, los cuales son necesarios para realizar la 
valoración de la pena que se ha de imponer.  
Nótese pues así, como se genera claramente una reducción de garantías dentro del proceso 
inmediato por flagrancia y que por su acelerado desarrollo se encuentra creando 
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afectaciones al derecho del debido proceso, en lo referido a la razonabilidad en los plazos y 
al Derecho a la Igualdad de Armas, ambos estipulados en el Artículo 1° del Título 
Preliminar del Decreto Legislativo N° 907, Código Procesal Penal. 
Por lo que de alguna u otra forma nos llama la atención todos estos aspectos, debido a que 
causa más graves incidencias sobre la parte imputada, más aún, si es que, por lo ya 
expuesto, por la notoria prevalencia de su autoridad el fiscal cuenta con todo el sistema 
acusatorio a su favor. 
Por los motivos expuestos, es que se considera que el principio de razonabilidad en los 
plazos, así como el principio de igualdad de armas; los mismos que se amparan en 
derecho al debido proceso con el que toda persona debe contar, están siendo afectados 
en el proceso inmediato por casos de flagrancia delictiva, muy a pesar que éste se 
encuentra sustentado en la Constitución Política del Perú y en el Código Procesal 
Penal, es decir; en la cúspide jerárquico y normativamente de nuestro marco legal. 
Por lo antes mencionado, es menester señalar que todo proceso penal debe cubrir las 
garantías mínimas, las cuales deben estar respetadas a lo largo de todo proceso hasta 
alcanzar una justicia realmente justa, y no con afectaciones ni vulneraciones a principios 
tan básicos como al plazo razonable y el derecho a la igualdad de armas con la que deben 
contar las partes, sobre todo si se encuentran dentro de un proceso por un delito complejo 
como el de robo agravado. 
Por último, planteamos las siguientes preguntas orientadoras, que como su mismo 
nombre lo indica, servirán como guía para la mejor comprensión y entendimiento de lo que 
se pretende abarcar en la presente investigación, a saber: 
¿De qué manera considera Ud. que se generan implicancias al derecho del debido proceso 
en el proceso inmediato por flagrancia, en delitos de robo agravado en el Distrito Judicial 
Lima Centro 2017? 
¿De qué forma considera Ud., que los plazos regulados para el desarrollo del proceso 
inmediato en casos de flagrancia, genera implicancias a las partes dentro del proceso, en 
delitos de robo agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017?  
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¿Considera que el proceso inmediato reformado por casos de flagrancia delictiva, genera 
afectaciones al principio de igualdad de armas que atañe a las partes implicadas en los 
delitos como el de robo agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
Trabajos previos 
Para empezar, previo a realizar el desarrollo de las teorías relacionadas con el presente 
trabajo de investigación, es crucial en primer lugar identificar todos aquellos trabajos y/o 
antecedentes que guarden relación con la problemática planteada, así como de las 
instituciones jurídicas estudiadas.  
Para sintetizar, se estudiará el proceso inmediato por flagrancia en los delitos de robo 
agravado y su implicancia en el debido proceso, por consiguiente, se procederá a referir a 
ciertos trabajos que consisten en tesis y artículos, tanto a nivel nacional e internacional 
Cabe precisar que los trabajos previos encontrados que tratan sobre el tema de 
investigación son minoritarios, producto a que el contenido sobre la vulneración del 
derecho fundamental al debido proceso en el proceso inmediato por flagrancia se encuentra 
a la fecha en auge, muy a pesar, de que ya ha transcurrido casi dos años desde su 
modificación y/o restructuración del proceso inmediato con la entrada del Decreto 
Legislativo N° 1194, el cual cambiando la facultad de los representantes del Ministerio 
Público a incoar este tipo de proceso especial, lo coaccionó bajo responsabilidad funcional 
a incoar dicho proceso, en las premisas cuando se aprehendía al imputado bajo los 
presupuestos procesales de la flagrancia delictiva.  
Por el contrario, a través de opiniones de experimentados juristas con relación al enfoque 
procesal penal, artículos, tesis y demás, se ha podido evidenciar que, a la fecha, el proceso 
inmediato sigue creando una serie de afectaciones los cuales son tratados en el presente 
trabajo, a fin de darle una posible solución.     
A continuación, se empezará a desarrollar las teorías que fundamentan y dan sustento al 
presente trabajo de investigación, asimismo, resaltar dos puntos cruciales que giran en 
torno al presente trabajo, los cuales se ubican dentro del proceso inmediato y, dentro del 
debido proceso; el principio del plazo razonable y el derecho a la igualdad de armas. 
Uno de los importantes aportes adquiridos del derecho comparado y el cual se aproxima  a 
nuestro tema de investigación, que guardan relación tanto al proceso inmediato, como a la 
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figura de la flagrancia delictiva es la tesis “El procedimiento de flagrancia en el Derecho 
Procesal Penal venezolano”, la misma que tiene el propósito de otorgar el grado de 
Especialista en Derecho Procesal por la Universidad Católica Andrés Bello de Venezuela a 
favor de Castejón (2009, p. 126), quien asevera principalmente sobre la aplicación 
cuidadosa que se debe tener en cuenta al momento de la aplicación de la figura legal de la 
flagrancia delictiva durante un proceso abreviado, caso contrario, se atentaría no sólo 
contra normas de carácter legal, sino también en contra de la norma constitucional, a fin de 
que se brinde de esta manera oportunidad a la parte de la defensa del aprehendido durante 
el presunto hecho delictivo a fin de que se realice una mejor preparación y, de formular 
debidos argumentos con los cuales pueda pronunciarse con respecto del hecho materia de 
Litis. 
Por otro lado, se evidencia que si bien el Ordenamiento Jurídico del Estado de Venezuela 
reconoce y denomina al proceso inmediato como proceso abreviado, este cumple con la 
función de ser un proceso especial, puesto que sólo se va a dar al cumplirse determinados 
supuestos, en otras palabras, se aplica sólo a ciertos casos, uno de los cuales, es justamente 
en casos de flagrancia delictiva, en donde se procesa de forma célere a los aprehendidos 
encontrarse en situaciones de la comisión de un delito básico y evidente, esto con el 
respectivo cuidado, pues, de no ser así, se estarían vulnerando dispositivos de carácter 
legal, sino también la norma máxima del Estado Venezolano.  
De la misma manera, se puede evidenciar que en el ordenamiento jurídico de Ecuador a 
través del derecho comparado, el cual se aproxima al proceso inmediato por las 
características similares con el que cuenta el procedimiento abreviado en el ordenamiento 
jurídico Ecuador, en lo indicado en la tesis El procedimiento abreviado en el derecho 
procesal penal y la vulneración al debido proceso”, la misma que tiene como propósito de 
otorgar el grado de Magíster en Derecho Constitucional a favor de Leonardo Iván 
Barahona Tapia (2016), quien indica que en la actualidad con la aplicación del 
Procedimiento Abreviado, se tiene por finalidad contribuir a la descongestión judicial y 
lograr mayor eficacia estatal en la función pública de administrar justicia; además el 
acusado sale beneficiado por cuanto se le resuelve de manera definitiva el cargo formulado 
y las rebajas punitivas, por lo que, supone que el procedimiento abreviado no se refiere a la 
acción penal sino a la pretensión punitiva que se exhibe por parte del fiscal una vez 
iniciado el proceso penal.  
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Asimismo, un aporte aunado con relación al derecho comparado del proceso abreviado del 
ordenamiento jurídico Chileno, el cual se aproxima al proceso inmediato, es lo indicado en 
la tesis “Eficiencia y Legitimidad del procedimiento abreviado desde el punto de vista de 
la práctica punitiva del Estado”, la misma que tiene como propósito otorgar el grado de 
Licenciado en Ciencias jurídicas y Sociales por la Universidad de Chile a favor de 
Bernardita María Barra Wiren (2010, p. 108), quien nos muestra el desarrollo del proceso 
abreviado en el país de Chile, así como sus avances y las dificultades que ha presentado, en 
tanto que considera que el proceso abreviado es conflictivo, puesto que reduce etapas 
procesales, lo que se debe tener muy en cuenta con respecto a los derechos del imputado. 
De la misma forma, se evidencia a través del derecho comparado en Costa Rica, que se 
aproxima también a nuestro tema de investigación y que guarda relación con la figura de la 
flagrancia delictiva en el delito de robo, es la tesis “Impacto de las aprehensiones por 
flagrancias realizadas por la Policía Administrativa (Fuerza Pública) en la incidencia de 
los delitos de robos y hurtos en el Cantón de San José, durante el periodo 2009 al 2013”, 
la misma que tiene el propósito de otorgar el grado de Master en Criminología por la 
Universidad Estatal a distancia Escuela de Ciencias Criminológicas a favor de Lacayo 
(2014, p. 161-162), quien concluye con respecto a las aprehensiones dadas en flagrancia 
delictiva, el Código Procesal Penal de Costa Rica, con su modificación mediante la Ley 
Nro. 8720, ha eliminado la etapa intermedia del proceso ordinario, agilizando de dicha 
forma la realización del proceso, a fin de que los procesos sean seguros y se mitigue en lo 
posible la delincuencia, sobre todo en los delitos de robo y hurto, los cuales ocupan en su 
mayoría la delincuencia en la sociedad.  
Análisis Comparado de la Situación de Flagrancia” el mismo que es elaborado por la 
Profesora de Derecho Procesal de la Universidad de Valladolid en España; Montserrat de 
Hoyos Sancho (2001, p. 137), quien realiza 
Aunado a ello, uno de los trabajos encontrados en el derecho comparado que también se 
aproxima a nuestro tema de investigación y que guarda relación con la figura de la 
flagrancia delictiva, es el trabajo “Análisis Comparado de la Situación de Flagrancia” el 
mismo que es elaborado por la Profesora de Derecho Procesal de la Universidad de 
Valladolid en España; Montserrat de Hoyos Sancho (2001, p. 137), quien realiza un trabajo 
exhaustivo sobre la institución jurídica de la flagrancia delictiva en los Ordenamientos 
Jurídicos como el español y chileno, pretendiendo el tratado de dicha institución jurídica 
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como habilitante de circunstancias para la detención de personas que son descubiertas 
durante la comisión de un hecho delictivo, existiendo además inmediatez temporal y 
personal, de la misma manera, hace reseña sobre la ponderación del riesgo o exigencia de 
dichas actuaciones que se interpretan en evitar que prosiga la afectación del bien jurídico 
protegido. 
Mientras tanto, uno de los estudios de investigación que se aproxima a tratar sobre los 
implicancias que genera la reforma del proceso inmediato por flagrancia en delitos de robo 
agravado al derecho del debido proceso, es el trabajo denominado “La imputación 
necesaria en el proceso inmediato del Decreto Legislativo N°1194, en los casos de 
flagrancia delictiva como manifestación del derecho de defensa”, cuya tesis tiene el 
propósito de otorgar el título profesional de abogado por la Universidad César Vallejo 
Lima – Norte a favor de Olivares (2016, p. 34), el cual efectuando un enfoque Cualitativo 
y recolectando datos a través de la entrevista a distintos juristas y autoridades judiciales, 
así como recurriendo a fuentes doctrinales, jurisprudenciales y normativas, con la finalidad 
de establecer la importancia de la imputación necesaria en el proceso inmediato del 
Decreto Legislativo N° 1194 en los casos de flagrancia delictiva como manifestación del 
derecho de defensa.  
El citado autor concluye que la imputación necesaria, la misma que consiste tanto en la 
identificación e individualización del imputado, como de los hechos, la comisión del delito 
que se le atribuye y la relación con los medios probatorios necesarios que sustentan los 
presupuestos procesales para poder incoar el proceso inmediato por flagrancia, deben estar 
debidamente acreditados a fin de no caer en una afectación al Derecho a la Defensa, de a 
quien se le imputa la comisión de un ilícito penal, a sabiendas que el plazo que se estipula 
en dicho proceso especial es muy acelerado lo que no coadyuva para una buena 
elaboración de la defensa técnica. (2016. P.92-93). 
De la cita antes expuesta, se evidencia una investigación de tipo cualitativa, de la cual se 
desprende que un punto importante en el proceso inmediato por casos de flagrancia, es sin 
duda, que la imputación que realiza el representante del Ministerio Público, sea completa a 
cabalidad, ya que, de no realizar una adecuada investigación y profundización de los 
hechos que incriminan al presunto imputado, así como de las pruebas, la identificación 
plena de éste y demás, por parte del ente acusador puede generar que se caiga en el craso 
error de afectar el Derecho fundamental a la Defensa. 
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Por otro lado, la tesis para obtener el título de abogado, titulada “Análisis de la regulación 
y aplicación de la flagrancia delictiva en el nuevo código procesal penal”, elaborado por 
Altamirano (2015), en la cual, la autora manifiesta que la integración del Decreto 
Legislativo 1194 al Ordenamiento Jurídico peruano ha traído consigo una serie de aspectos 
negativos, dentro de los cuales tenemos a los diferentes habeas corpus presentados por los 
procesados, errores de tipo producidos por la Policía Nacional del Perú al actuar bajo los 
diferentes tipos de flagrancia que acoge la doctrina, así como de un trato inadecuado al 
ciudadano por ésta última, puesto que al capturarse a éste durante la supuesta situación 
delictiva, se crean consecuencias negativas sobre su participación, precisando que el fin de 
esta figura de flagrancia en la regulación peruana es para buscar actuaciones de detención 
exitosas frente a hechos delictivos, así como de un trabajo organizado entre las 
instituciones que participan en la búsqueda de la justicia, del mismo modo, se precisa que 
el citado trabajo de investigación tiene como raíz el tipo de enfoque cualitativo, lo que 
ayudará a la interacción social en donde se desarrolla su investigación (p.43). 
Asimismo, con un mayor énfasis, el citado autor considera que los operadores policiales no 
se encuentran realizando a cabalidad sus respectivas funciones, toda vez que no están 
debidamente capacitados para actuar en aplicación a la figura legal de la flagrancia 
delictiva, ocasionando así que se realicen detenciones arbitrarias, en otras palabras, los 
efectivos policiales no cumplen con seguir adecuadamente el Protocolo de Garantías y 
Derechos que atañen a todas las personas durante su detención (p.72). 
Ante todo lo expuesto, la autora de la mencionada Tesis, concluye que la flagrancia 
delictiva toma sustento en el tiempo debido, puesto que está la necesidad de impedir un 
hecho delictivo por lo que debe ser aplicada de forma excepcional y respetando fielmente 
los derechos fundamentales que le atañen a las personas dentro de cualquier proceso, 
asimismo, con el propósito de efectivizar las funciones por parte de las autoridades, se 
debe buscar un trabajo debidamente ordenado y guiado por el protocolo interinstitucional 
(p. 73). 
Aunado a ello, cabe mencionar el trabajo de investigación elaborado por Ipanaque (2016) 
en su trabajo de investigación para optar el título profesional de abogado por la 
Universidad de César Vallejo – Lima Norte, la cual lleva el nombre de “El derecho a la 
defensa en el proceso inmediato en los casos por flagrancia en el distrito Judicial de 
Ventanilla – 2016”, en ella el citado autor, plantea como objetivo general el análisis del 
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impacto en el ejercicio del derecho de defensa del imputado en la aplicación del proceso 
inmediato en los casos por flagrancia en el Distrito Judicial de Ventanilla durante el año 
2016, utilizando para ello un enfoque cualitativo. En la citada tesis el autor concluye que 
El derecho a la defensa se viene trasgrediendo en el Distrito de Ventanilla en casos por 
flagrancia delictiva, pues, el Decreto Legislativo N°1194 no ha cumplido su propósito de 
erradicar la delincuencia, ni combatir la seguridad ciudadana en el Distrito Judicial de 
Ventanilla, por lo que deviene en ineficiente, aún más, cuando se empiezan a trasgredir 
normas fundamentales como un adecuado plazo para poder dictar una justa sentencia y no 
dejar en situación de indefensión al imputado, frente al sistema acusatorio (p. 93). 
Asimismo, cabe mencionar que la Tesis para optar por el título de abogada titulada “La 
Problemática del delito de Robo Agravado y sus causas en la Inseguridad Ciudadana en el 
Distrito de Comas en el año 2015”, realizada por Medina (2016, p. 90), mediante la cual, 
su objetivo fue estudiar la problemática que enfrenta nuestra sociedad ante uno de los 
delitos más comunes que se pueden evidenciar en el día a día, es decir; el delito de robo. 
Por lo que, mediante su trabajo de investigación concluyó que el delito de robo se 
encuentra afectando fuertemente a la inseguridad ciudadana a comparación de años 
anteriores en el distrito materia de estudio, es decir; que en vez que la delincuencia  
decrezca por las políticas públicas tomadas por parte del Estado, las mismas que se están 
tomando para combatir dichos ilícitos criminales, estas no están dando el resultado que se 
esperaba, asimismo, precisa que los delincuentes al querer consumar dicho ilícito utilizan 
en su mayoría la fuerza, hasta atacar a las víctimas, lo que produce que el delito de robo se 
encuentre más ligado a los supuestos que lo convierten en robo agravado, sin embargo, la 
autora señala que el principal factor que crea consecuencias delincuenciales es la falta de 
educación, haciendo notar el rol preponderante de la familia, la cual es fundamental para 
contribuir al desarrollo de nuestra sociedad, claro está, no olvidándonos de las acciones 
efectivas que debe adoptar el Estado a través de políticas públicas criminales para la 
erradicación de la delincuencia en la totalidad de la sociedad peruana. 
A continuación, presentamos una serie de artículos que han sido emitidos por juristas 
actuales que influyen mucho en temas procesal penal, ya que, su actividad hace que se 
desarrollen con mayor experiencia en el ámbito penal y procesal penal, como por ejemplo 
el artículo denominado “Razones político criminales del proceso inmediato y su aplicación 
en el Perú: una discusión actual” elaborado por Reynaldo Pandia (2016), Fiscal Adjunto 
Provincial Penal Titular, Magíster en Derecho Constitucional y Procesal Constitucional, 
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manifestó que con relación a la razón de ser del Decreto Legislativo N° 1194, el mismo 
que tiene como misión el fortalecimiento de la seguridad ciudadana, entre ellos, la pugna 
contra el crimen organizado y la delincuencia, lo que no resulta congruente con lo señalado 
mediante dicho dispositivo legal, puesto que dicha norma descarta la aplicación del 
proceso inmediato por casos de flagrancia en asuntos que por su complejidad ameriten la 
realización de investigaciones ulteriores, teniendo en cuenta que los sucesos producidos 
por la alta delincuencia y crimen organizado requieren la ejecución de indagaciones con 
posterioridad (párr. 8).     
De lo mencionado en el párrafo que antecede, se puede observar claramente como el 
Estado a través de políticas populistas, no genera eficacia en la lucha contra la 
delincuencia, en otras palabras, no trata efectivamente con medidas de protección contra 
los ilícitos penales que dañan a la sociedad peruana, como lo es el delito de robo agravado, 
sino más bien, genera contradicciones que a la larga perjudica a la sociedad, a través de 
supuestas regulaciones criminales no efectivas, generando afectaciones aún más a los 
implicados dentro del proceso inmediato.  
Por su parte, mediante el artículo denominado “La flagrancia y el proceso inmediato” 
elaborado por Pablo Sánchez (2016), quien ocupó en dicho momento el cargo de Fiscal de 
la Nación, manifestó con relación a la regulación del proceso inmediato, indicando 
claramente tres aspectos puntuales que ha traído consigo toda la reestructuración del 
proceso inmediato por flagrancia delictiva, y es pues bien ameno en soslayarlo. Un efecto 
que se puede apreciar con la lógica es la elevación de condenas que puede generar un 
colapso del hacimiento penitenciario, producto no de la debida función por parte de los 
actores intervinientes de un proceso penal, sino de la falta de precaución por parte del 
Estado al momento de producir sus políticas criminales, por lo que, siempre se debe prever 
y antes de todo, crear política de Estado, y no tan sólo política populista, que a grandes 
rasgos lo único que trae es desorientación de la realidad en la que nos encontramos, puesto 
que como también se indica, se debe concurrir a entes especializados en justicia para un 
mejor acierto y mayor viabilidad de las medidas a adoptar por parte del Estado para 
combatir la criminalidad, y por último, añade que se debió considerar el tema logístico y de 




Asimismo, según el artículo “Reflexiones sobre el nuevo proceso inmediato, a puertas de 
entrar en vigencia” por la autora Fabiola Franceza (2016), manifestó que dentro de las 
regulaciones del Ordenamiento Jurídico peruano, la institución jurídica de la flagrancia 
delictiva es sui generis, debido a que ésta figura no sólo se limita a encontrar en el acto a la 
persona cometiendo un ilícito penal, sino también que se prolonga hasta por un término de 
24 horas, advirtiendo claramente en todo momento la autora que el propósito de la 
modificación del proceso inmediato no podría destinarse a ser más cárcel, más rápido, para 
más personas, más bien, la ejecución de procesos penales orientados a garantizar 
fehacientemente de que personas que tengan responsabilidad penal sean sancionadas, y a 
las que no se le encuentre, simple y llanamente no (párr. 8-9).   
De la misma forma, en su artículo denominado “Juzgados de flagrancia, ¿solución con la 
seguridad ciudadana?”, Fabiola Franceza (2016) niega rotundamente que los juzgados de 
flagrancia se encuentren ofreciendo una respuesta inmediata y oportuna a la delincuencia 
común, asimismo, comenta que según los últimos reportes del Poder Judicial, el 49% de 
los procesos en dichos juzgados de flagrancia se encuentran por omisión a la asistencia 
familiar y que, tan sólo un 14% son procesados por el delito de robo y hurto, aunado a esto 
manifiesta, precisa el hecho de que el incremento de procesos inmediatos, no 
necesariamente corresponde a un avance de la lucha contra la delincuencia, ya que, se 
tendría que realizar una evaluación más minuciosa, tanto en los niveles cuantitativos y 
cualitativos, a fin de evidenciar si en dichos casos fue necesario incoar el proceso 
inmediato, así como si hubo el respeto irrestricto al debido proceso y derechos 
fundamentales de las partes. 
Además de lo expuesto, la autora hace precisión del problema crítico de la figura legal de 
la flagrancia delictiva, la misma que se extiende hasta 24 horas después de realizado el 
hecho ilícito, pudiendo causar un grave conflicto de identificación de los implicados en 
ilícitos penales, corriéndose el riesgo de poder procesar a una persona inocente, lo que 
ameritaría una investigación profunda, pues quizá sólo se trata de una persona inocente que 
tuvo la penosa casualidad de estar en el lugar y momento equivocado, lo mismo que se 
indica mediante el Acuerdo Plenario Nro. 2/2016, mediante la cual, los jueces de las Salas 
de la Corte Suprema, realizan un reconocimiento que la definición de flagrancia actual se 
extendió exagerada e irrazonablemente, tomando en cuenta la relación existente entre la 
captación del hecho y el instante de la intervención, lo cual evidentemente resta inmediatez 
y evidencia, características propias de dicha institución jurídica. Por lo que, concluye que 
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antes de la creación de unidades y/o juzgados de flagrancia, el concepto de flagrancia 
delictiva debe ser modificado (párr. 5-10). 
César Nakazaki (2016), quien nos habla acerca de la defensa en el proceso inmediato por 
casos de flagrancia, quién asevera que la parte de la defensa se encuentra en desventaja, 
puesto que es un procedimiento tan fugaz, que el abogado no tiene el tiempo necesario para 
armar una suficiente y eficaz argumento (defensa) para enfrentarse contra la fiscalía, quién 
se encuentra revestida de autoridad y potestad desde un inicio, por lo cual, se generarían 
afectaciones muy graves (párr. 4-6). 
Se advierte también que se deben respetar y tener en cuenta una serie de acciones en un 
plazo de tiempo muy reducido, acciones que sin lugar a dudas no deben faltar antes, 
durante y después del proceso, como lo es la compañía de un abogado defensor, quien obra 
como garante de la defensa eficaz del acusado y quien debe estar desde un principio 
(detención) porque es él quien va a probar y desmeritar lo presentado por el fiscal para la 
procedencia del proceso inmediato. Algo interesante de Fabiola Franceza Omonte (2015), 
quien nos advierte que se debe tener mucho cuidado, pues el fin que se persigue 
indiscutiblemente no debe el de hacer más cárceles, más rápido y para más personas, pues 
recordemos, que los procesos penales se encuentran fielmente vinculados a sancionar a los 
individuos que deban ser sancionados, y a los que no, no. Es como debe ser el sistema, 
eficaz y severo (párr. 9). 
Acertando en gran manera, la autora antes mencionada, pues el pensamiento que muchas 
veces logramos escuchar de “más culpables, más cárcel, más rápido”, pensamiento que 
pareciese como opresión social que es, estuviese dando resultado y nos esto se manifiesta 
en la velocidad en los actualmente que se están llevando a cabo los procesos inmediatos, en 
parte tal vez, como ya se ha dicho para complacer a la población, sin embargo debemos 
ponderar los derechos que encierra nuestro Ordenamiento Jurídico y ver que notablemente 
se están vulnerando principios y derechos tan básicos como la razonabilidad de plazos y la 
igualdad de armas, ambos que se encuentran amparados per se del debido proceso y bajo la 
tutela jurisdiccional efectiva. Ciertamente queremos pensar que todo esto se creó con el fin 
únicamente de eficiencia y rigurosidad; que notablemente no vemos en los resultados de 
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los procesos, refiriéndonos en específico al delito de Robo Agravado1, el cual puede ser un 
delito común en los diferentes juzgados, sin embargo, intrínsecamente por sus mismas 
dimensiones se vuelve complejo debido a las pericias, peritajes, trámites y actuaciones que 
se deben realizar dentro de un proceso. Es necesario también traer a colación una frase que 
es muy conocida en nuestro entorno (ámbito jurídico), la cual  a voz viva dice; más vale un 
delincuente en la calle que un inocente en la cárcel, y pues ciertamente y con toda razón es 
recordada, pues si bien es cierto que nadie, absolutamente nadie podrá devolver el tiempo 
que se ha sido perdido por una persona al ingresar o al ser privada de sus derechos y 
facultades; tal como lo es el privarlo de su libertad, sin embargo, un delincuente, una 
persona que caerá nuevamente en lo mismo, acabará o tendrá como resultado un centro 
penitenciario, el cual consideramos que lo tiene merecido, tanto por sus actos cometidos 
como para su resocialización, es por ello que no se puede permitir realizar procesos en los 
cuales no se lleguen a un grado de certeza tan elevado para desvirtuar la inocencia de una 
persona; una persona que sólo tal vez – sólo tal vez – fue  víctima de las circunstancias. Se 
nos hace imperante también traer a colación la opinión del propio Fiscal de la Nación, 
quién en sus palabras nos habla que son puntualmente tres puntos esenciales que deben 
señalarse con respecto al proceso inmediato; i) referido a que ciertamente se puede hablar 
de una sobrepoblación carcelaria, debido al colapso de la cárceles en relación al incremente 
de condenas para los procesados, sin embargo, se enfatiza que esto escapa de las manos de 
tanto la función judicial, y asimismo fiscal, teniendo como prevalencia la mala política que 
está tomando el estado con respecto a la delincuencia, evidenciando claramente que no se 
están tomando previsiones. Que si bien es cierto, hay también soluciones como la 
imposición de servicios comunitarios, los cuales también han de tomarse en consideración; 
ii) Que en cualquier tipo de elaboración; en concreto por nuestro tema el penal, se debe 
tomar en cuenta con el criterio de especialistas en el tema, para así poder prever la 
viabilidad de lo que se quiere tratar (materia en discusión), y no terminar lastimosamente 
con los problemas de estos casos, y iii) Algo muy primordial son las bases, presupuestos 
con lo que cuenta el Estado peruano, así como los recursos humanos y también los 
logísticos, los cuales se tuvieron que tomar en cuenta para poder así aplicar esta nueva 
reforma en el proceso inmediato, como tanto se ha podido apreciar, no se ha precavido 
requerir más fiscales o de alguna manera prepararlos y capacitarlos, así también como a 
 
1 “ROBO AGRAVADO. Cuando en el apoderamiento ilegítimo de cosa o cosas ajenas, concurren 
hechos graves que deben ser calificados de manera separada para la evaluación de la penalidad 
por la peligrosidad del hecho” (Chanamé, 2009, pp. 526-527). 
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personales auxiliares, los mismos agentes de capacitación y logística; recursos que también 
se ha tenido que tomar en cuenta, debido a que esto se financian con cargo al presupuesto 
institucional (Sánchez, 2016, párr.6-8). 
Entonces se habla pues de una de las consecuencias negativas que ha traído la aplicación 
de la modificación del proceso inmediato, y es pues, que no hay equivocación, ya que, son 
consecuencias lo que vemos actualmente sobre la sobrepoblación carcelaria, muy aparte de 
esto, también nos refiere que para la creación de dispositivos legales, se hace imperante la 
necesidad de consultar a especialistas en el tema, para que así no estén sucediendo 
problemas como los que tratamos en nuestro trabajo de investigación.  
Por su parte, en el artículo denominado “El proceso inmediato es el nuevo medio de 
coacción para someterse a la terminación anticipada”, Celis Mendoza cuestiona 
fuertemente los lapsos que existen dentro del Proceso Inmediato en casos de flagrancia, 
aludiendo que son excesivamente cortos en el cual se desarrolla dicho proceso, causando 
como consecuencia de ello el desequilibrio de las partes enfrentadas dentro del proceso 
penal especial (2016, párr.2-3). 
Una vez más, no se trata de hacer populismo sino de crear o modificar verdaderos 
mecanismos que puedan ayudar a nuestra sociedad, dispositivos que contribuyan a la 
verdadera seguridad ciudadana, que cambien nuestra sociedad, que disminuyan la 
delincuencia, mecanismos que nos resulten eficaces y que no resten al Perú. De una forma 
determinante, se advierte, que con la práctica y la implementación de este tipo de proceso 
especial; proceso inmediato, se vulneran derechos fundamentales y esenciales del 
procesado. Siendo el derecho de defensa uno de los más afectados, pues está íntimamente 
relacionado y expresado en el plazo razonable, que toda persona investigada debe tener, 
pues esta necesita preparar su defensa, motivo por el cual, no se estaría siendo acorde su 
aplicación a la ratio legis del Decreto Legislativo N°1194 (Pandia, 2016, párr.1) 
Después de haber descrito los trabajos previos, realizados por diferentes investigadores, 
tesistas, así como juristas y comentaristas, pasaremos a abordar todas las teorías 
relacionadas al tema de investigación de nuestro presente trabajo de investigación, puesto 





1.2 MARCO TEÓRICO 
Aproximación al Proceso Inmediato 
Concepto. - 
Durante el presente trabajo de investigación, se viene desarrollando distintas instituciones 
jurídicas que comprometen al tema de investigación, por lo que, nace la imperante 
necesidad de identificar a cada una de ellas a través de los conceptos y definiciones por 
parte de conocedores y jurisconsultos que abordan sobre las materias tratadas, todo ello 
con el propósito de poder tener una concepción de las instituciones jurídicas y de 
identificarlas plenamente. 
Bien, en términos generales, Chanamé (2009) determina que el proceso penal es aquel 
compuesto de actos, los cuales se encuentran direccionados a un resultado jurisdiccional 
que versa sobre un determinado delito, estableciendo para ello, la identificación, grado y 
responsabilidad de quienes participaron en él (p. 487). 
Si bien es cierto que mediante el Decreto Legislativo Nro. 957, Código Procesal Penal 
2004, el mismo que modifica el artículo 446° del Código Procesal Penal 2004, no define 
contextual y específicamente lo que debe entenderse con respecto al proceso inmediato, sin 
embargo, nos brinda una clara referencia al ubicarlo dentro del Libro Quinto de dicho 
dispositivo legal, el mismo que se denomina Los Procesos Especiales, de lo que se puede 
asumir que este proceso corresponde a un tipo de proceso especial, y que al tener este un 
carácter de tipo diferenciado, cuyos supuestos de aplicación se encuentran determinados 
especialmente por dicha norma y se desarrollará con características peculiares, diferentes al 
del proceso común, lo que evidentemente no quiere decir, que éste sea contrario a 
principios y/o derechos fundamentales que se atañen bajo cualquier circunstancia a 
personas que se encuentran próximos o dentro de cualquier proceso, en este caso, el 
proceso penal.   
Por ello, Oré Guardia (2016), nos manifiesta que, al proceso inmediato se concibe como un 
proceso especial en atención a la celeridad procesal que involucra el mismo, de la misma 
forma, en él se elude la etapa de la investigación preparatoria, así como la fase intermedia, 
siempre de presentarse establecidos supuestos de aplicación expresos, en otras palabras, en 
relación a este proceso luego de realizadas las diligencias preliminares, se acude a la etapa 
de juzgamiento inmediatamente (p. 7). 
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De igual manera, el Acuerdo Plenario Nro. 06-2010, concibe al proceso inmediato como 
un proceso especial, como una herramienta de simplificación procesal, el cual por su 
naturaleza trata de obviar los trámites innecesarios, en aquellos casos que no ameriten la 
realización de mayores actos de investigación, por la propia esencia de este (párr. 7-8). 
En palabras del Dr. Víctor Bazalar (2018), indica con relación al proceso inmediato, que 
dicho proceso es aquel que tiene como fin, el de volver al ideal del modelo acusatorio, en 
otras palabras; aliviar el despacho fiscal, esto es que, en caso exista evidencia suficiente del 
hecho delictivo, el representante del Ministerio Público está en la obligación de dirigirlo 
hacia juicio o en su defecto, darle respuesta mediante una salida alternativa, y que al Poder 
Judicial, que los magistrados dicten sentencias no en años, sino en horas y de aquella 
forma, se alivie el despacho judicial también, eliminando uso de papel y meros trámites 
formalistas. A su vez, el autor también manifiesta que efectivamente el principio de 
celeridad procesal durante un proceso judicial es de suma importancia, sobre todo en 
materia procesal penal, no obstante, también lo es el principio de la dignidad humana, y 
que por lo que, si la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho fundamental en el 
desarrollo de procesos penales, también lo es el derecho del imputado a su defensa, por lo 
cual, el uno y el otro derecho, tienen la obligación de coexistir como fragmentos de un 
rompecabezas (p. 25-26).        
En palabras de Marcial Páucar Chappa (2016), el proceso inmediato es un proceso 
especial, el cual, es el colosal exponente de un proceso penal que implica celeridad, ante 
supuestos predeterminados como flagrancia delictiva, alta evidencia o confesión, el cual 
permite a su vez un equilibrio entre justicia y garantías procesales (p. 157). 
Para Galileo Mendoza (2016), conceptualiza al proceso inmediato como aquel proceso 
especial previsto para circunstancias y delitos específicos, en donde se mantiene las 
características propias del ordinario, pero con distintas nociones que lo hacen distinto de 
acuerdo a la naturaleza del delito, dependiendo de su gravedad o lesividad, que se originan 
en situaciones de gran afectación social (p. 231). 
Asimismo, César San Martín, citado por Mendoza, indica que el proceso especial, tiene 
como naturaleza la simplificación especial de procedimientos, lo que se encuentra aunado 
a programas de racionalización del juzgamiento en determinados casos en donde la 
culpabilidad se encuentra en muy clara evidencia (2016, p. 231). 
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El proceso inmediato como parte de una estrategia política criminal peruana 
Cuando hablamos de Política Criminal, se hace referencia a las actuaciones y acciones que 
se están tomando por parte del Estado para erradicar o, en su defecto disminuir el problema 
de la criminalidad que se suscita en toda la sociedad peruana. 
Frente a ello, el Estado peruano, como se explicó desde un comienzo en el presente trabajo 
de investigación, ha ido formulando y aplicando estrategias a fin de afrontar uno de los 
mayores problemas que enfrenta la sociedad peruana desde siempre - la delincuencia, de 
los cuales, hasta la fecha no han dado resultado. 
Las políticas criminales que ha adoptado el Estado peruano, como es de público 
conocimiento, ha sido siempre el de brindarle más importancia al tema penal, proyectando 
y aprobando dispositivos legales que endurezcan las penas a los delitos ya tipificados, 
incrementando los centros penitenciarios, creando más delitos, en pocas palabras, siempre 
pensando en la represalia o en la aplicación de la última ratio que es el Derecho Penal. 
De la misma manera, Chaparro et al, (2013), agrega que la política criminal no debe 
quedar reducida sólo al incremento de penas o generación de más prohibiciones y más 
mecanismos de control. También se debe pensar en la necesidad de impulsar mecanismos 
de prevención y alentar medidas posteriores de reincorporación del penado a la sociedad 
(p. 223). 
Un claro ejemplo de ello es lo sucedido con el delito de feminicidio, que ya, teniéndose 
regulado en nuestro Ordenamiento Jurídico delitos que protegen el bien jurídico contra la 
vida el cuerpo y la salud, el Estado, en busca de un clamor social y meramente populista, 
priorizó el tipificar dicho delito de feminicidio en lugar de brindarle una respuesta 
oportuna y efectiva, dando lugar a que no se dispute efectivamente contra dicho ilícito 
penal.  
Otro claro ejemplo de lo antes mencionado, son todos aquellos intentos por reducir los 
ilícitos penales contra el patrimonio en su modalidad de hurto o robo, modificando 
variedad de veces su tipificación en el Código Penal, a alcanzar una pena privativa de 
libertad mínima de 12 años en casos de configurarse una agravante, sin embargo, a la 
fecha, se siguen cometiendo hecho delictivo en contra del patrimonio y que además 
involucran otros bienes jurídicos protegidos. 
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Por consiguiente, se observa que el Estado peruano no está buscando inducir una política 
criminal por un tema preventivo, más bien, busca en primer lugar la aplicación del derecho 
penal, para combatir los actos delictivos producidos en la sociedad peruana. 
Asimismo, menciona Víctor Valladolid (2016), cuando indica que, con el fin de cumplir 
con lo planteado, los gobernantes dictan distintas políticas públicas, las mismas que son 
dadas en atención en mayor y menor medida. Una política pública, es encontrada en cada 
parte de una política criminal, debido a que siempre ha existido la necesidad de combatir la 
delincuencia por parte de la sociedad (p. 189). 
Como bien lo indica Chaparro et al (2013), quien manifiesta que se puede evidenciar 
claramente que existen dos tipos de inclinaciones en lo relacionado a la política criminal en 
lo concerniente a la criminalidad, esto es: i) la reinserción del autor y ii) un enfrentamiento 
consistente que permita disuadir la criminalidad.  
Sin embargo, precisa que al ser la política criminal parte de una política general, esta se 
emplea con mayor frecuencia para dar más publicidad a los políticos, quienes no son 
expertos en la materia y por consiguiente, no cuentan con los mejores planteamientos de 
respuesta frente a la problemática de la criminalidad (p. 261). 
Evidentemente lo expresado por el autor es correcto, toda vez que una política criminal se 
enmarca en una política general, lo que en la sociedad peruana a grandes rasgos no es más 
que la realización del clamor social con el propósito de ganar la confianza del pueblo, lo 
que no amerita un buen desarrollo, planteamiento y respuesta a la problemática social, pues 
la sociedad peruana no es experta en brindar soluciones, pero sí en exigirlas.    
Tal y como se puede evidenciar en la revista ETI-PENAL que aborda el tema de la Justicia 
Penal – El nuevo modelo Procesal Penal Peruano Proceso de Implementación (2017), hace 
evidente que con la reforma del Código Procesal Penal 2004, ha disminuido 
considerablemente el tiempo de duración de los procesos penales, los mismos que duraban 
con el Código de Procedimientos Penales 1940 de 28 y 23 meses, el proceso ordinario y 
sumario respectivamente, a 13 meses y 7 días con el Código Procesal Penal 2004 y su 
modificación con el Decreto Legislativo Nro. 1194 (p. 64). 
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Figura 1. Duración de procesos penales 
Fuente: (Justicia Penal – El nuevo modelo procesal penal peruano proceso de implementación, 2017, p. 64). 
 
 
Con respecto al gráfico anterior, cabe precisar que si el motivo con el que se reformó el 
proceso penal mediante el Código Procesal Penal 2004, fue el que los procesos penales 
tengan un menor tiempo de duración, cabe la siguiente interrogante ¿entonces qué se buscó 
con la modificación del proceso inmediato mediante el Decreto Legislativo Nro. 1194? Si 
el propósito del legislador al regular el Código Procesal Penal 2004 fue ese mismo. 
 
Otra clara evidencia mostrada en el gráfico que antecede, es cuando se indica que en los 
procesos ordinario y sumario contemplados en el Código de Procedimientos Penales de 
1940, en primera instancia dicho proceso tenía una duración aproximada de 28 meses y 23 
meses respectivamente, y que, mediante la reforma del proceso inmediato hace tal 
reducción de plazos, que éste podría durar en resolverse en cuestión de 7 días, disminución 
que resulta impactante, pues cabe resaltar y cuestionarse si actualmente las instituciones 
públicas cuentan con una gestión administrativa altamente eficaz, que permita cumplir con 
todas las diligencias y documentaciones que se realizaban en 28 o 23 meses y hacerlas tan 
sólo en 7 días. 
 
De la misma manera, también se evidencia en la revista ETI-PENAL sobre el reporte 
nacional realizado desde la fecha 01 de enero de 2017 al día 27 de junio de 2017, que 
aborda sobre los delitos, procesos y procesados en el registro de delitos a nivel nacional 
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(2017), en el cual se muestra que el delito por Omisión a la Asistencia Familiar cuenta con 
58.716% de procesos a nivel nacional, un porcentaje que se traduce en una participación 
mayoritaria de más de la mitad del porcentaje de todos los procesos llevados por proceso 
inmediato a nivel nacional, lo que crea una interrogante ¿el proceso inmediato está 
cumpliendo con su finalidad de combatir la delincuencia que afecta a la sociedad peruana?, 
pues como ya se ha dicho anteriormente, una propuesta para la lucha efectiva contra la 
delincuencia, no se encuentra en el endurecimiento de las penas o la aceleración de 
procesos, sino más bien, en el fortalecimiento preventivo y de manera constante en la 
sociedad peruana por parte del Estado, escuelas, la inversión en educación y el incentivo 
del fomento al crecimiento en la familia, pues no se debe ni puede utilizar al Derecho 
Penal, como medio de coacción a las personas para el sometimiento de una conducta 
adecuada y proba para la sociedad (p. 69). 
 





























Supuestos de aplicación 
A título profesional, Pablo Sánchez (2016) hace alusión a los supuestos de aplicación del 
Proceso Inmediato que se encuentra regulado en nuestro actual Ordenamiento Jurídico, el 
mismo que lo identifica como un proceso especial y que obliga al representante del 
Ministerio Público a incoar dicho proceso si se cumplen cualquiera de los siguientes tres 
requisitos, los mismos que son: (i) Cuando la persona es sorprendida durante la realización 
de un hecho ilícito, (ii) La persona confiesa que ha realizado el hecho delictivo bajo las 
premisas del artículo 160° y (iii) Si existen suficientes componentes que permitan acreditar 
que el ilícito penal que se le atribuye a una persona es evidente.  
Por lo que, al cumplirse inmediatamente uno de los supuestos anteriores del dispositivo 
legal (refiriéndonos al Decreto Legislativo Nro. 1194) que modifica al Nuevo Código 
Procesal Penal 2004, coacciona al representante del Ministerio Público, bajo 
responsabilidad funcional, a que incoe el proceso inmediato, haciendo hincapié que ahora 
con la modificación, cambia el verbo rector de “podrá” según se estipulaba en el Decreto 
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Legislativo Nro. 957 al verbo “debe”, pues ahora el fiscal se encuentra a merced de una 
obligación para su actuación, quitando toda discrecionalidad del Ministerio Público con 
respecto a este procedimiento.  
Por lo cual, ciertamente crea cierta incertidumbre lo antes mencionado, pues, es el fiscal 
quien cuenta con la experiencia y conocimientos adquiridos para considerar cual es la vía 
pertinente para tramitar un proceso, así como la capacidad de requerir o no dicho proceso 
especial, puesto es él quien maneja a su criterio lo más adecuado de acuerdo en mérito a 
sus medios de prueba, pues ahora, de lo contrario se irá mediante el proceso común (2016, 
párr.5). 
Como bien agrega Oré Guardia, si bien los supuestos para la aplicación del Proceso 
Inmediato en el Ordenamiento Jurídico peruano no han variado, el cambio más importante 
que ha dado la entrada del Decreto Legislativo Nro. 1194 al Código Procesal Penal 2004 es 
el de quitar la facultad del acusador a una obligación (2016, p. 12). 
Lo expuesto en el inciso 1 del artículo 446° del CPP 2004, hace mención que “en 
cualquiera de los supuestos del artículo 259°”, el mismo que regula sobre sobre los 
supuestos de la detención policial y que ha padecido de diversos cambios con el tiempo, y 
que es de precisar que ha ido perdiendo poco a poco lo exteriorizado por la Constitución, 
una clara muestra de ello, es las diversas sentencias por parte del Tribunal Constitucional 
en la cual determina que para que la flagrancia se haga efectiva deben concurrir 02 
elementos, el primero, que es la inmediatez temporal, la cual significa que el hecho 
delictivo se haya perpetrado en el instante o momentos antes; y la inmediatez personal, que 
la persona que ha cometido el delito se encuentre en el lugar de los hechos, así como al 
momento de la comisión y encontrarse con los instrumentos u objetos del hecho delictivo. 
Por lo mismo, se debe de tener en cuenta que existe mayor probabilidad de error si se 
confía en los recuerdos de una persona que alega haber visto a alguien, o el peligro en la 
adulteración y/o falsificación de los archivos o equipos digitales (Oré, 2016, p. 13-14). 
De la misma forma, Oré Guardia hace extensivo sobre el inciso 3 de la norma adjetiva 
antes indicada, la misma en donde se formula sobre la excepción a los supuestos de 
aplicación del proceso inmediato por casos de flagrancia, que no es nada más que algunos 
casos que por su complejidad ameriten actos de investigaciones, lo mismo que ya se 
establecía bajo la premisa del inciso 3 del artículo 342° del mismo cuerpo legal, por lo que, 
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resultaría hacernos un cuestionamiento ¿es acaso que los casos no complejos no ameritan 
ulteriores diligencias o actos de investigación? O ¿qué entiende el legislador como casos 
complejos? (Oré, 2016, p. 19). 
Bien, según el Nuevo Código Procesal Penal 2004, con la nueva reforma dada mediante el 
Decreto Legislativo Nro. 1194, establece los nuevos supuestos para la incoación del 
proceso inmediato, los cuales son: 
Figura 3. Proceso Inmediato 
 
Fuente: Decreto Legislativo Nro. 1194, Código Procesal Penal 2004. 
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Trámite del Proceso Inmediato por casos de flagrancia delictiva 
Una vez realizada la aprehensión del presunto infractor de un hecho delictivo en 
circunstancias indicadas bajo los supuestos señalados en el inciso 1 del artículo 446° del 
CPP 2004, el representante del Ministerio Público, luego de terminado el plazo de 
detención, debe de requerir la aplicación del proceso inmediato, bajo responsabilidad 
funcional, de la misma forma, de considerarlo, el fiscal podrá comunicar si solicita la 
implantación de alguna medida coercitiva que garantice la participación del imputado 
durante el proceso especial, tal y como se señala en el inciso 2 del artículo 147° del mismo 
cuerpo legal. 
Expresa Oré Guardia, que el juez, dentro de 48 horas deberá de desarrollar la audiencia 
única de incoación para la determinación de este proceso especial, bajo este esquema, es 
muy acertada dicha premisa por parte del legislador, la de discutir la procedencia en una 
audiencia sobre el proceso inmediato. 
Ahora bien, luego de vencido el plazo de detención del presunto imputado y hasta el 
momento que cuenta el juez para dictar la realización de dicha audiencia, se precisa que el 
imputado se encuentra aún en detención, por lo que, de ellos resultaría cuestionarnos ¿en 
virtud de qué se encontraría detenido el imputado luego de vencido el plazo de 24 horas de 
su detención?, sabiendo que la Constitución Política regula como máximo el plazo de 24 
horas detención ¿sería compatible con esta regulación?, ¿qué necesidad existe la de 
mantener en calidad de detenido al imputado hasta la audiencia? (2016, p. 23). 
De lo antes mencionado, se precisa para tener en consideración que actualmente el artículo 
2), inciso 24, literal f) de la Constitución Política del Perú 1993, fue modificado por la Ley 
Nro. 30558, la misma que se publicó con fecha 09 de mayo de 2017 y que, señala que el 
plazo como máximo de la detención será de 48 horas y ya no como se establecía 
anteriormente de 24 horas.  
Por lo que, parte de la doctrina mantiene su postura advirtiendo de inconstitucional lo 
estipulado en la última parte del inciso 1) del artículo 447° del Código Procesal Penal, toda 
vez que, no se debe confundir el plazo establecido para la flagrancia delictiva y la 
detención en sede policial o judicial, esto en concordancia al artículo 2°, literal b), que 




excepcionalmente en los casos previstos por ley, siendo uno de estos que se encuentran 
previstos por ley, el contemplado en el artículo 447° inciso 1 del Código Procesal penal 
(Bazalar, 2018, p. 39). 
Continuando con el tema, una vez pronunciada la decisión del juez, ya sea esta: (i) la 
disposición del proceso inmediato, entonces, el representante del Ministerio Público dentro 
de 24 horas debe formular acusación, para que el Juez de Investigación Preparatoria lo 
remita al Juez Penal respectivo, a fin de que este se pronuncie con el auto de 
enjuiciamiento y a su vez, de citación a juicio en lo referido a lo establecido en el numeral 
tres del artículo 448° del CPP 2004, o ii) cuyo caso sea rechazada el requerimiento del 
proceso inmediato, el representante del Ministerio Público deberá dictar la disposición 
respectiva o en su caso, formalizar la Investigación Preparatoria. 
Según el artículo 488° del CPP 2004, se indica que una vez recibida la resolución por parte 
del Juez de Investigación Preparatoria, la misma que incoa el proceso especial, es el Juez 
penal correspondiente quien debe de realizar una audiencia única de juicio inmediato, la 
misma que no podrá exceder ´por ninguna razón las setentidós horas. En esta audiencia 
ambas partes son causantes de la preparación y reunir sus medios de prueba asegurando su 
participación en dicha audiencia. 
Luego de establecida la Audiencia, el representante del Ministerio Público expone de 
forma breve los actos producto materia del hecho delictivo, así como la cualificación 
jurídica y sus medios probatorios. Asimismo, las partes pueden presentar en cualquier 
momento las cuestiones indicadas en el artículo 350 del mismo cuerpo legal. 
Por último, el código adjetivo indica que dicho juicio inmediato se realizará de forma 
continua e ininterrumpida hasta su conclusión, y que, en lo no previsto, se aplica 
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Finalidad del Proceso Inmediato 
Según nos indica Di Donato, F. y Scamardella, F. (2015), el fin de un proceso siempre será 
la consecución de la verdad, y esta emerge en la necesidad en que es necesaria justificar 
válidamente las afirmaciones y declaraciones de las partes durante el proceso (p. 2158). 
Por lo que, aunado a ello, desde el punto de vista profesional del jurista Oré Guardia, quien 
asevera que la finalidad del proceso inmediato, se desprende íntegramente de lo que 
deviene en su conceptualización, esto es, nada más que la simplificación de etapas 
procesales que corresponden a un proceso penal común, las mismas que ya han servido de 
mención anteriormente, estas son: (i) la fase de investigación preparatoria y (ii) la etapa 
intermedia, concentrándose en sólo una etapa del proceso penal común, que es la de 
juzgamiento, en este orden de ideas, este proceso especial, tiene como objetivo principal la 
rápida respuesta a los conflictos de envergadura penal, siempre que se encuentren 
encuadrados dentro de los supuestos de aplicación para dicho proceso (2016, p. 8). 
Por lo que, se precisa, al ser este tipo de proceso, una herramienta contra la lucha en contra 
de la delincuencia, y que se da a fin de acelerar y con ello efectivizar la respuesta 
inmediata por parte del estado, es que, según las estadísticas presentadas. No estaría 
cumpliendo su fin, debido a que los delitos con mayor presencia son los de omisión a la 
asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad, los mismos que ocupan por gran 
diferencia el porcentaje de delitos tratados por el Ministerio Público por casos de 
flagrancia, siendo el proceso en casos de flagrancia en delitos graves o que realmente 
reflejan la delincuencia, sólo un porcentaje minoritario. 
Aproximación al Debido Proceso. – 
Concepto. –  
Actualmente no existe en la doctrina un concepto bien logrado sobre el Derecho al Debido 
Proceso, pues es evidente que esto depende de la realidad en la que cada país se desarrolla, 
debido a que el Derecho cambia, evoluciona, crece, se transforma y por consiguiente, este 
no es estático; sino que debe estar en constante movimiento tal y como es nuestra realidad; 
es por ello que varios autores afirman que la figura del debido proceso no debe quedarse 




crecer junto con la realidad y la sociedad, es por lo cual, que varios autores han afinado en 
lo que engloba la base y en que se fundamenta este derecho del debido proceso, el cual está 
amparado en parámetros que van a regir un proceso (para nuestro caso un proceso 
especial penal), quién va a permitir dar ciertas garantías mínimas que se deben presentar 
dentro de él; como lo es el de juicio previo, intervención del juez natural, derecho a ser 
oído, a una sentencia motivada, a la defensa, entre otros; los cuales se desprenden del 
mismo proceso y tutela que debe recibir cada interés de las partes. 
Confirmando lo antes mencionado, que aún el debido proceso no encuentra una 
conceptualización unánime doctrinariamente, según lo asevera el doctor Sergio García 
(2012) quien nos refiere que de las referencias indispensables y de la consecuente 
construcción jurisprudencial procede la noción del debido proceso, del mismo que no 
existe definición universalmente aceptada (p.13). 
Por otra parte, César Landa (2002) nos hace mención el derecho al debido proceso, 
deduciendo que este engloba a lo que correspondería de un conjunto de garantías 
constitucionales, las cuales podemos observar de una forma notable en cuanto concurre la 
acusación, la defensa, las pruebas y la sentencia, los cuales se traduce eminentemente en 
derechos de toda persona (p. 4).  
Por otra parte, García Toma define al derecho del debido proceso como aquel conjunto de 
derechos, principios y garantías que permiten el respeto a la tutela procesal de los derechos 
fundamentales que se atañen a las personas sea realmente efectiva durante el desarrollo de 
un proceso o procedimiento; en otras palabras, entre el periodo que acontece desde la 
admisión a trámite de la demanda planteada por o contra un justiciable y la sentencia 
jurisdiccional.  
Por lo que, tiene por objeto la salvaguarda de los referidos derechos durante la tramitación 
de un proceso o procedimiento; sea este de naturaleza judicial, administrativa, política o 
corporativo particular (2009, p. 632). 
De lo antes mencionado, el autor realiza una interpretación genérica cuando indica que el 
derecho al debido proceso debe encontrarse en todo tipo de procesos o procedimientos de 
carácter penal, civil, administrativo u otro, siempre que se vele por el derecho irrestricto de 
las personas que se encuentran dentro de él. 
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Asimismo, nace la idea interesante de recurrir a un diccionario jurídico, a fin de recabar 
información técnica, por lo que, Raúl Chanamé (2009), por su parte, asevera que el 
derecho al debido proceso constituye intrínsecamente una garantía de los derechos 
fundamentales de la persona y de los principios nominados de la función jurisdiccional, 
que protege los derechos concedidos a los justiciables y sus defensores frente a la autoridad 
(p.197).  
Por su parte, Vásquez Ganoza (2015), se debe de tener cuidado al señalar que se debe 
entender cuidadosamente a la institución jurídica del derecho al debido proceso como 
aquellos lineamientos o estándares esenciales, los cuales deben guiar la realización de un 
juicio justo y no de un juicio perfecto, un claro ejemplo de esto, es lo que ocurre con la 
competencia de un juez interviniente cuando la pena a imponer supera los 6 años, el cual el 
Ordenamiento Jurídico peruano realiza un cambio de juez unipersonal a uno colegiado (P. 
39). 
Como se ha podido apreciar, el concepto del debido proceso atañe a que es un derecho 
fundamental y se sustenta en la tutela jurisdiccional efectiva, siendo los parámetros de este 
los que deben regir el buen desarrollo del proceso, garantizando como hemos dicho 
anteriormente, que se desarrolle con garantía, normalidad y seguridad para las partes; 
quienes están dentro del proceso defendiendo sus intereses.  
En palabras de García (2012) quien asevera que el concepto del debido proceso, está 
referido principalmente a que se atribuye una delimitación de la actividad estatal, es decir, 
que existe un conjunto de requerimientos que deben acatarse dentro de procesos para que 
así los individuos se encuentren en facultad de poder proteger sus derechos ante cualquier 
actuación de la función pública que pueda dañarlos. Con respecto al derecho penal, este 
debe estar preparado para respetar toda garantía mínima, empezando desde el artículo 8 de 
la Convención Americana, así mismo, respetar otras que son necesarias para entender este 
concepto.  
Pues en efecto, es recién así en donde una persona podrá hacer valer sus derechos, sus 
intereses de una forma eficaz, y en amparo de la igualdad procesal que a toda persona 
atañe (p. 22-23). 
Es por ello que, en consideración a los autores antes citados, se puede decir que el debido 
proceso es aquel derecho intrínseco del cual goza toda persona y a su vez, un principio 
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jurídico al estar plasmado en nuestros dispositivos legales, que refieren a por lo menos 
unas mínimas garantías antes, durante y después de la aplicación del desarrollo de la 
función jurisdiccional manifestado en un proceso, el cual debe velar por la tutela 
jurisdiccional efectiva. 
El debido proceso en la legislación nacional. –  
Se ha dicho que el Derecho cambia, evoluciona y se transforma, no son tan diferentes las 
instituciones jurídicas, así como lo es la institución jurídica de la flagrancia delictiva, que a 
través de los años ha evolucionado de una manera significante. Es verdad que el derecho 
debe acoplarse a la sociedad y no esto no debe hacerse, al contrario, es por lo mismo que, 
el derecho al debido proceso, a la actualidad se ha convertido en un derecho fundamental e 
imprescindible en nuestra legislación peruana, por las bases antes expuestas, este derecho 
se encuentra valorado a lo que podemos llamar última instancia; es decir: nuestra 
Constitución Política.  
El debido proceso, no sólo es relevante procesalmente hablando, sino que el legislador le 
ha dado un cierto grado de importancia; y no se equivoca; pues verdaderamente es un 
derecho que debe ser inherente y estar conexo a otros derechos fundamentales de igual 
jerarquía de los que goza la persona. Decimos que el legislador ha decidido darle un plus a 
este derecho como a muchos otros de igual relevancia, pues simple y sencillamente porque 
la importancia del debido proceso es trascendental al tratarse de un aspecto del cual puede 
depender la libertad de un ser humano, porque lo ha consagrado como un derecho 
fundamental en nuestra Carta Magna2. Siguiendo la idea de Hans Kelsen; en su trabajo 
sobre de jerarquías normativas; el debido proceso reposa sobre la Constitución Política de 
nuestro país en su artículo 139°, norma principal y piedra angular de nuestro Ordenamiento 
Jurídico, norma en la cual se debe basar parte de nuestro sistema normativo al tratar de no 
contravenir estos derechos, y así también; cualquier dispositivo legal.  
Recordemos que a la par de nuestra Constitución Política (1993), encontramos a los 
Tratados Internacionales a los que, como país, estamos sujetos; quienes se encuentran 
jerárquicamente al mismo nivel que nuestra norma principal, creando también normas, 
convenios, pactos, convenciones o como se les desee llamar a aquellos acuerdos suscitados 
 
2 Constitución Política del Perú del año 1993. 
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entre Estados sujetos a estos Tratados Internacionales. Empezando por la norma 
internacional también conocida. 
El Perú al encontrase suscrito en la Convención Internacional sobre Derechos Humanos, 
tiene que respetar tanto las normas impuestas y sobre guardar que se cumplan aún más 
cuando la sociedad peruana se encuentra en un estado constitucional de derecho. Haciendo 
hincapié sobre todo en dos puntos fundamentales de la norma que van a contribuir en 
nuestro tema; el numeral (1) el cual nos habla de la razonabilidad de los plazos en los 
procesos y el numeral (2) literal C, que nos habla acerca de la preparación de la defensa del 
imputado, y la garantía a las partes en igualdad. Por todo ello, estas garantías brindadas 
desde el Derecho Internacional, debe cumplirse plenamente en nuestro país, asegurando el 
derecho al debido proceso. Es necesario contrastarlo también con nuestra Constitución 
Política (1993)3 en su artículo 139°, que nos indica que una persona no puede ser privada 
de un derecho tan fundamental como lo es al de defensa, explícitamente en ningún estado 
del proceso, y asimismo el inculpado será inmediatamente informado por escrito de su 
situación y las razones de su detención, manteniéndose en todo tiempo el derecho a la 
comunicación con su defensor y de ésta forma se encuentre plenamente asesorado. 
Con lo cual queda expresamente y sin lugar a duda, la aplicación y respeto irrestricto a este 
derecho fundamental, consagrado en una norma de mayor alto rango, brindando así 
garantía a los procesos, los cuales se deben guiar por los parámetros mismos del buen 
desarrollo del proceso. Podemos admirar como en las dos citadas normas anteriores existe 
una relación de similitud, dado a como ya se explicó anteriormente, el debido proceso no 
responde a una definición, más que eso; se fundamenta en principios y derechos, 
garantizando así de ellos antes, durante y después del desarrollo del proceso.  
Se hace referencia también al Código Procesal Penal (2004)4, en su Título Preliminar en 
los siguientes artículos; Artículo II. Presunción de inocencia, Aquí nos habla notoriamente 
acerca de la presunción de inocencia, y de igual manera en su inciso uno nos indica que 
toda resolución debe estar plenamente motivada, asimismo la realización de suficientes 
actividades probatorias para la actuación de las debidas garantías del proceso, vemos como 
de una forma amena, el legislador siempre menciona que exista una suficiente actividad 
probatoria para que así se puede dilucidar la presunción de inocencia. En su Artículo IX, 
 
3 Constitución Política del Perú (1993).  
4 Código Procesal Penal (2004) - Decreto Legislativo N° 957. 
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Derecho de Defensa, nos indica la información inmediata y detallada que debe recibir 
cualquier persona, correspondiente a su situación y a la acusación formulada en su contra, 
asimismo de ser asistida por un abogado, el cual  debe estar presente en todo estadio desde 
que se encuentra detenida, siendo asesorada de manera continua y constante para una 
debida defensa, asimismo a que se le conceda un plazo razonable para que el letrado pueda 
preparar su defensa; a intervenir en igualdad probatoria y en condiciones previstas en la 
ley, así como a producir los medios de prueba que se crean pertinente para la defensa. 
Podemos apreciar plenamente que el artículo presentado trata acertadamente del problema 
que intentamos dilucidar, que trata internamente acerca de la razonabilidad en los plazos 
que existe en el proceso especial (proceso inmediato) en los  que actualmente se están 
viendo acerca de flagrancia, puesto que al ser demasiado breves, no permite una la 
realización de una buena defensa por parte de los defensores de la parte imputada (sean 
estos tanto como particulares o como públicos), ni recabar o producir medios de pruebas 
de descargo o testigos para la preparación de los medios probatorios de la defensa, 
acortando así notoriamente el derecho de éste a la defensa, creando un desequilibrio en el 
proceso penal que desembocaría en la no cautela de estos principios que responden al 
debido proceso .  
Muy a pesar de esto, podemos considerar también que el Ministerio Público tiene la mayor 
ventaja, debido a que si bien es cierto que en los casos de flagrancia es muy difícil rescatar 
la inocencia del imputado, más aún si el Fiscal tiene la potestad de poder activar y utilizar 
para tener, crear, probar y efectuar todos sus medios de prueba, esto debido a que cuenta 
con el apoyo de la función de las entidades  públicas, por lo cual, es más que necesario que 
la parte de la defensa tenga un tiempo apropiado y razonable para aunque sea tratar de 
desvirtuar y disminuir imputaciones hacia su defendido. Una adecuada defensa es la que 
necesita cualquier persona, más aún si es el derecho a su libertad la que está en juego, 
libertad que tal vez ya no se pueda recuperar nunca más, así como las necesarias 
investigaciones que den como resultado objetivo y veraces a las afirmaciones de los actos 
atribuibles al imputado, siendo así imperante la necesidad de contar con Fiscales altamente 
capacitados en todo aspecto. 
Principio de Razonabilidad en los Plazos 
Desde antaño se han desarrollado conceptos y definiciones sobre las figuras jurídicas que 
utilizaremos en el trabajo de investigación, que coadyuvaran a ampliar nuestros 
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conocimientos, en cuanto al debido proceso, Salas (2011) nos indica que dentro de la 
figura del debido proceso, se encuentra lo que vendría a ser el derecho a que se mantenga 
al juez natural, el derecho a la defensa, así también al plazo razonable, a que las 
resoluciones que se emitan se encuentren motivadas adecuadamente, a la cosa juzgada y 
otros (p. 607). Es así, que se toma de lo antes mencionado, que el presente trabajo de 
investigación toma énfasis en la figura jurídica del plazo razonable, a la cual nos 
referiremos en específico dentro del debido proceso. 
Volviendo al tema de la razonabilidad en los plazos, Celis Mendoza nos señala arduamente 
que la garantía tratándose en el caso del plazo razonable dentro de estos procesos 
inmediatos se encuentra plenamente anulada, pues no hay duda que aunque el delito 
materia de discusión sea fácil de interpretar, este proceso no brinda las garantías suficientes 
para configurar el plazo razonable, imposibilitando así el desarrollo de una eficiente 
defensa (2016, párr. 4). 
Vemos claramente como el autor antes indicado, nos hace manifiesto que si bien es cierto, 
que a prima facie un caso parezca sencillo, estos plazos que propone el proceso inmediato 
por flagrancia no se adecuan a la realidad, lo cual trae como consecuencia que no haya una 
defensa adecuada para imputado, creándose así un quiebre a la igualdad de armas dentro 
del proceso. Se debe tener también en cuenta, que ningún caso es idéntico, es decir; que 
tantos de sus características sustanciales, como formales se van a adquirir un cierto grado 
dificultad intrínseca, los cuales van a comprometer a que se realicen una variedad de 
actuaciones que quizás, otros casos, por su misma naturaleza no lo requieran. Esto no 
quiere decir de ninguna manera, que el plazo que estipula el proceso inmediato con 
respecto a las 24 horas es adecuado para la elaboración eficaz de una defensa técnica, por 
más que hablemos de un caso notoriamente sencillo, a fortiori5 cuando se trata de casos 
normativamente complejos, pues estos tienen necesariamente características para operar 
dentro de la conducción de un proceso común (Mendoza, 2016, párr.6). 
Principio de Igualdad Procesal 
Nulla poena sine iuditio término utilizado para definir que no puede haber pena sin previo 
proceso penal, lo que hace alusión a la protección del derecho al debido proceso que atañe 
 
5 “A FORTIORI. Locución latina que significa tanto más, con mayor razón” (Chanamé, 2009, p.9). 
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a toda persona, debido a que, sin él se afectarían derechos y principios fundamentales que 
encaminándose conllevarían a una nulidad de todos los actuados. 
Por ello, al referirnos con respecto al Derecho a la Defensa, se puede entender que es aquel 
derecho fundamental que asiste a toda persona, de la misma forma a su Letrado defensor, a 
acudir al proceso penal con el propósito de poder contestar de manera eficaz las 
imputaciones que en contra él se realizan, con completa igualdad de armas a fin de 
presentar los actos de prueba, cuestionamiento e impugnación que le asisten dentro del 
proceso penal, así como la presunción de inocencia por no encontrarse condenado  
Debiendo considerar al Derecho de Defensa, no sólo como un derecho subjetivo o 
meramente procesal, sino, dada a su naturaleza, asignarle la naturaleza jurídica de garantía, 
convirtiéndola en una exigencia imprescindible del proceso (Chaparro et al, 2013, p. 798).       
No sólo es necesario que haya una defensa técnica y obligatoria a la persona que se le 
imputa un hecho delictivo, sino que para que la garantía constitucional se aplique a la 
finalidad de un proceso penal, ésta debe surgir sus efectos, es decir, que la defensa debe ser 
efectiva, que se encargue de fortalecer una oposición, o antítesis, a la acción acusatoria de 
la contraparte, y no sólo, una mera formalidad (Chaparro et al, 2013, p. 811).       
En rasgos generales, San Martín (2014), indica que una de las garantías procesales 
genéricas es el derecho al Debido Proceso, la misma que se introdujo de manera formal a 
la Carta Magna de los Estados Unidos, mediante la enmienda V en el año 1791. 
Se puede apreciar que en nuestra Carta Magna se encuentran establecida variedad de 
garantías procesales específicas, una de ellas es la que se encuentra en el inciso 2 del 
artículo 2° de ella, la misma que impulsa y a su vez exige la contradicción dentro de un 
proceso, que tanto la parte acusatoria como de la defensa técnica, actúen en igualdad de 
condiciones, mismos derechos procesales, de oportunidad, así como de poder fundamentar 
y presentar lo que cada parte considere pertinente. 
De la misma manera, la Corte Interamericana de Derechos Humanos – CADH, cuyas 
disposiciones es de obligatorio cumplimiento de los países que forman parte de ella, tal 
como lo estipula en su inciso 1 del artículo 1°, asimismo, con respecto al artículo 24, en lo 
que respecta a que los Estados se encuentran en la obligación de adoptar las medidas 
compensatorias, al momento de presenciar condiciones de desigualdad o reduzcan e 
impidan de alguna forma una defensa eficaz, pues, de no hacer ello, no podría hablarse a 
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cabalidad de un verdadero acceso a la justicia así como del beneficio de un debido proceso 
(p.114).   
Por su parte, Chaparro et al (2013), se pronuncia con respecto a la igualdad procesal, 
indicando que la persona imputada se encuentra en la misma facultad de implantar y de 
oponer los medios que considere pertinente, como las excepciones, tachas que se establece 
en la norma adjetiva, esto, en la medida que no se debe encontrar su defensa en una 
situación de inferioridad procesal alguna (p. 870).     
Podemos apreciar que durante mucho tiempo se promovió fuertemente las alternativas que 
nos brinda el sistema jurídico, como justificación para que los casos penales no tengan que 
encaminarse solamente a terminar en un juicio oral, sino que se utilizaron los mecanismos 
como lo son la terminación anticipada, proceso inmediato, etc. Para de esta manera, de una 
forma más sencilla y breve, se obtenga un mejor resultado favorable para las partes 
(Mendoza, 2016, párr.2).  
Es así como podemos ver entonces, algunas formas de terminar el proceso penal de una 
manera bastante simplificada, es decir a menor tiempo, sin vulnerar valiosos principios 
como el debido proceso y dentro de él a la igualdad de armas y el respeto a los plazos 
razonables. Asimismo, se intenta a la vez dilucidar que estos fueron muy promovidos antes 
de la entrada o mejor dicho, modificación del proceso especial (proceso inmediato) por 
flagrancia, el cual actualmente se acapara ahora en la mayoría de procesos penales. Este 
tipo de proceso especial (proceso inmediato), es el que trata de persuadir las opciones que 
tiene el imputado, dejándolo tan sólo aferrarse a una opción, que a prima facie6 parece la 
más conveniente, y es que, con la entrada del Decreto Legislativo 1194,  el cual exige un 
rápido desarrollo del procedimiento, sorprende a la parte de la defensa del inculpado, y que 
al no tener el tiempo suficiente para realizar el pertinente estudio y elaboración de medios 
de probanza, éste debe inclinarse por medios alternativos como la terminación anticipada, 
renunciando así de llegar al Juicio Oral, para así alcanzar como recompensa una reducción 
de la pena para el acusado (Mendoza, 2016, párr.5).  
Coadyuvando con el problema, dentro del proyecto de investigación, en el cual afirma que 
en el proceso inmediato en casos de flagrancia no garantiza buena elaboración para la parte 
 
6 “PRIMA FACIE. Locución latina que significa a primera vista. Jurídicamente expresa la apariencia 




de la defensa, pues el plazo que se regula es muy corto y no razonable para una adecuada 
preparación de la misma, ocasionando a que la defensa del imputado sólo opte por una 
terminación anticipada o principio de oportunidad7, por lo cual podemos ver, como se 
sugiere que aun así se llegue hasta la etapa del juicio oral, dentro de un proceso inmediato 
pen caso de flagrancia delictiva, por los plazos que estipula el mismo proceso  especial 
para su actuación, no va a asegurar el buen desarrollo de la defensa técnica del imputado, 
ya que ésta necesita preparación, lo cual no tendrá de ninguna manera en el transcurso de 
las veinticuatro horas de la Detención Preliminar, pues desde el lapso de tiempo de la 
detención preliminar hasta el desarrollo de la Audiencia Única del Juicio Inmediato por 
flagrancia , normalmente se desarrolla la preparación para el Juicio Oral, y que por 
consiguiente queda invalidada notoriamente la defensa del imputado (Mendoza, 2016, párr. 
6).  
Continuando con la ilación de nuestro tema, con respecto al proceso inmediato y la 
garantía de defensa eficaz que genera claras implicancias en su afectación a la igualdad de 
armas; que dado a este tipo de modificatoria en el proceso inmediato en casos de flagrancia 
específicamente, una persona cualquiera puede estar involucrada en un proceso tan veloz, 
que tanto como en horas y días, esta llegaría a ser acusada, juzgada y hasta sentenciada, sin 
embargo, se debe tener en cuenta con la rapidez que los jueces de juzgados de flagrancia 
están llevando a cabo las sentencias, ya que para que esto se pueda realizar debemos tener 
en consideración, que; el defensor (abogado) debe encontrarse desde la detención de la 
persona a quien se le acusa, así como también desde el inicio de las diligencias 
preliminares por parte de la fiscalía y actuaciones de la policía, pues sólo siendo así se 
validará el equilibrio de las partes o igualdad de armas; así también a que se analice las 
necesidades que tiene la defensa técnica y primordialmente que se dé pase a las 
probatorias, pues es la defensa (abogado) quien va a oponerse a la incoación del proceso 
inmediato, manteniendo en todo aspecto que él es quien va a garantizar el desarrollo de la 
defensa eficaz, como también la conformidad de lo que se acusa al imputado, y no, como 
mal se ha pensado que es a criterio del Juez (Nakazaki, 2016, párr.2).  
 
7 PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD. Nuestro ordenamiento jurídico comprende el principio de 
oportunidad como la facultad que tiene el Ministerio Público por su titularidad, para pronunciarse 
sobre la viabilidad de la acción penal, en razón a determinadas previsiones legales de 
discrecionalidad, incorporados por el legislador para delimitar la aplicación del principio y evitar un 
uso que desnaturalice su finalidad (Chanamé, 2009, p.474).  
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Es así que de no acogerse a una terminación anticipada e ir hacia juicio oral en el proceso 
inmediato por flagrancia crea desde ya una situación procesal vencida, al no haberse 
desarrollado una adecuada defensa técnica para el imputado, se crea un desbalance entre 
las partes, dando como resultado desde ya, una derrota para la defensa técnica.  
Esto nos da un claro panorama acerca de la igualdad de armas que deben tener las partes 
durante el desarrollo de  todo  el proceso penal, observando siempre que el plazo es un 
aspecto fundamental, que si bien es cierto, se dio el Código Procesal Penal (2004) para 
controlar los plazos, y que estos no sean tan extensos como se hacía en la realidad aplicada 
con el Código de Procedimientos Penales, en este orden de ideas, entonces por qué en el 
proceso inmediato por flagrancia tiene unos plazos de desarrollo de proceso tan cortos, si 
ya el Código Procesal Penal  supuestamente regulaba los plazos razonables que debían 
guiar en el proceso. Entendemos que el proceso inmediato es un proceso especial, sin 
embargo, la realidad no se ajusta a dicho proceso, ya que carecemos de la tecnología 
adecuada para acelerar los diferentes trámites que trae consigo un proceso, así como la 
falta de comunicación entre los mismos entes estatales para la colaboración con los 
trámites de un proceso.  
Si contamos con un fiscal plenamente preparado para efectuar los trámites, diligencias y 
actuaciones necesarias, quien obre con responsabilidad y proteja la legalidad, amparado en 
el Principio de Objetividad, podrá esclarecer los supuestos para una respuesta rápida y 
eficaz en incoación del proceso inmediato, resguardando desde un inicio la policía cada 
derecho procesal del inculpado. En este orden de ideas, un juez quien estará 
completamente capacitado para asumir ese rol, podrá examinar de una manera minuciosa 
el requerimiento por parte de la fiscalía para la incoación del proceso inmediato; siendo así 
la parte de la defensa, obrando eficientemente también tendrá que ayudar en el control 
hecho por el Juez con respecto del requerimiento fiscal para la incoación del proceso 
inmediato (Pandia, 2016, párr.5). 
Por su parte, Víctor Bazalar (2018), nos indica con respecto a las implicancias surgidas al 
principio de igualdad procesal, esto en relación a la afectación de principios como el de 
imparcialidad, inmediatez y contradicción, sustentando en que la carpeta fiscal no debería 
ser adjuntada con el requerimiento de incoación del proceso inmediato, toda vez que, en 
esta se encuentra una información detallada por parte de la fiscalía, como sus 
razonamientos y argumentos que llevaron a incoar dicho proceso especial, por lo que 
asegura que, los magistrados deben estar en la capacidad profesional de llevar a cabo la 
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audiencia con la intervención de ambas partes, y no de prejuzgar por la carpeta fiscal 
alcanzada ya a la mano, evidenciando así que la norma promueve la mala práctica judicial 
(p. 50).  
Por todo lo antes mencionado, se recomienda deba existir un equilibrio entre ambas partes 
dentro del proceso, en los cuales se debe amparar por la igualdad de armas que deben 
poseer cada uno, amparado en el debido proceso, el cual se debe desarrollar a lo largo de 
todo el proceso. Se debe encontrar en la capacidad de poder resolver estos casos, lo cual 
creemos que es muy difícil, dado a que con estos procesos, los plazos son muy reducidos 
por lo cual crearía más carga a los fiscales encargados  de incoar el proceso inmediato por 
flagrancia, máxime, si estos necesariamente tienen que acudir a pericias, peritajes, cursar 
oficios y otros, tan sólo en 24 horas, lógicamente todo esto se desarrollaría sólo para un 
proceso especial en concreto, sin embargo, vemos que los fiscales no sólo llevan a cargo 
un proceso, lo cual debemos tener en cuenta, es por ello que también se puede considera 
fictamente que los fiscales, buscan terminar un proceso lo más rápido posible para liberarse 
de la engorrosa carga procesal que se les va sumando con el transcurrir del tiempo, lo cual, 
ocasiona mal funcionamiento a las vía del proceso inmediato. 
Uno de los desafíos que presenta el proceso inmediato desde su regulación, es justamente 
sobre la delicada discusión del tiempo con el que cuenta la parte de la defensa para 
producir sus pruebas para su respectiva estrategia, en efecto, esto no sólo son cuestiones de 
igualdad procesal u otros del debido proceso, sino que a la par, se encuentran reguladas en 
dispositivos legales de carácter internacional, tal como en el artículo 8°, numeral 2 y literal 
c) de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la misma forma según el 
artículo 14°, numeral 3 y literal b ) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
del mismo modo, en el Título Preliminar del CPP 2014, en lo que respecta que al recorte 
del plazo del proceso genera que no se cuente con el lapso para la preparación de la 
defensa (Oré et al, 2016, p. 21). 
Afectaciones generadas por el proceso inmediato 
Desde la perspectiva de Oré Guardia, estima fehacientemente que la modificación dada a la 
autoridad discrecional que poseía el representante del Ministerio Público para determinar si 
se amerita la aplicación del proceso inmediato o no, para persona aprehendida a la que se 
le imputa la realización de un hecho delictivo de acuerdo a la viabilidad de las evidencias 
obtenidas, esto dependía de su destreza en la calificación y de acuerdo a las evidencias, lo 
50 
 
que no supone arbitrariedad, sino más bien, la aplicación de su experiencia como 
profesional. Por lo que, esto podría generar trascendentes efectos sobre los derechos 
fundamentales de la parte imputada, de la misma forma sobre el ejercicio de la acción 
penal. 
Teniendo en consideración que el representante del Ministerio Público debe de incoar el 
proceso inmediato en cuyos casos cumplan con los supuestos señalados mediante el inciso 
1 del artículo 446° del Código Procesal del año 2004, (modificado), lo que se hace 
considerar que en dichos casos no existe mayor necesidad de efectuar alguna diligencia 
adicional, cuando verdaderamente no es así. 
De la misma forma, se podría suponer que dicho cambio al proceso inmediato antes 
mencionado ocasione inconvenientes al representante del ministerio público, toda vez que 
nadie asegura que éste se encuentre realmente preparado para iniciar el juicio, tomando en 
consideración la eficacia de la investigación, así como también del respeto a los derechos 
fundamentales. 
Un claro ejemplo del problema que se supone es cuando el representante del Ministerio 
Público asiste a un juicio por que en dicho caso se ha encontrado dentro de los supuestos 
que establece la norma adjetiva para la aplicación del proceso inmediato, aunque no se 
cumple con el estándar para directamente ir al juicio, ni si quiera, para la obtención de una 
sentencia. 
De esta manera, se evidencia una de las considerables afectaciones a la institución 
acusadora, aun sabiendo que el ejercicio de la acción penal atañe al Ministerio Público, ya 
sea ésta impulsándose de oficio o a petición de parte, tal y como lo señala el artículo 159° 
y nuestra Carta Magna y el artículo 60° del Código Procesal Penal 2004 (2016, p. 11). 
Aproximación a la flagrancia delictiva 
Concepto. – 
Se ha hecho imperante citar la siguiente frase, debido a que esta figura jurídica es una 
excepción a lo que vendría ser la libertad que goza todo ser humano, y especial debido a 
que solamente por mandato judicial se puede detener a una persona.  
Sabemos que la flagrancia delictiva ha ido evolucionando a través de los años, y que ahora, 
tan sólo no se delimita al encontrar al imputado en la realización de los actos, sino también 
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a otros dos supuestos que la ley a previsto en el NCPP, en su artículo 259, como bien lo 
indica el artículo ya presentado; presupuestos que consideramos que esta regulación no ha 
tenido a bien tomarlos en cuenta, creándose así a nuestra consideración un vacío legal 
sobre deficiencia en las investigaciones a los hechos o actos que se realicen dentro de ésta 
institución jurídica (flagrancia delictiva), causando así perjuicios para las partes, afectando 
de alguno u otra manera principios primordiales que deben velar por el buen 
desenvolvimiento del debido proceso. Es por ello, que aquí entra a tallar el derecho al 
debido proceso, una también institución jurídica que va a velar, como ya lo hemos 
mencionado, por el buen desarrollo del proceso penal, y que las partes tengan garantías 
mínimas sobre el proceso que se va a realizar. 
Como bien se indica en la frase que a viva voz dice que la libertad de la persona es la base 
fundamental de la democracia, desde ese punto, cualquier límite a ello debe resultar de 
carácter excepcional (Araya, 2016, p.53).  
Pues bien, la flagrancia delictiva ha sufrido evoluciones a través de los años, sin embargo, 
ésta primero empezó como una figura terminantemente procesal, es decir aplicada a lo que 
suponía estar dentro de un proceso, sin embargo, cabe resaltar que actualmente en muchos 
Ordenamientos Jurídicos se ha instaurado como una figura jurídica a nivel constitucional. 
Como se ha leído, Araya Vega nos manifiesta sobre la figura jurídica de la flagrancia 
delictiva; la cual trata solamente, de una ficción jurídica propiamente hablando, la cual, por 
capricho del legislador, se pueda utilizar de una forma alternativa y excepcional, y a la vez 
que sea justificada para no poder causar daños a derechos reconocidos constitucionalmente 
de las personas. 
El autor antes citado manifiesta que sólo existen únicamente dos maneras de poder detener 
a los individuos de acuerdo a ley, formas, las cuales se encuentran reconocidas 
constitucionalmente. Estas dos serían por mandato judicial, lo cual correspondería decir, 
con una orden imperante de una autoridad, la cual debe observar ciertos requisitos, por 
decir: de forma escrita, entre otros requisitos y la segunda, por la institución jurídica de 
flagrancia, que no es más, que encontrar al sujeto cometiendo el hecho delictivo. Se atañe 
que para este segundo supuesto en concreto, no es necesaria una orden por escrito de una 
juez o autoridad similar, pues los hechos se encuentran plenamente identificados y existe el 
deber de aprehender y entregar a dicha persona a la autoridad correspondiente. La ley pues, 
al encontrarse en un hecho tan real, como lo es el de la identificación del sujeto que ha 
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cometido el hecho delictivo y su aprehensión en esas circunstancias, permite la excepción a 
lo que sería la orden judicial (Araya, 2016, p. 54-55). 
En palabras de Marcial Páucar Chappa (2016), es aquella figura jurídica que se encuentra 
conectada de forma íntima al proceso inmediato, pues su validación constituye la 
aplicación del citado proceso, esto con respecto a la inmediatez con la que se cuenta de la 
comisión del ilícito penal y una respuesta oportuna por parte de la justicia penal (p. 158). 
En palabras de Hoyos Sancho la expresión flagrancia alude a aquel evento fáctico en el que 
se habilita una serie de actuaciones justificadas legalmente, como, por ejemplo, la 
utilización de armas de fuego o la práctica de la legítima defensa, todo ello, con el único 
propósito de que pueda procederse con la aprehensión de una persona que se encuentra 
cometiendo o, acaba de cometer un ilícito penal (2001, p. 137). 
Tratamos de asimilar el tema de la flagrancia delictiva y sus especificaciones para tratar de 
llegar a un concepto unánime, como lo es aquella institución jurídica que permite la 
detención de una persona sin una autorización judicial, las cuales se debe hallar dentro de 
determinados supuestos que establece la norma.  
Dichos supuestos se sustentan en: (i) impedir que el agente concluya con el delito 
perpetrado, (ii) impedir que el actor de tal hecho criminal logre huir, esquivando la justicia, 
(iii) impedir, lo que sería los instrumentos u objetos utilizados para la realización del acto 
punible y (iv) en su caso, impedir que se vuelva a producir el hecho delictivo.  
Como vemos, esta institución jurídica tiene un fin previsional y de seguridad a la sociedad, 
fin que se considera pertinente para combatir la delincuencia y que los motivos quedan 
fuera del alcance de este trabajo, debido a que no cuestionamos directamente esta figura 
jurídica, por lo cual, serán motivos de análisis generales. 
Es muy conveniente que existiendo un Estado Social de Derecho, el legislador pertinente 
observe que la  única forma de contrarrestar derechos fundamentales a una persona, sea a 
través de una resolución motivada expresa, que sea procedente de una autoridad que 
imparte justicia, sin embargo, como ya lo hemos mencionado anteriormente; que siendo 
necesario el ajuste del Derecho acorde a nuestra realidad, se ha supuesto la figura de 




Características de la flagrancia delictiva 
Continuando con la figura de la flagrancia delictiva, tanto la doctrina procesal actual como 
el ordenamiento jurídico peruano, reconocen a la figura de flagrancia delictiva, dos 
características que van a servir obligatoriamente para el supuesto de su configuración, estas 
son: (i) la inmediatez temporal y (ii) la inmediatez personal. 
Para ello, Espinoza (2016), indica que a la actualidad, la figura jurídica de la flagrancia 
delictiva cuenta con alcance constitucional, pues claramente su aplicación puede generar 
afectaciones a derechos fundamentales, por lo que debe estar bajo observación siempre las 
características que implican su configuración, en el caso de inmediatez temporal, se debe 
observar al individuo realizando el ilícito penal o, en defecto, haberlo perseguido y hallado 
inmediatamente luego de haber cometido el ilícito penal (p. 4).   
Clases de flagrancia delictiva 
Una vez aclarada las características necesarias para la configuración de la flagrancia 
delictiva, debemos señalar que el ordenamiento jurídico peruano determina para dicha 
figura jurídica según los incisos 1, 2 3 y 4 del artículo 259 del Código Procesal penal 2004, 
tres clases de flagrancia delictiva que se reconocen en la doctrina procesal, de esa manera 
tenemos a la flagrancia en sentido estricto, la cuasi flagrancia y la flagrancia presunta o 












Figura 5. Clasificación de la Flagrancia Delictiva 
 
Fuente: Elaboración propia. 
Para ello, Espinoza indica que se debe conceptualizar de forma adecuada la flagrancia 
delictiva, así como en sus tres clases: (i) flagrancia en sentido estricto, que es conocida 
como la flagrancia en sí, concebida cuando el individuo que se encuentra en la comisión de 
un hecho delictivo es descubierto, (ii) la cuasi flagrancia, que no es más que lo similar a lo 
primero, en donde el individuo que perpetró el ilícito penal es hallado inmediatamente 
luego de haber ejecutado dichos actos, para ello, debe haberse realizado la persecución 
desde el lugar en donde cometió el ilícito penal por quien lo observó realizándolo (p. 4). 
Claramente se puede evidenciar, que el ordenamiento jurídico peruano ha recurrido a la 
doctrina a fin de implementar la figura jurídica de la flagrancia delictiva en los dispositivos 
legales peruanos, la cual es imprescindible, sin embargo, se precisa que también se 
reconoce legalmente la clase de flagrancia presunta, lo que a nuestro criterio, crearía 
dificultades al momento de su aplicación durante el proceso inmediato, pues recordemos 











En palabras de Espinoza, con el propósito de que se garantice correctamente la aplicación 
de la flagrancia delictiva, resulta necesario el análisis de la flagrancia presunta, en las 
cuales se refiere el inciso 3 y 4 del artículo 259° del CPP, lo que acoge la doctrina procesal 
como flagrancia virtual y flagrancia diferida. 
i) La flagrancia virtual, dicho supuesto se configura cuando el individuo que ha cometido 
el ilícito penal ha huido pero ha sido identificado plenamente por el agraviado, un tercero 
que haya presenciado el hecho u algún dispositivo audiovisual o equipo tecnológico, con el 
cual se haya registrado su imagen y es descubierto dentro de las 24 horas y,  
ii) La flagrancia diferida, dicho supuesto se configura cuando el individuo que ha cometido 
el ilícito penal es hallado dentro de las 24 horas luego de la comisión del ilícito penal con 
herramientas o instrumentos que hubiesen sido utilizados para la comisión del acto 
delictivo, así como también en su vestimenta que prueben su probable implicación de 
participación en el ilícito penal (p. 11-13).  
Como se puede evidenciar, la flagrancia delictiva se encuentra dividida en tres clases, de 
las cuales, se considera en el presente trabajo que la clase de presunción de flagrancia 
implementada por el legislador, contribuiría a la creación de un problema jurídico, toda vez 
que se escapa del concepto tradicional de lo que implica la flagrancia en sí, lo que se tendrá 
en cuenta durante el desarrollo del presenta trabajo de investigación. 
La flagrancia en la legislación peruana 
Una vez aclaradas las características necesarias para la configuración de la flagrancia 
delictiva y las clases de flagrancia que se encuentran acogidas por nuestro ordenamiento 
jurídico peruano, se hace necesario analizar la regulación que se le ha proporcionado por 
parte de nuestro legislador. 
Para ello, recurrimos al Código Procesal Penal 2004 (con sus respectivas modificaciones), 
el mismo que regula la figura jurídica de la flagrancia delictiva en su artículo 635°, incisos 






Figura 6. Detención Policial por flagrancia 
 
Fuente: Código Penal Peruano. 
Aproximación al delito de Robo Agravado 
Concepto. - 
Para una mayor en la comprensión del delito de robo agravado, es necesario indicar, que el 
delito tipo base es el delito de robo, y la agravante es una circunstancia específica en la que 
se puede suscitar el delito y su agravante y que por ende aumenta la pena a imponerse, por 
ejemplo; se realiza el robo de una mochila que contiene una laptop, un celular y otros 
objetos de una persona en plena vía pública, esta situación encajaría perfectamente dentro 
de la definición del delito de robo, no obstante, si para dicho robo se hubiese utilizado un 
arma de fuego, que agravase la situación de riesgo de daño a la persona, hablaríamos 
entonces de un delito de robo agravado, puesto que dicho supuesto de robo a mano armada 
se encuentra tipificada como supuesto de agravante en el Código Penal. 
Por lo antes mencionado, se precisa que el concepto de robo y robo agravado, devienen a 
ser los mismos, puesto que el término agravado o agravante, sólo se limita a indicar una 
CÓDIGO PENAL 
Decreto Legislativo Nro. 635 
(Modificado) 
Artículo 259°. - Detención Policial. - La PNP detiene, sin mandato judicial, a 
quien sorprenda en flagrante delito. Existe flagrancia cuando: 
 
1. El agente es descubierto en la realización del hecho punible. 
2. El agente acaba de cometer el hecho punible y es descubierto. 
3. El agente ha huido y ha sido identificado durante o inmediatamente 
después de la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por 
otra persona que haya presenciado el hecho, o por medio audiovisual, 
dispositivos o equipos cuya tecnología se haya registrado su imagen, y es 
encontrado dentro de las 24 horas de producido el hecho punible. 
4. El agente es encontrado dentro de las 24 horas después de la 
perpetración del delito con efectos o instrumentos procedentes de aquel o 
que hubieren sido empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o 






circunstancia específica en que se ha cometido el delito de robo y que el legislador la ha 
predeterminado para una circunstancia que lo agrava.      
Por su parte, Chanamé (2009, p. 526) asevera que el delito de robo y hurto, cuentan con 
una coincidencia tanto en sus elementos típicos básicos, y ello porque el bien jurídico 
protegido, es en sustancia el mismo, en otras palabras; el bien jurídico protegido es el 
patrimonio. Aunado a ello, cabe resaltar que la diferencia entre ellos (delito de hurto y 
robo) deviene, en que para la configuración del delito de robo se demanda la presencia de 
violencia contra la persona o de la amenaza de un peligro inminente para su vida o 
integridad física (p.526). 
Por lo que, también nos indica también que con respecto a lo que se entiende por violencia, 
esta es el uso de la fuerza física contra el sujeto para doblegar su voluntad y obtener de él 
un beneficio que no hubiese otorgado de otra forma. La violencia no se identifica con la 
agresión; la violencia es la manifestación abierta, manifiesta, desnuda, casi siempre física, 
de la agresión (Chanamé, 2009, p.602). 
Con respecto a lo antes mencionado, podemos intuir que el autor hace referencia que la 
violencia no siempre es una agresión física, aunque sí en mayor cantidad, dejando prever 
que la violencia también es psicológica, y es ahí entonces en donde podría ser más tedioso 
tener una acertada prueba de la violencia, con lo cual correspondería una serie de análisis y 
pruebas médicas que lo corroboren. 
Asimismo, mediante el Decreto Legislativo Nro. 635, Código Penal8, nos indica 
claramente lo que se debe entender por el delito robo; es pues, aquel sujeto que se apodera 
ilegítimamente de un bien mueble total o parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, 
sustrayéndolo del lugar en el que se encuentra, con el empleo de la violencia contra la 
persona o amenazándola con un peligro inminente para su vida o integridad física. 
Por su parte, Urquizo (2010) precisa que, en el delito de robo, se transgreden bienes de tan 
heterogénea naturaleza como la libertad, la integridad física, la vida, el patrimonio, entre 
otro bien jurídico, lo que hace de este injusto un delito complejo; siendo un conglomerado 
de elementos típicos, en el que sus componentes aparecen tan indisolublemente vinculados 
 
8 Decreto Legislativo N° 535 – modificado por el artículo 1° de la Ley N°27472, publicada el 5 de 
junio del 2001. 
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entre sí, formando un todo homogéneo indestructible, cuya separación parcial daría lugar a 
la destrucción del tipo (p. 629). 
Asimismo, Garrido citado por Lacayo (2014), nos indica que el robo es un delito contra la 
propiedad, en el cual, se supone el apoderamiento ilegal del bien o en su defecto, la 
destrucción de la propiedad que se ostenta sobre el bien, en donde en la mayoría de los 
casos, se presupone la deshumanización de la víctima (p. 83). 
De la misma manera, también manifiesta el Dr. Johan Jadrosich Ocampo (2013), Fiscal 
Provincial Penal de la Cuarta Fiscalía Penal de Santa Anita, que el delito de robo agravado, 
es una agravante del ilícito penal del robo, que es la sustracción de un bien, mediante el 
cual, para su configuración el agente delictivo utiliza la violencia y amenaza con el 
propósito de facilitar la sustracción, aunado a ello, explica que no solamente el agente 
delictivo vulnera el bien jurídico que es el patrimonio, sino que al producirse la amenaza, 
también vulnera la libertad y al utilizar violencia, podría vulnerar la integridad física de la 
víctima.   
Por su parte, Yañez (2009), nos hace mención sobre el delito de robo, el mismo que queda 
encuadrado como aquella sustracción por parte de un individuo, que signifique retirar un 
bien ajeno de la esfera de protección del titular de dicho bien e ingresarla a la esfera suya, 
con el propósito de generar lucro con ella (p. 93). 
En palabras de Nureña (2015), define al robo agravado como aquella conducta por la cual, 
el individuo ejerciendo la violencia o amenaza sobre su víctima, se apropia de un bien 
mueble total o parcialmente ajeno de manera ilegítima, con el objeto de sacar ventaja 
económica, concurriendo en una de las circunstancias establecidas en nuestro Código Penal 
(p. 32). 
De la misma forma, Chanamé (2009), define a la figura jurídica del robo agravado, 
indicando que, cuando en el apoderamiento ilegítimo del bien o bienes ajenos, concurren 
circunstancias graves que deben ser calificados de una manera separada para una 
evaluación de la penalidad por la peligrosidad del hecho (p. 526).  
Según la Ejecutora Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, que se pronunció sobre el 
caso llevado bajo expediente Nro. 821-99 en La Libertad, se estableció como 
jurisprudencia vinculante, que en el delito de robo, se trasgreden bienes jurídicos de 
heterogénea naturaleza, dentro de las cuales podemos encontrar el bien jurídico protegido 
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de la libertad, integridad física, el patrimonio y la vida, lo que hace al delito de robo un 
delito complejo, en donde aparecen como ya se han mencionado bienes que están 
entrelazados e indisolubles que se vinculan entre sí formando un todo homogéneo. 
Por último, cabe resaltar que la Ejecutora Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, La 
Libertad, bajo expediente Nro. 821-99, estableció como jurisprudencia vinculante que en el 
delito de robo agravado se trasgreden bienes jurídicos de heterogénea naturaleza, tales 
como el de la libertad, la integridad física y el patrimonio, lo que hace del delito de robo un 
delito complejo. 
El delito de robo agravado en la legislación peruana. - 
Bien, la norma explícitamente nos señala una serie de supuestos en los cuales se va a 
aplicar el robo agravado, sin embargo, se considera que, por no decir siempre, se van a 
cumplir en la mayoría de los casos estos supuestos legales, puestos que si estudiándolos 
bien, son hechos y actuaciones que se realizan comúnmente en este tipo de delito penal. 
Asimismo, asevera Nureña (2015) a pesar de que el delito de robo se encuentra 
actualmente regulado por la legislación peruana, en donde el rango de la pena para su 
aplicación es notoriamente elevado a comparación de otros países, se viene viendo en la 
práctica que cada vez hay más procesos judiciales por dicho delito, por lo que, se precisa 
que, la sobre penalización del delito de robo no ha sido la solución para erradicar dicho 
ilícito penal en la sociedad peruana. 
Asimismo indica que, en otros países como en España, su Código Penal otorga una sanción 
entre 2 a 5 años de pena para los delitos de robo, lo mismo también se puede evidenciar, en 
México, en donde la pena a imponer por el delito de robo agravado es de 2 a 10 años, 
concluyendo de esta manera, que la política criminal que se encuentra utilizando el Estado 
peruano, a fin de combatir la delincuencia es errada, toda vez, que debe trabajar en 
políticas preventivas, llegando a todos los colegios, institutos, universidades, familia, a fin 
de concientizar de una forma continua a la población (p. 32).  
Por lo que, hasta la fecha, el Estado peruano, como ya se ha dicho reiteradamente a través 
del presente trabajo de investigación, se encuentra aplicando políticas criminales 
populistas, toda vez que trata de combatir la delincuencia incrementando las penas al 
clamor social, no sin antes, realizar un análisis exhaustivo a través de especialistas y 
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expertos en el tema de la delincuencia, a fin de elaborar o buscar mejores maneras de 
imponer las medidas a fin de erradicar de forma efectiva dicha enfermedad social. 
En este orden de ideas, que en Perú existe una tendencia creciente de los procesos 
judiciales por el delito de robo agravado: 
Tabla 1. Modificatorias del artículo 189° del Código Penal Peruano - robo agravado. 
Artículo Norma Legal Fecha 
189° Ley 26319 01 de junio de 1994 
189° Ley 26630 21 de junio de 1996 
189° Decreto legislativo 986 24 de mayo de 1998 
189° Ley 27472 05 de junio de 2001 
189° Ley 28982 03 de marzo de 2007 
189° Ley 29407 18 de septiembre de 2009 
Fuente: elaboración propia. 














Figura 6. Delito de Robo y Agravantes 
Fuente: Código Penal Peruano 
 
CÓDIGO PENAL 
Decreto Legislativo Nro. 635 
Artículo 188°. - Robo. El que se 
apodera ilegítimamente de un bien 
mueble total o parcialmente ajeno, 
para aprovecharse de él, 
sustrayéndolo del lugar en que se 
encuentra, empleando violencia contra 
la persona o amenazándola con un 
peligro inminente para su vida o 
integridad física será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor 
de tres ni mayor de ocho años. 
Artículo 189°. - Robo La pena será no 
menor de 12 ni mayor de 20 años si el 
robo es cometido: 
 
 
1. En inmueble habitado. 
2. Durante la noche o en lugar 
desolado. 
3. A mano armada 
4. Con el concurso de dos o más 
personas. 
5. En cualquier medio de 
locomoción de transporte público 
o privado de pasajeros o de carga, 
terminales terrestres alojamiento, 
áreas naturales protegidas, 
fuentes de agua minero-
medicinales con fines turísticos, 
bienes inmuebles integrantes del 
patrimonio cultural de la Nación y 
museos., ferroviarios, lacustres y 
fluviales, puertos, aeropuertos, 
restaurantes y afines, 
establecimientos de hospedaje y 
lugares de 
6. Fingiendo ser autoridad o 
servidor público o trabajador del 
sector privado o mostrando 
mandamiento falso de autoridad.  
7. En agravio de menores de edad, 
personas con discapacidad, 
mujeres en estado de gravidez o 
adulto mayor.  
8. Sobre vehículo automotor, sus 
autopartes o accesorios. 
La pena será de cadena perpetua 
cuando el agente actúe en calidad de 
integrante de una organización 
criminal, o si, como consecuencia del 
hecho, se produce la muerte de la 
víctima o se le causa lesiones graves a 
su integridad física o mental. 
La pena será no menor de veinte ni 
mayor de treinta años si el robo es 
cometido:  
1. Cuando se cause lesiones a la 
integridad física o mental de la 
víctima.  
2. Con abuso de la incapacidad física 
o mental de la víctima o mediante el 
empleo de drogas, insumos químicos 
o fármacos contra la víctima.  
3. Colocando a la víctima o a su 
familia en grave situación económica.  
4. Sobre bienes de valor científico o 
que integren el patrimonio cultural 
de la Nación. 
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Delito de robo agravado en la sociedad peruana - 2017 
En esta etapa del trabajo de investigación, cabe cuestionarnos el por qué la elección del 
delito de robo, para el estudio de los procesos inmediatos en los casos de flagrancia 
delictiva, y es que, con toda razón, los delitos contra el patrimonio son uno de los hechos 
ilícitos más realizados por la delincuencia a nivel nacional, siendo así un problema real que 
aqueja a toda la sociedad peruana actualmente.   
Tal y como se señala en el Anuario Estadístico del Ministerio Público - 2017, en donde nos 
muestra a nivel nacional como una de las principales causas de hechos delictivos el delito 
contra el patrimonio, tal y como se muestra en el gráfico a continuación (pág. 69). 
Figura 6. Delitos Genéricos 
 
Se puede evidenciar del gráfico anterior, que los delitos cometidos contra el patrimonio se 
encuentran en un segundo lugar, según las estadísticas que maneja el Ministerio Público, 
esto en relación a las denuncias presentadas por personas que fueron víctimas de estos 
tipos de delitos a nivel nacional, evidenciando que los delitos contra el patrimonio cuentan 
con el 30.26% de los delitos a nivel nacional durante el año 2017, cifra a considerar, pues 




Caso Miguel Antonio Cortez Ortega por el delito de robo con agravante en agravio de 
Gloria Rosa Matos Valera – Corte Suprema de la Justicia de la República – Primera 
Sala Penal Transitoria – Casación Nro. 692-2016. 
Realizando un breve resumen del caso, en el día 29/01/2016 la agraviada manifestó que en 
horas de la madrugada, luego de salir de su centro de labores, acudió a un paradero ubicado 
en la Av. Universitaria en el Distrito Los Olivos, en donde 02 sujetos no identificados la 
abordaron de forma violenta y sorpresiva, de los cuales, uno colocó y rastrilló un arma de 
fuego en su cabeza, mientras el otro sujeto rebuscó sus pertenencias, logrando quitarle la 
cartera que llevaba, la misma que contenía objetos como su celular, llaves, entre otros. 
Ante inminente peligro, la agraviada manifiesta no haber puesto resistencia, momento en el 
cual se acercó un carro en su ayuda, empero, uno de los delincuentes lo increpó 
mostrándole el arma de fuego que llevaba consigo, acto seguido, llegó un tercer sujeto en 
un vehículo, el cual estaba conducido supuestamente por Cortez Ortega (uno de los 
imputados), quien facilitó que los 02 delincuentes puedan ingresar a dicho vehículo y 
juntos pudieran darse a la fuga, pese a esto, la agraviada logró apuntar la placa del vehículo 
C2M-353. 
Transcurrida algunas horas del hecho delictivo, la agraviada se dirigió a cenar con sus 
padres, circunstancias en las cuales reconoció el vehículo utilizado en el robo que se le 
perpetró, por lo que dio conocimiento a la dependencia de la Policía Nacional del Perú, 
quienes realizaron la detención del presunto imputado, así como las actuaciones necesarias, 
una de las cuales consistió en el “primer registro vehicular”, el cual dio negativo para 
objetos pertenecientes a la agraviada, sin embargo, luego de algunas horas después de la 
aprehensión del presunto imputado,  se realizó un “segundo registro vehicular” en donde se 
encontró al interior de dicho vehículo una cartera con objetos personales, que 
inmediatamente la agraviada reconoció manifestando que eran de su propiedad.  
Por lo que, habiéndose aprehendido al presunto delincuente dentro de las 24 horas que 
establece la norma adjetiva y con evidencias claras de lo sustraído en el robo que se 
perpetró a la agraviada, supuestos que configuran para la aplicación de flagrancia delictiva, 
se procesó al presunto imputado bajo el proceso inmediato por flagrancia, teniendo en 
consideración que se le encontró en su poder objetos evidentes de propiedad de la 
agraviada, teniendo como resultado una sentencia que lo condena a 12 años de pena 
privativa de la libertad y al pago de una reparación civil de S/. 1,500.00 soles, por la 
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comisión del delito de robo agravado en agravio de la señora Gloria Rosas Mato Valera, la 
misma que fue materia de apelación y de la misma forma, confirmada en sus extremos por 
sentencia de vista en segunda instancia.    
Por lo que, el imputado interpone recurso de casación por inobservancia de la garantía del 
debido proceso e infracción de precepto procesal en contra la sentencia de vista, la misma 
que confirma la sentencia de primera instancia, en la cual se le condenó como autor del 
delito de robo con agravantes en agravio de Gloria Rosa Matos imponiéndosele la cantidad 
de 12 años de pena privativa de libertad y S/.1, 500.00 soles por concepto de reparación 
civil. 
Asimismo, se resalta que el proceso no debió ser tramitado vía inmediata, sino por la vía 
ordinaria, ya que, al incoar el proceso inmediato se afectó el artículo 139, numeral 3 de la 
Ley Fundamental: el proceso no fue debido, con todas las garantías intrínsecas en él, lo que 
su inobservancia como consecuencia generó indefensión material por lo que es de 
ampararse el recurso de casación por la causal de vulneración de precepto constitucional: 
artículo 429, inciso 1 del Código Procesal Penal. 
Por lo cual, la Primera Sala Transitoria de la Corte Suprema del Perú, conformada por los 
señores magistrados San Martín Castro, Prado Saldarriaga, Salas Arenas, Barrios Alvarado 
y Príncipe Trujillo, declararon FUNDADO el recurso de casación a favor del causante 
Miguel Antonio Cortez Ortega, por inobservancia del quebrantamiento de precepto 
procesal y constitucional, contra la sentencia de vista que confirma la sentencia en primera 
instancia que lo condenó por el delito de robo agravado así como al pago de una reparación 
civil, quedando en consecuencia NULA la sentencia de vista e insubsistente la sentencia de 
primera instancia, declarando sin efecto todo lo que se ha actuado hasta el auto de 
incoación del proceso inmediato y ORDENARON se siga la causa previo proceso común.      
De la misma forma, en el considerando sexto de la presente casación, el magistrado Salas 
Arena hace hincapié sobre algunas aseveraciones del proceso inmediato, manifestando que 
en el caso en concreto, la prisa que se le ha dado por juzgar a dado como consecuencia que 
se creen diversas afectaciones, las mismas que por su esencia deslegalizan el buen emanar 
de la justicia, por lo que, considera que el delito de robo agravado no correspondería al 
trámite del proceso inmediato, pues, se debe de tener en cuenta que éste proceso especial 
debe utilizarse sólo para encausamientos sencillos y de fácil tramitación, que permitan el 
manejo eficiente de los trámites del proceso inmediato, no siendo así el delito de robo 
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agravado, en el cual se ha establecido una pena de 12 a 20 años como mínimo. (2016, p. 
12).         
Caso Maximiliano Benites Rodríguez por el delito de violación sexual en agravio en 
agravio de M. B. A. A. – Corte Suprema de la Justicia de la República – Primera Sala 
Penal Transitoria – Casación Nro. 842-2016. 
Que, a aproximadamente las 11:00 horas del día 19 de enero de 2016, en circunstancias 
que la menor de edad de iniciales M. B. A. A., de 07 años de edad, se encontraba en su 
domicilio, el mismo que se encuentra situado con dirección en Caserío Mallares, Calle 
Sáenz Peña de Sullana, llegó a dicha vivienda el señor Benites Rodríguez con el propósito 
de realizar las conexiones de la energía eléctrica.  
Por lo que, el encausado al percatarse que la menor de edad se encontraba sola, le pidió 
que fuese a verificar la luz, momento en el cual, la tomó de los brazos y le dio un beso en 
la boca, después de soltarla le pidió que prendiera nuevamente la luz, volviéndole a 
tomarla de los brazos, tocarle el torso y meter su mano dentro del short con el que vestía la 
menor, introduciendo un dedo dentro de su vagina, el mismo que le produjo lesiones.  
Con fecha 20 de enero de 2016, siendo que la menor de edad se trasladaba con su madre 
Mercedes Albuquerque Roa de Albán en un vehículo policial, dirigiéndose a la Segunda 
Fiscalía Provincial de Sullana, la madre de la menor observó al encausado desplazándose 
con una motocicleta lineal por la Panamericana Norte, por lo que lo sindicó y los efectivos 
policiales detuvieron a Benites Rodríguez. 
Asimismo, la defensa del encausante en su Recurso de Casación, introdujo como motivos 
la inobservancia de precepto constitucional y quebrantamiento de la garantía de 
motivación, alegando que dicho caso se tramitó vía proceso inmediato por supuesto de 
flagrancia, el cual no correspondía serlo, afectando así en gran parte a la defensa de 
Benites Rodríguez, alegando que la figura de flagrancia delictiva no opera cuando si bien 
la detención ocurrió con posterioridad a los hechos y antes de las 24 horas, es un tercero el 
que sindica los hechos al presunto autor, manifestando que se interpretó de forma muy 
extensiva el apartado 3 del artículo 259° del Código Procesal Penal. 
Autor del delito de violación sexual de menor de edad en agravio de M. B. A. A. a cadena 
perpetua y tratamiento terapéutico, así como al pago de S/. 5,000.00 nuevos soles por 
concepto de reparación civil. 
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PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
Problema general 
¿De qué manera la flagrancia en los delitos de robo agravado genera implicancias al debido 
proceso en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
Problema específico 1 
¿De qué forma los plazos regulados en el proceso por flagrancia generan implicancias en 
los implicados en los delitos de robo agravado?  
Problema específico 2 
¿Cómo esta regulación de los plazos por flagrancia en delitos de robo agravado genera 
implicancias al principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
1.4 JUSTIFICACIÓN 
En el presente trabajo nace la imperante necesidad de buscar una solución a la 
vulnerabilidad que tienen las partes dentro del proceso y que afecta notoriamente al 
desenvolvimiento del debido proceso, y que afectados por dos grandes problemas, los 
cuales se inician porque; i) los plazos no son  razonables  en el proceso inmediato en caso 
de flagrancia en general, y en específico en los casos de robo agravados, los cuales 
necesitan ser analizados minuciosamente por el hecho de las mismas agravantes que posee, 
y ii) el derecho a la igualdad de armas, que debe estar garantizado por el debido proceso, y 
que a nuestra consideración se encuentra vulnerado. Creemos que son motivos suficientes, 
y que posteriormente pasaremos a argumentarlos y fundamentarlos para su claro y preciso 
entendimiento. 
Es así que el Debido proceso, por así entenderlo, son los parámetros y conjunto de reglas 
que se deben seguir en un proceso (nuestro caso; un proceso penal inmediato en casos de 
flagrancia), para que de tal forma no se corra el riesgo que ciertos Derechos sean 
desconocidos y mucho menos; lesionados, y es así que, sustentándose en nada más y nada 
menos que en la cúspide de nuestra pirámide en cuando hablamos de Normas legales; es 
decir; nuestra Constitución Política. Sin embargo, pese a existir la tutela al Debido proceso, 
considero que éste se está viendo vulnerado en los procesos penales, en referencia a los 
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procesos penales inmediatos y en especial en casos de flagrancia por dos razones que paso 
a explicar de una forma breve y amena; 
LA RAZONABILIDAD EN LOS PLAZOS;  
Considero que, en el Proceso inmediato en casos de flagrancia, se está vulnerando al 
Debido proceso en relación con los plazos sugeridos y dados por la ley, no permiten hacer 
tanto como los trámites necesarios y correspondientes en la actuación judicial, como las 
actuaciones necesarias por ambas partes procesales, lo cual, no contribuiría al buen 
desarrollo del proceso y ni a dictar un acto resolutorio del todo justo. 
PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS; 
Como consecuencia de la reducción de los plazos en el Proceso Inmediato en casos de 
flagrancia, se está vulnerando el principio de igualdad de armas de ambas partes 
(entiéndase Ministerio público y a la defensa del procesado) ya que estos deben tener la 
oportunidad para poder producir los medios de prueba de cargo y descargo, así como el de 
preparar su argumento, alegaciones y su estrategia, para la confrontación, contradicción o 
en todo caso, tratar de atenuar o disminuir los cargos que se le imputan al procesado. Como 
bien nos dice Jimmy Alexander Benites Tangoa (2010), en su tesis mediante la cual indica 
que la garantía ligada a la contradicción en tanto que implica asegurar el equilibrio, 
desechando la arbitrariedad y parcialidad, implica que los contrarios en el proceso se 
encuentren en las mismas condiciones y con las mismas posibilidades de argumentación, 
ataque y defensa. Es tarea del juzgador dirigir el proceso con respeto a la garantía de la 
igualdad en tanto que su favorecimiento a una de las partes significaría su parcialización y 
por tanto la desnaturalización del proceso penal de corte acusatorio (2010, p. 12). 
JUSTIFICACIÓN PRÁCTICA 
En cuanto a la justificación práctica, se indica que en el presente trabajo de investigación 
tiene como propósito determinar que existe implicancias negativas a la figura del debido 
proceso, así como en relación a los plazos razonables y que afecta a la vez, el principio de 
igualdad de armas dentro del proceso inmediato de flagrancia, por el delito de robo 
agravado, toda vez que la figura de flagrancia ha tenido una evolución en nuestro sistema, 
así como el proceso inmediato, el cual  estipula plazos en los cuales no existe ninguna 
razonabilidad, ya que no permite a las partes desenvolverse eficazmente durante el 
proceso, repercutiendo a la vez en el principio de igualdad de armas. 
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Siendo así, que nuestra tesis posee un enorme alcance, tanto a nivel práctico, como 
doctrinario y legislativo, con el propósito de otorgarle el valor necesario al debido proceso 
en el proceso inmediato, así como también de establecer la eficacia de los plazos en este 
tipo de procesos y si corresponde llevar delitos complejos como lo es el de robo agravado 
dentro de él, evitando así afectaciones graves. 
JUSTIFICACIÓN TEÓRICA 
En cuanto a lo referido a la justificación teórica, nuestro trabajo de investigación referido a 
las implicancias del debido proceso en relación al proceso inmediato por flagrancia en los 
delitos de robo, busca el análisis del debido proceso en la adecuada aplicación en el 
proceso especial (inmediato) en delitos complejos como el de robo agravado, y en ese 
mismo contexto verificar si se está ocasionando algún tipo de vulneración a este derecho 
con respecto a los plazos establecidos y al principio de igualdad con respecto a las 
actuaciones de las partes fuera y dentro del proceso. 
Por lo ya antes mencionado, se tomó para el análisis de estas instituciones y figuras 
jurídicas, clases, supuestos, sus naturalezas, doctrina, expedientes, entre otros. 
JUSTIFICACIÓN METODOLÓGICA 
Se considera que el tema planteado es relevante a nivel metodológico, debido a que se 
utilizará a su vez el método científico, lo cual, el presente tema será contrastado con 
expertos en la materia, así como entrevistas a especialistas y/o funcionarios públicos y con 
datos estadísticos, los cuales coadyuvarán a fin de lograr los objetivos finales de nuestra 
investigación.  
RELEVANCIA  
El presente estudio busca dar mayor estudio y relevancia al derecho del debido proceso, en 
el campo del proceso inmediato en casos de flagrancia y con relación a un delito complejo 
como es el de robo agravado, para así tratar de analizar y de dar una posible, respetando así 
esta institución jurídica, que se encuentra amparada jerárquicamente en nuestra 
Constitución, y de esa forma brindar un adecuado desarrollo de los procesos penales 
(procesos inmediatos) en los casos de flagrancia. 
RELEVANCIA JURÍDICA. - 
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Se considera que el tema planteado es relevante para el Derecho, ya que, el debido proceso 
busca la efectividad y materialización de la Tutela Jurisdiccional Efectiva, en otras 
palabras; tiene el propósito de poder satisfacer los intereses de los justiciables, es por ello 
que de nada serviría acudir a una institución (en nuestro caso el Poder Judicial) para exigir 
o solicitar justicia cuando ésta no garantice verdaderamente la Tutela jurisdiccional 
Efectiva. Siendo así pues que, cualquier tipo de proceso (Proceso Inmediato) debe respetar 
los parámetros para que se realice adecuadamente, y se esté garantizando este derecho, 
respetando así de tal manera la jerarquía de normas. 
RELEVANCIA SOCIAL. - 
Se considera que el tema planteado es relevante a nivel social,  debido a que afecta e 
influye de forma directa e indirecta a nuestra sociedad; en primer término, porque a toda 
persona le corresponde garantizar  y defender sus derechos cuando acuda a un órgano 
jurisdiccional o éste solicite su presencia, y en segundo término, por las consecuencias que 
produciría estos procesos “especiales” (proceso inmediato) con respecto a su solución en 
cuestión incluso de tan sólo minutos, produciendo una falsa expectativa de la realidad a 
nuestros conciudadanos, y también problemas como la sobrepoblación carcelaria, motivos 
creo más que suficientes para impulsar nuestro tema. 
RELEVANCIA NORMATIVA. - 
Se considera que el tema planteado es relevante a nivel normativo, debido a que se utilizará 
a su vez las normas para su interpretación, fundamentación y argumentación en el 
respectivo trabajo. Las normas a utilizar son variadas, sin embargo, nombraremos a las que 
se va a utilizar constantemente como; i) Decreto Legislativo N° 1194, ii) Nuevo Código 
Procesal Penal (artículos modificados por la norma antes citada y otros), iii) Constitución 
Política del Perú, iv) Código Penal (artículos 188° y 189° respectivamente), entre otros que 
se estarán mencionando y citando para su debida interpretación y entendimiento. 
CONTRIBUCIÓN 
Nuestra presente labor de proyecto de tesis tiene como propósito la contribución acerca de 
temas para resolución de problemas prácticos asimismo de tipo Jurídico, Cultural y Social. 
Es pues así que detallamos i) Contribución jurídica; siendo así su notoriedad en la realidad 
práctica y existente, recientemente estudiada por su actual modificatoria e inconvenientes 
suscitados por los alcances que está dando, y la velocidad con los que se están llevando los 
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procesos penales con este sistema y tipo de proceso especial, además de las críticas que 
viene recibiendo por parte de juristas, el aporte que se busca con  el presente trabajo es el 
desarrollo y buen funcionamiento del debido proceso en el proceso inmediato en casos de 
flagrancia, respetando así el orden jerárquico normativo  y el buen funcionamiento de la 
tutela jurisdiccional efectiva con relación en los delitos de robo agravado. 
1.5 SUPUESTOS U OBJETIVOS DE TRABAJO 
Objetivo General 
Establecer cuáles son las implicancias que genera el proceso inmediato por flagrancia al 
debido proceso, en relación a los delitos de robo agravado en el Distrito Judicial Lima 
Centro 2017. 
Objetivo específico I 
Determinar que los plazos regulados por proceso inmediato en casos de flagrancia generan 
afectaciones al debido proceso que corresponde a todo implicado por el delito de robo 
agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 2017. 
Objetivo específico II 
Determinar que los plazos fijados en el proceso inmediato en casos de flagrancia en los 
delitos de robo agravado generan afectación al principio de igualdad de armas en el 
Distrito Judicial Lima Centro 2017. 
SUPUESTOS JURÍDICOS  
En palabras de Arazamendi (2010) las hipótesis nacen, se crean en el contexto de los 
mismos problemas, hechos y fenómenos, lo cual al mismo tiempo estos pueden darse por 
motivos político-socio-económicos, como también culturales siempre y cuando tengan una 
trascendencia jurídica (p. 150). 
Supuesto General 
El Derecho al debido proceso se debe encontrar amparado dentro de cualquier proceso del 
proceso inmediato, y que no por ser un proceso especial debe aminorarse este derecho 
correspondiente a toda persona y basado en la tutela jurisdiccional efectiva, máxime si se 
trata en un delito como lo es el de robo y sus agravantes, los cuales en muchas ocasiones 
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son considerablemente complejos de resolver, evitando la creación de afectaciones, 
implicancias en la medida que la reducción de los plazos que crean consecuencias como el 
desequilibrio de igualdad que tienen las partes dentro del proceso, la producción de medios 
probatorios, preparación de defensa, falta de actuaciones judiciales como pericias y 
peritajes, pertinentes trámites judiciales y/o administrativos, problemas como la 
sobrepoblación carcelaria, el incremento de presupuesto,  violación al principio de 
igualdad y además que no se soluciona la seguridad ciudadana. 
Supuesto específico I 
En el proceso inmediato en casos de flagrancia en relación al delito de robo, consideramos 
que es necesarios que se exijan plazos razonables, plazos que le permitan realizar a la parte 
acusatoria las diligencias y actuaciones pertinentes, a la defensa la creación de una 
adecuada teoría del caso y producción de pruebas, y al órgano jurisdiccional el tiempo 
necesario para los trámites administrativos correspondientes e instrumentos para la 
elaboración de un adecuado fallo. 
Supuesto específico II 
En el proceso inmediato en casos de flagrancia en relación al delito de robo, consideramos 
que se afecta el principio a la igualdad de armas, en tanto que la estipulación y reducción 
de los plazos procesales crea un cierto grado de desequilibrio, sabiendo que si bien es 
cierto, todo está en contra de la parte imputada, pues ésta necesita crear una defensa 
adecuada y debida, recurriendo a su producción de medios de pruebas, creación de su 
teoría del caso y argumentaciones pertinentes que le permitan en lo mínimo contrarrestar a 



































Desde antaño, se ha tratado de dar una respuesta pertinente sobre la justificación del 
castigo, esto en relación a hechos que se suscitaban comúnmente en la sociedad, para lo 
cual, surgía una interrogante ¿Por qué puede ser justo provocar de forma voluntaria a 
alguien un mal, a cuya persona que ha provocado él mismo un mal?, ¿corresponde a ello 
fomentar dicho castigo? 
Siguiendo este orden de ideas, surgieron dos posturas frente a lo que debería realizar el 
Estado para la toma de acciones, la primera, hacia una respuesta retributiva apuntando a 
que, si se justificase la toma del castigo por parte del Estado, indicando que existe un valor 
intrínseco en el castigo. 
Por otra parte, la segunda postura denominada consecuencialista señala se fundamenta en 
que todo castigo es un daño, por lo que es malo, y por ende, el Estado debe de adoptar las 
medidas necesarias para contrarrestarlo 
Por lo que desde la perspectiva de la filosofía del Derecho se conceptualiza al derecho 
penal como una práctica determinantemente retributiva, lo que abre eludiblemente más 
puertas a la responsabilidad de un individuo, lo que implica la idea del castigo, el mismo 
que es legítimo si se aplica en juicios correctos (Ferrante, 2015, p. 2087-2093). 
Es de aquella forma, que el derecho al debido proceso como derecho fundamental, desde 
tiempos inmemorables se buscaba proteger durante un juicio justo, lo mismo, que tiene que 
ser reflejado a la actualidad, ya que si bien, el Estado toma medidas en contra de la 
delincuencia contando con ello con la modificación de herramientas procesales, se debe 
salvaguardar que sean desarrolladas dentro de un juicio justo, que le permita a las partes 
ejercer debidamente sus actuaciones como a su defensa. 
De la misma manera se advierte, que gran parte de las reglas que se constituyen en el 
derecho penal, consisten en las pautas de la criminalización, las mismas que clasifican y 
atañen penas de acuerdo al comportamiento contrario a derecho de los individuos, por lo 
que se debe de tener en cuenta que clases de razones deben guiar la labor legislativa, esto 
en relación a la filosofía política y los límites del uso de la coerción estatal, pues en cuanto 
a la mala práctica por parte de los individuos al incurrir en un hecho delictivo, el poder 
estatal correspondiente, no debe ejercer sobre él una mala práctica, caso contrario, estaría 




En palabras de Taruffo, citado por Di Donato y Scamardella (2015), indica sobre la 
influencia que se debe tener en cuenta sobre la verdad fáctica durante el desarrollo de un 
proceso, esto en relación a la valoración de la investigación realizada, indicando que en 
cuyo caso que si no existe aceptación de alguna variante de la concepción según la cual la 
verdad es un asunto acerca de la correspondencia con los hechos, nuestros sistemas 
probatorios actuales pierden significado (p. 2145). 
Por lo que, en algún proceso penal, en este caso, el proceso inmediato, no debe quedar 
alguna duda para poder incoarlo, por más mínima que sea, de lo contrario, las diligencias y 
evidencias no han sido suficientes para esclarecer los supuestos hechos delictivos. 
Asimismo, Guastione (2015), indica con respecto a la diferencia entre regla y principio que 
rige en el ordenamiento jurídico, el cual a modo de diferencia menciona que las reglas es 
un enunciado que condiciona y correlaciona alguna consecuencia jurídica con una serie de 
hechos, por ejemplo: Si realizas A entonces B. 
Por el contrario, con respecto a un principio, este debe englobar como supuestos de 
configuración dos enunciados; que tenga un carácter fundamental, es decir, que tenga un 
fundamento válido y que se encuentre afectado de alguna manera, por una forma 
indeterminada. 
Por lo que, el principio cuenta como una de las características, la de la posición de las 
normas, dentro del ordenamiento jurídico. En ese sentido, los principios son normas que, 
revisten una especial importancia y que a su vez no exigen un trasfondo político o 
axiológico, debido a que son calificados como normas evidentemente con carácter de 
justas o correctas (p. 2027-2024). 
Lo antes mencionado, evidencia sobre el respeto a la posición del principio del debido 
proceso, antes, durante y después del desarrollo de un proceso, en este caso, el proceso 
































Evolución en la legislación peruana 
El proceso penal se ha visto desde antaño inmerso en la sociedad peruana, remontándonos 
al año de 1863, se puede evidenciar con el Código de Enjuiciamiento penal (1863) el 
mismo que se caracterizaba por la fuerza inquisitiva que promulgaba, tomando el Juez un 
rol predominante durante los procesos penales que se desarrollaron durante ese periodo, 
una función secundaria y accesoria por parte del fiscal, la escasez por parte de los derechos 
del imputado, así como la prevalencia de la escrituralidad en dichos procesos. 
Por lo que, la sociedad peruana en búsqueda de una variación de la justicia penal, 
conformó una comisión modificadora, a fin de enmendar algunos errores del antiguo 
modelo procesal, elaborando así el Código de Procedimiento en materia Criminal, el cual 
entró en vigencia en el año 1920, en el cual se le otorgó mayor participación al 
representante del Ministerio Público (pero no la suficiente), así como también se incluyó 
aspectos importantes para una mejor valorización de la pena, reducción el número de 
personas sin condenas en centros penitenciarios, implantar un juicio rápido, sin embargo, 
también se incluyó en dichos cambios el criterio de conciencia del Juez y la instancia única 
del proceso penal, con la idea de salvaguardar el procedimiento realizado y la aplicación de 
la pena impuesta y por último, apostó por un proceso de instrucción escrita que sólo 
contaba con preparación de proceso oral, teniendo una influencia francesa. 
Pese a estas variaciones, se necesitó un cambio radical al avance conservador que sostenía 
la línea del Código de Procedimiento en materia Criminal 1920, apostando hacia la 
celeridad procesal, por lo que se dio una nueva reforma procesal penal, nombrándose una 
nueva Comisión Revisora, la misma que optó por los siguientes cambios más resaltantes; 
eliminación de los procedimientos seguidos en casos de delitos de flagrancia, 
implementación de la acción civil derivadas de delitos, entre otras, siguiendo nuevamente 
la línea inquisitiva en los procesos penales, habiendo también predominancia de la 
escrituralidad, surgiendo así el Código de Procedimientos Penales de 1940 (San Martín, 
2004, p. 28-30).     
A mediados del año 1991, se promulgó el Código Procesal Penal, que nunca entró en 
vigencia totalmente pues quedó frustrado por condiciones sociales, diseños políticos 
criminales y/o políticas públicas, pese a que el mismo que se caracterizó por tomar un 
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modelo procesal Acusatorio-Garantista, otorgando un nuevo rol al Juez y Fiscal, así como 
también delimitaciones, de la misma manera dicho modelo cogió más énfasis en los 
Derechos Humanos, tomando en cuenta que para dichos años ya se encontraba vigente la 
Constitución Política de 1979, fue desde entonces un proyecto de reforma procesal penal 
nuevo, puesto que trajo consigo un modelo mixto en función al reparto de funciones, 
trasladando la investigación a competencia del fiscal, sin embargo, de ésta reforma sólo se 
aplicaron 22 artículos, incidiendo que no basta sólo la promulgación del código para que 
éste pueda efectivizarse, sino cuestiones antes señaladas, por lo que no fue suficiente para 
lograr una verdadera eficacia frente a la criminalidad en la sociedad peruana (Oré y Ramos, 
2005, p. 1-2).  
Visto que una de las principales preocupaciones que se ha encontrado siempre presente 
durante décadas es sobre el mejoramiento de la justicia en la sociedad peruana, puesto que 
algunos de los factores como el retraso en los procesos penales aumenta el incremento de 
personas presas en establecimientos penitenciarios sin sus respectivas condenas, lo que a 
su vez produce un incremento de corrupción por favorecimiento, así como la disminución 
de garantías a las partes procesales, lo que incapacita un adecuado ejercicio de la justicia 
en la sociedad peruana. 
Por lo que, consecuentemente la sociedad peruana con el transcurrir de los años a raíz de 
una justicia tarda, inútil y deficiente, además de una imagen negativa para las instituciones 
operadoras de justicia, es lo que surge la proposición de un nuevo cambio en el sistema 
procesal, que vaya más allá de sólo algunas modificaciones en dichos dispositivos legales 
que regulan las normas adjetivas, teniendo en consideración los derechos que imparte la 
Constitución Política del año 1993. De manera que se presenta el Nuevo Código Procesal 
Penal (NCPP) publicado el 29 de julio del año 2004 en el Diario Oficial El Peruano 
mediante Decreto Legislativo Nro. 957, de manera análoga, se emite el Decreto Legislativo 
Nro. 958, el cual reglamenta sobre la aplicación e implementación del NCPP, en tanto para 
su manejo, organización, acoplamiento, revisión y control, empezando su implementación 
en el Distrito Judicial de Huaura el 01 de julio del mismo año (Vélez, s.f., p. 1-2). 
Siendo así el Decreto Legislativo Nro. 957 (Nuevo Código Procesal Penal 2004) publicado 
el 29 de julio de 2004, reguló en el Artículo Nro. 446 del Libro Quinto en lo referido a 
Procesos Especiales al Proceso Inmediato, mediante numeral uno, se indica que el 
representante del Ministerio Público “podrá” solicitar la incoación del proceso inmediato 
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cuando concurran algunos de los siguientes supuestos: i) Se haya descubierto y 
aprehendido a una persona en flagrante delito, ii) Se haya confesado el ilícito penal por 
parte de la persona imputada o iii) Sean evidentes aquellos elementos de certeza que se 
hayan acumulado durante las diligencias preliminares. Asimismo, en el numeral dos, se 
señala que en el caso que haya una pluralidad de personas imputadas, el proceso inmediato 
sólo será aplicable si todas ellas se encuentran en circunstancias de lo indicado en el 
numeral anterior. 
Después de lo cual, con fecha 30 de agosto de 2015 se publica mediante el Diario Oficial 
El Peruano el Decreto legislativo Nro. 1194, mediante el cual se modifica el artículo 446° 
del Código Procesal Penal 2004 y Regula El Proceso Inmediato en casos de flagrancia, 
modificando las siguientes premisas que veremos a continuación: i) Que al indicar que el 
representante del Ministerio Público “debe” incoar el Proceso Inmediato bajo 
responsabilidad, se coacciona al fiscal a solicitarlo y que de hacer caso omiso, se 
procedería a tomar las medidas sancionadoras administrativas, penales y de otras índole 
que correspondan,  por responsabilidad funcional. i) Se haya descubierto y aprehendido a 
una persona en flagrante delito en cualquier supuesto del artículo 259°, ii) Se haya 
confesado el ilícito penal por parte de la persona imputada o iii) Sean evidentes aquellos 
elementos de certeza que se hayan acumulado durante las diligencias preliminares y previo 
al interrogatorio. De la misma forma, dicho dispositivo legal, regula los plazos con los que 
cuenta el proceso inmediato en caso de flagrancia, teniendo en consideración que según la 
Ley Nro. 30558 publicada en el Diario Oficial El Peruano el día 9 de mayo de 2017, 
actualmente la figura de flagrancia delictiva alcanza hasta las 48 horas para la detención 
del presunto imputado.  
 Pese a esto, debemos cuestionarnos verdaderamente si existe una estrategia de política 
criminal en nuestra sociedad peruana, asimismo, se las instituciones impartidoras de 
justicia se encuentran plenamente involucradas con la implementación del Código Procesal 
Penal 2004. 
Si se analiza cuidadosamente las reformas planteadas hasta el Nuevo Código Procesal 
Penal 2004, se puede evidenciar 02 claros aspectos, uno de ellos es que la justicia se sigue 
encaminando hacia la lentitud y la poca responsabilidad por parte de las autoridades, y por 
otra parte, como es notorio, el endurecimiento de las penas a los ilícitos penales, 
avanzando con mucha rapidez este último. 
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Por lo que, se evidencia que dichos aspectos antes mencionados, obedecen sobre todo a 
una información brindada por los medios informativos (prensa), así como de ciertas 
personas políticas que ven en este tipo de problemas un oportunismo por temas políticos  
que esperanzan a la población haciéndoles creer que endureciendo las penas se podrá 
fortalecer de alguna u otra manera la lucha contra la delincuencia, por lo que buscan una 
salida fácil, promoviendo éstos términos de represión, atacando así los síntomas y no las 
causas del problema criminal, creando política populista, en lugar de medidas y respuestas 
efectivas frente a la problemática (Oré, 2005, p. 3). 
Actualmente en nuestro Ordenamiento Jurídico peruano, contamos en vigencia con la 
aplicación del Código de Procedimientos Penales, Código Procesal penal de 1991 y el 
Nuevo Código Procesal Penal 2004, sin embargo, éste último dado mediante Decreto 
Legislativo Nro. 957 el cual cuenta con ciertas modificaciones, es el que se encuentra en 
vigencia en su totalidad en la sociedad peruana, con respecto a la implementación 
progresiva que ha tenido a la actualidad y derogatoria con respecto a los otros dos antes 
mencionados.} 
En palabras del Dr. Víctor Bazalar (2018), indica con relación al proceso inmediato, que 
dicho proceso es aquel que tiene como fin, el de volver al ideal del modelo acusatorio, en 
otras palabras; aliviar el despacho fiscal, esto es que, en caso exista evidencia suficiente del 
hecho delictivo, el representante del Ministerio Público está en la obligación de dirigirlo 
hacia juicio o en su defecto, darle respuesta mediante una salida alternativa, y que al Poder 
Judicial, que los magistrados dicten sentencias no en años, sino en horas y de aquella 
forma, se alivie el despacho judicial también, eliminando uso de papel y meros trámites 
formalistas. A su vez, el autor también manifiesta que efectivamente el principio de 
celeridad procesal durante un proceso judicial es de suma importancia, sobre todo en 
materia procesal penal, no obstante, también lo es el principio de la dignidad humana, y 
que por lo que, si la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho fundamental en el 
desarrollo de procesos penales, también lo es el derecho del imputado a su defensa, por lo 
cual, el uno y el otro derecho, tienen la obligación de coexistir como fragmentos de un 
rompecabezas (p. 25-26).       




Figura 7. Tipos de procesos penales 
Fuente: Código Procesal Penal 2004. 
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Derecho al Debido Proceso 
Entiéndase que la figura del debido proceso es una institución jurídica que no ha sido de 
fácil desarrollo, y de concebirla al nivel en que la encontramos a la actualidad plasmada en 
nuestro Ordenamiento Jurídico peruano como tal, sino que, ésta ha sido obtenida a través 
de arduas luchas que se han desarrollado durante largos años por el respeto irrestricto a los 
derechos fundamentales que se atañe a toda persona, y  que como bien lo explica los 
doctores Max Beraun y Manuel Mantari (2016), quienes manifiestan que los antecedentes 
de la garantía del debido proceso se remontan a las épocas de la Carta Magna del año de 
1215, en donde el rey Juan Sin Tierra era el gobernante y, quien cedió a los nobles ingleses 
entre muchas otras garantías la del due process of law, la misma que se encuentra 
consignada en la cláusula 48 de ese documento, que a su voz dispone que ningún hombre 
libre podrá ser apresado, puesto en prisión, ni desposeído de sus bienes, costumbres y 
libertades, sino en virtud del juicio de sus partes, según la ley del país, desde allí fue donde 
se marcó, por así decirlo, el inicio de lo que vendría a ser una de las figuras fundamentales 
en el campo del derecho procesal, la misma que otorgará la garantía que éste necesita (p.1). 
Siguiendo este orden de ideas, Beraun y Mantari (2016) también manifiestan que desde 
antaño se ha estado dando poco a poco una inspiración a lo que actualmente tenemos más 
desarrollado conceptualmente, lo cual no es nada menos que el respecto al derecho del 
debido proceso y que el cual, no sólo se debería encontrarse fundamentado, ni basado, ni 
limitado al interior del desarrollo de un proceso o procedimiento, sino también antes de 
iniciado éste, ya que, con referencia a la Carta Magna del año de 1215, ningún hombre 
podría ser puesto en prisión (…) sino en virtud del juicio de sus partes, por lo cual, este 
derecho sugiere englobar a la situación en la que se encuentra cualquier persona antes de 
estar dentro de un proceso propiamente dicho o entenderse, hasta después de él. 
Pese a ello, con el transcurso de los años esto fue cambiando, y la figura del debido 
proceso pasó a formar parte de la Carta Magna de los E.E.U.U. a través de las enmiendas 
V y XIV, durante los años 1791 y 1866 respectivamente, en donde se hace extensiva que ni 
una sola persona podía ser privada tanto de su derecho a la libertad, como a la de su vida o 
alguna propiedad de ella, sin un previo proceso legal, de igual forma el derecho a su 
protección con respecto de las leyes (p. 2).   
Antiguamente, se consideraba que el debido proceso se componía de: (i) el debido proceso 
sustantivo; el cual tenía como propósito el perseguir y proteger a los individuos de los 
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variados dispositivos legales que se ceñían de ser contrarios a sus derechos fundamentales 
y, el (ii) debido proceso adjetivo, el cual básicamente estaba referido a las garantías dentro 
de proceso y en relación a que se debían asegurar los derechos fundamentales de las partes 
propiamente dichas.  
Sin embargo, si bien en un comienzo todo lo antes expuesto, no estaba pronunciado para 
todas las personas, sino sólo para las personas quienes gozaban de privilegios, no se puede 
dejar de mencionar que para individuos que se encontraban en posiciones autoritarias y de 
poder, como el de la nobleza y/o jerarquías similares.  
Por otro lado, Sergio García (2012) ahonda un poco más en el tema de la parte sustancial y 
adjetiva del derecho al debido proceso, infiriendo que el derecho al debido proceso 
constituye un medio idóneo para ejercer el control de la razonabilidad de las leyes, esto en 
lo referente a la tutela de los derechos esenciales que conciernen a cada persona frente al 
arbitrio del poder público, tanto en el entorno ejecutivo como legislativo, y no solo en lo 
instrumental o procesal.  
Por ende, el debido proceso integra una vía para la revisión del sentido de una norma de 
carácter legal, y que ésta se conforme a las circunstancias de los nuevos tiempos. 
Revela el autor citado, que a su vez el debido proceso adjetivo, generalmente es 
caracterizado por la invocación de las piezas que lo integran y que cuyos méritos derivan 
de la conformidad entre el enjuiciamiento y la ley, pero también entre ambos y la justicia. 
Por lo que, se conduce a establecer un tipo de proceso que tribute a la justicia, es decir un 
“juicio justo”. Bajo el concepto del debido proceso se reúnen y consolidan pues, diversos 
derechos del justiciable, como se advertirá en el curso de este examen acerca de la 
jurisprudencia   de la Corte Interamericana (p. 16). 
Así también existiendo entre otros muchos antecedentes para el debido proceso, 
instrumentos legales la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano del 26 de 
agosto de 1789, entre otros.  
Es así que el derecho al debido proceso fue incorporándose poco a poco en Latinoamérica, 
entendiéndose a la actualidad con respecto a la parte sustantiva del debido proceso; la cual 
está referida a que las sentencias sean eficaces en sí mismas, es decir; que sean lo 
suficientemente razonables y, que con respecto a la parte adjetiva; está relacionada 
irrefutablemente con formalismos dentro del proceso; reflejados tanto como en los 
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procedimientos, así como en los trámites, para que se puede así llegar a una sentencia 
judicial que esté garantizada. 
Flagrancia Delictiva  
Evolución de la flagrancia delictiva en la legislación peruana. - 
Con el transcurrir de los años, el ordenamiento jurídico peruano, en busca de soluciones 
para la problemática de la delincuencia desde antaño, se ha visto en la necesidad de adoptar 
de legislaciones internacionales instituciones jurídicas que coadyuven al desarrollo de crear 
una política pública en materia criminal y con ello, erradicar, o en su defecto, disminuir su 
incremento potencial en la sociedad peruana. 
Solo era cuestión de tiempo, para que la legislación peruana incluya a la figura jurídica de 
la flagrancia delictiva en sus dispositivos legales, pues, es esta institución jurídica la que 
describe con su esencia y conceptualización lo que se entiende en vagas palabras, como 
aquella situación por la que se aprehende a un individuo que está cometiendo o acaba de 
cometer un hecho delictivo.  
De la misma manera, cabe recordar que la figura jurídica de la flagrancia delictiva toma 
sustento en el Ordenamiento Jurídico peruano en el citado literal f) del inciso 24, del 
artículo Nro. 2° de la nuestra Carga Magna9, en donde a toda voz se indica que “nadie 
puede ser detenido sino por mandato escrito y motivado de juez o por las autoridades 
policiales en caso de flagrante delito”.  
Es así que el ordenamiento jurídico peruano, ha blindado con una norma de carácter 
constitucional una institución jurídica, muy a pesar de que la flagrancia delictiva fue 
formulada específicamente por la Ley 2793410, la misma que regulaba detalladamente las 
actuaciones que debería realizar los agentes policiales, de la misma manera, el 
representante del Ministerio Público durante la investigación preliminar.  
Como se ha referido líneas arriba, la Ley 27934 en su artículo 4°, realiza una alusión sobre 
lo que debe entenderse como flagrancia delictiva, la misma que asevera que la flagrancia 
delictiva es aquella circunstancia en donde una persona queda descubierta en la realización 
de un acto punible actual, siendo así que éste es perseguido e inmediatamente detenido o 
 
9 Constitución Política del Perú (1993). 
10 Ley que regula la Intervención de la Policía y el Ministerio Público en la Investigación Preliminar del Delito 
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en su defecto, cuando el individuo luego de haber realizado dicho ilícito penal es 
sorprendido con elementos que revelen que dicho agente acaba de realizarlo. 
Años más tardes, nuestro Ordenamiento Jurídico, con la entrada del Decreto Legislativo 
Nro. 957, modifica la figura jurídica de la flagrancia delictiva, indicando lo siguiente:     
Figura 8. Modificación a la flagrancia delictiva mediante Decreto Legislativo Nro. 957 
 
Fuente: Decreto Legislativo Nro. 957. 
Como es de deducir, la institución de flagrancia delictiva es una institución muy delicada, 
puesto que al ser una premisa en un dispositivo legal para la procedencia de una actuación 
por parte de las autoridades policiales en materia penal, se debe contar con mucho tino, lo 
cual, se puede ver evidenciado en la modificación antes vista, en lo concerniente a su 
inciso 2, se puede apreciar la figura de flagrancia delictiva en su stricto sensu, es decir; la 
flagrancia en todo su esplendor, la misma que siempre la hemos encontrado ligada a la 
cuasi flagrancia, que no es más que el autor ha sido perseguido en la realización de un 
ilícito penal, asimismo, se denota la preocupación del legislador en el inciso 3, cuando 
señala que en delitos que no superen los dos años pueden ordenarse alguna medida menos 
 
Decreto Legislativo  
Nro. 957 
(Artículo Nro. 259°) 
1. La Policía detendrá, 
sin mandato judicial, a 
quien sorprenda en 
flagrante delito.  
 
2. Existe flagrancia 
cuando la realización 
del hecho punible es 
actual y, en esa 
circunstancia, el autor 
es descubierto, o 
cuando es perseguido y 
capturado 
inmediatamente de 
haber realizado el acto 
punible o cuando es 
sorprendido con 
objetos o huellas que 
revelen que acaba de 
ejecutarlo. 
3. Si se tratare de una 
falta o de un delito 
sancionado con una 
pena no mayor de dos 
años de privación de 
libertad, luego de los 
interrogatorios de 
identificación y demás 
actos de investigación 
urgentes, podrá 
ordenarse una medida 





restrictiva o su libertad, puesto, que son delitos que normalmente no afectan gravemente la 
seguridad de la sociedad, pues en su mayoría son faltas.   
Sin lugar a duda, éstas primeras modificaciones dadas a la figura jurídica de la flagrancia 
delictiva fueron mínimas, pues, esto por lo que el mismo concepto de flagrancia engloba, 
motivo por el cual, el legislador denotó mucho cuidado con su tratamiento, teniendo en 
cuenta que dicha institución jurídica es susceptible de generar y causar efectos jurídicos 
negativos sobre indistintos individuos. 
Como vemos, esta institución jurídica tiene un fin previsional y de seguridad a la sociedad, 
fin que se considera pertinente para combatir la delincuencia y que los motivos quedan 
fuera del alcance de este trabajo, debido a que no cuestionamos directamente esta figura 
jurídica, por lo cual, serán motivos de análisis generales. 
Es muy conveniente que existiendo un Estado Social de Derecho, el legislador pertinente 
observe que la  única forma de contrarrestar derechos fundamentales a una persona, sea a 
través de una resolución motivada expresa, que sea procedente de una autoridad que 
imparte justicia, sin embargo, como ya lo hemos mencionado anteriormente; que siendo 
necesario el ajuste del Derecho acorde a nuestra realidad, se ha supuesto la figura de 
flagrancia delictiva a fin de poder en parte solucionar problemas que enfrenta la sociedad. 
Pese a lo antes mencionado, el legislador tuvo en consideración modificar nuevamente la 
institución de la flagrancia delictiva mediante el dispositivo legal: Decreto Legislativo Nro. 
983, el mismo que entra en vigencia para modificar la fórmula penal del artículo 259° 







Figura 9. Modificación a la figura de flagrancia delictiva mediante Decreto Legislativo Nro. 957 
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Fuente: Decreto Legislativo Nro. 983 
El Ordenamiento Jurídico peruano en el año 2007, mediante Decreto Legislativo Nro. 983 
se vuelve a modificar la institución de la flagrancia delictiva bajo el artículo estipulado 
para detención policial, a través del cual, da un cambio radical a lo que en ese entonces se 
entendía como flagrancia delictiva, introduciendo lo que se conoce doctrinariamente como 
la flagrancia presunta, como si la cuasi flagrancia no bastara, en otras palabras, la 
flagrancia en sentido estricto que regía hasta entonces pasó a un segundo plano, motivado 
por el fuerte incremento criminal que afrontaba la sociedad peruana.   
Se puede evidenciar claramente que el inciso a) y b) del artículo 259° del dispositivo legal 
indicado en el párrafo anterior, guarda relación a lo que veníamos indicando anteriormente, 
 
Decreto Legislativo  
Nro. 983 
(Artículo Nro. 259°) 
1. La Policía detendrá, sin mandato 
judicial, a quien sorprenda en 
flagrante delito. Existe flagrancia 
cuando el sujeto agente es 
descubierto en la realización del 
hecho punible, o acaba de 
cometerlo, o cuando: 
2. Si se tratare de una falta o de un 
delito sancionado con una pena no 
mayor de dos años de privación de 
libertad, luego de los 
interrogatorios de identificación y 
demás actos de investigación 
urgentes, podrá ordenarse una 
medida menos restrictiva o su 
libertad. 
a) Ha huido y ha sido 
identificado inmediatamente 
después de la perpetración del 
hecho punible, sea por el 
agraviado, o por otra persona 
que haya presenciado el hecho, 
o por medio audiovisual o 
análogo que haya registrado 
imágenes de éste y, es 
encontrado dentro de las 24 
horas de producido el hecho 
punible. 
b) Es encontrado dentro de 
las 24 horas, después de la 
perpetración del delito con 
efectos o instrumentos 
procedentes de aquél o que 
hubieren sido empleados 
para cometerlo o con señales 
en sí mismo o en su vestido 
que indiquen su probable 
autoría o participación en el 




sobre lo que doctrinariamente se conoce como la flagrancia presunta, que no es nada más, 
que la distorsión del concepto netamente flagrancia, a la cual, el legislador ha dado 
otorgado un plazo de 24 horas a fin de que hasta dicho momento se pueda aprehender a 
una persona legalmente, lo que puede generar aspectos y consecuencias devastadoras.     
Figura 10. Modificación a la figura de flagrancia delictiva mediante Decreto Legislativo Nro. 1194 
 
Fuente: Decreto legislativo Nro. 1194. 
En palabras de Araya, se pronuncia con respecto al procedimiento de la figura jurídica de 
la flagrancia delictiva, indicando que el procedimiento para los delitos de flagrancia 
emerge como un mecanismo para lograr una justicia conforme a un servicio público de 
calidad (justicia pronta y cumplida), donde se potencian las garantías de las partes de ser 
oídas y de acceso a la justicia, sin detrimento de las garantías legales y procesales (2016, p. 
33). 
Es así que la figura jurídica de la flagrancia delictiva ha incorporándose a nuestro 
Ordenamiento Jurídico peruano, modificándose cada cierto tiempo y tomando poco a poco 
supuestos no propios per se, sino que de acorde a nuestra realidad va a evolucionando. 
Delito de Robo Agravado 
Evolución 
Pues bien, entonces se debe recordar que el término “robar”, proviene de la etimología 
latín “raubare”, no quiere decir nada más que saquear, esto en referencia a que se realiza 
con violencia, o también con una determinada fuerza a objetos de otras personas. Es así 
que el delito de robo está considerado como un delito, eminentemente contra el patrimonio 
de una persona, referido a los bienes de ella. Recordemos que para que exista un delito, 
 
FLAGRANCIA DELICTIVA 
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FLAGRANCIA EN 
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este debe ser cometido con el animus11 de lucrar con dicho objeto de robo, y que al 
realizarlo, éste manifieste violencia para conseguir perpetrar el acto, consiguiendo así 
apoderarse ilegítimamente sin consentimiento del titular o persona quien pueda otorgarlo 
de acuerdo a Ley. 
Antiguamente, durante el derecho germánico, se consideraba al hurto como aquella 
sustracción clandestina de un bien ajeno, por lo que, la clandestinidad es lo que lo 
diferencio del robo, asimismo, el valor del bien sustraído permite distinguir la gravedad de 
la acción y la pena a aplicar con respecto al hurto. 
Sin embargo, en el robo, la sustracción era abierta y manifiesta, por lo que, era considerado 
un delito menor y autónomo acotado a bienes determinados, en el cual no se regulaba la 
pena de acuerdo al valor del bien, sino que se le asignaba una pena única inferior a la del 
hurto.  
Siendo así un elemento conclusivo del hurto, la ocultación propia del hecho, a fin de que 
no sea manifiesto, lo que antiguamente lo hacía más grave, ya que, obraba la traición, lo 
que traía a su vez una mayor penalidad.  
Sin embargo, la evolución posterior de estas figuras, primero al derecho común y luego al 
español, trajo como consecuencia una mezcla de fuentes, en la cual fácilmente 
reconocemos que la actual valoración (mayor gravedad del robo) y la nomenclatura son 
eminentemente romanas, mientras que el asumir a ambas figuras como dos delitos 
absolutamente distintos, así como en el caso del hurto la regulación de la pena por el valor 
de la cosa sustraída es una influencia germánica y, el ánimo de lucro como elemento surgió 
adicionalmente en el derecho penal alemán a fines del siglo XVIII.  
Con la suma de estas influencias, pasadas por el tamiz de la legislación española, se llega 
al concepto contenido en nuestro Código Penal, el cual es un concepto negativo del hurto, 
al diferenciarlo del robo (en sus diversas modalidades) por la ausencia de elementos 
específicos que implican el desplazamiento de la figura. Así, el artículo 432 señala que 
comete hurto quien sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucrarse se apropia de cosa 
mueble ajena sin usar violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas (en la 
forma que determina el legislador, podríamos desde ya agregar). En los demás casos, de 
 
11 ANIMUS. Voz latina que significa Ánimo. Es la especial intención con la que se actúa. Esta figura se presenta 
tanto en el Derecho Civil como en el Derecho Penal (Chanamé, 2009, p. 58). 
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presentarse las exigencias correspondientes se cometerá robo. Se trata de dos delitos 
independientes, que protegen un mismo bien jurídico. Por último, tradicionalmente, en la 
distinción o clasificación que se hace de los delitos contra la propiedad, los delitos de robo 
y hurto son encasillados como aquellos de apropiación por medios materiales, suponiendo 
una actividad física del agente o sujeto activo que se ejercerá sobre la cosa sustraída, sobre 
sus resguardos, o sobre la persona de su titular o de quien puede evitar la acción del agente 













































Proceso Inmediato: Aquel proceso penal, el cual reúne ciertas características que 
presuponen su aplicación, el cual se caracteriza principalmente por la reducción de los 
plazos y la eliminación de etapas procesales a fin de brindar celeridad procesal. 
Debido Proceso: Es aquel principio general que rige en el derecho, el cual garantiza a las 
personas que el Estado se encuentra respetando los derechos conferidos por dispositivos 
legales que se le otorgan.  
Plazo Razonable: Es el derecho con el que cuenta toda persona, a que se realice un 
proceso en el cual se respeten los plazos adecuados, garantizando un juicio justo y que, 
forma parte del derecho al Debido Proceso. 
Igualdad Procesal: Principio procesal que rige la igualdad entre las partes intervinientes 
en un proceso, con la finalidad de respetar el ejercicio de sus respectivos derechos. 
Derecho a la Defensa: Aquel derecho fundamental con el que cuenta una persona, ya sea 
natural o jurídica, a fin de efectuar su respectiva defensa de los cargos que se atribuyen en 
su contra. 
Flagrancia Delictiva: Aquella institución jurídica mediante la cual se hace referencia de 
aquel hecho delito que se encuentra perpetrándose, se acaba de realizarse, que guarda 
relación con la inmediatez personal y temporal. 
Robo Agravado: Aquella conducta tipificada como delito considerada contra el 
patrimonio, que consiste en el apoderamiento ilegítimo de un bien mueble a través de la 




































 1. METODOLOGÍA 
En el siguiente contexto, desarrollaremos aspectos metodológicos, los cuales contribuyeron 
para encaminar el trabajo, y así llegar a disipar cualquier duda. Asimismo, en palabras de 
Sierra Bravo, el método de investigación sirve como un mecanismo para alcanzar el 
propósito del trabajo de investigación, posee unas características explícitas, perceptibles y 
ordenadas, para que de esta manera la investigación tenga un fin consistente, es así que el 
método es la vía lógica para llegar a la obtención de conocimientos (1993, p. 9).  
2.1. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
Atendiendo a estas consideraciones, el enfoque utilizado para el presente trabajo de 
investigación, es el enfoque Cualitativo, debido a que está orientado a su comprensión y a 
la naturaleza del estudio y como esta se suscitó, realizando la interpretación de fenómenos 
vinculados con las personas implicadas. 
Análogamente, según lo difiere Baptista, Fernández y Hernández en su trabajo 
denominado Libro de la Metodología de la Investigación, indica que el enfoque 
Cualitativo se concentra en la comprensión de los fenómenos, realizando para ello su 
exploración desde la expectativa de los participantes en un ambiente natural y en 
concordancia según el contexto (2014, p. 358). 
Es por ello que, De La Cuesta (2015) precisa de forma puntual, cuando con mucha razón 
indica que investigar cualitativamente, no corresponde al patrón de seguir a ciegas 
prescripciones metodológicas ni aplicar recetas; implica la toma de decisiones, algunas 
informadas, otras intuitivas y otras sugeridas, es pues, en este proceso donde el estudio 
toma una forma particular, única y específica que reflejará el ser de quien investiga. Añade 
también, que la incertidumbre acompaña todo el proceso y esta es, precisamente, una 
condición para que prospere el trabajo cualitativo de investigación (p. 11). 
Como se indicó líneas arriba, una de los fines del enfoque cualitativo, es que, en síntesis 
este realiza una indagación especialmente de la difusión o dispersión de los datos de la 
información obtenida, es por lo cual, que el método de investigación utilizado para el 
presente trabajo de investigación se sustenta en dicho enfoque. 
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Si bien es cierto, la gran mayoría de autores consideran que la investigación cualitativa es 
demasiada dócil en su aplicación, debido a que muestra conocimientos diferidos, 
conocimientos que no se encuentran fundamentados en ni una prueba en concreto, sólo se 
basan en experiencias y percepciones de los participantes, pese a ello, consideramos que 
nos parece apropiado este tipo de investigación en el trabajo de investigación que 
planteamos, puesto que así podemos estudiar el conocimiento empírico desde diferentes 
puntos de vista de expertos y especialistas implicados en el tema, teniendo así más 
posibilidades de soluciones y recomendaciones, tal cual lo manifiesta Moral (2015), en lo 
seguido con la investigación cualitativa, la misma que tiene historias y narrativas, y se 
desarrolla en base a interpretaciones, además de invitar a la audiencia a experimentar estas 
interpretaciones, en un proceso incondicional, radical y excitante (p. 173). 
Diseño    
El diseño del presente trabajo de investigación que le corresponde adoptar, es el Diseño de 
la Investigación Cualitativa de la TEORÍA FUNDAMENTADA, el cual básicamente 
hace referencia a la recopilación de información a través de cuerpos normativos, 
dispositivos legales, así como a fuentes virtuales y teóricas, artículos de revistas, 
posiciones de autores y la contribución de especialistas y expertos en el tema de 
investigación del presente trabajo, todo ello, con el propósito de descubrir una teoría. 
Como cualquier otro método cualitativo, la Teoría Fundamentada ofrece una manera de 
representar la realidad que arroje luz o un entendimiento sobre lo estudiado. Los 
investigadores la utilizan con el objetivo de crear categorías teóricas a partir de los datos y 
analizar las relaciones relevantes que hay entre ellas (De La Cuesta, 2006, p. 137). 
El investigador que trabaja con el Diseño de la Investigación Cualitativa de la TEORÍA 
FUNDAMENTADA es flexible, en tanto es capaz de direccionar la investigación de 
acuerdo con las emergencias del campo, además de la flexibilidad metodológica, el 
investigador recibe constructivamente las críticas por parte de los participantes, así como 
del disfrute generado por el intercambio de ideas tanto sustantivas como teóricas, más 
permanece distanciado de estas últimas, aun cuando sean atractivas; excepto si están 
basadas en algún tipo de relación con los datos. 
En este orden de ideas, se hace más factible el poder contrarrestar la información del 
presente trabajo de investigación, pues el contar con este tipo de diseño, el cual tiene como 
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característica principal el de crear una abundante teorización sobre el tema de 
investigación, esto con respecto a la información que vamos a requerir de varios medios 
como fuentes teóricas, cuerpos normativos y otros.   
Como bien lo explica San Martín, con el Diseño de la Investigación Cualitativa de la 
Teoría Fundamentada, se va a poder conocer mejor el proyecto de investigación, debido a 
que va a tener una apreciación sistemática desde diferentes y distintos puntos de vista de 
expertos y los cuerpos normativos, artículos y posiciones de autores relevantes para el 
desarrollo de nuestro tema de investigación.  
Tipo de investigación 
Prosiguiendo con el tema metodológico, Carrasco se pronuncia sobre el tipo de 
investigación básica, indicando que la misma no se encuentra destinada al trato de 
aplicación inmediata al fenómeno en concreto, sino más bien, que esta es efectuada con el 
propósito de generar actuales conocimientos que sirvan para extender y ahondar en las 
teorías sociales (2009, p. 49). 
En este orden de ideas, queda definido que EL TIPO DE ESTUDIO ELEGIDO, EN 
RELACIÓN A LA FINALIDAD QUE PERSIGUE LA PRESENTE INVESTIGACIÓN, 
ES BÁSICA, debido a que se analizará un fenómeno ya existente, tratando de responder a 
ciertas interrogantes planteadas sobre las implicancias que genera el proceso inmediato por 
flagrancia en el delito de robo agravado al debido proceso, en la cual, con la contribución 
de personas expertas y especialistas en el tema, se ha dado acierto a las hipótesis 
planteadas y se ha podido contribuir con posibles soluciones del Desarrollo del Proyecto de 
Investigación.  
2.2. MÉTODO DE MUESTREO 
Cabe precisar que la muestra, en la presente investigación está conformada por 03 
Magistrados de la Corte Superior de Justica de Lima, 05 del Ministerio Público del Distrito 
Judicial de Lima y 06 Abogados litigantes especialistas en Derecho Penal y Procesal Penal 
del Distrito Judicial de Lima Centro. 
2.2.1. Escenario de Estudio 
El escenario de estudio para el presente trabajo de investigación, se ha desarrollado 
conforme al espacio físico donde se aplica la técnica de la entrevista, por lo que, es 
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necesario precisar que las entrevistas implican a una persona calificada y también el lugar 
en donde se va a desarrollar la entrevista.  
Al respecto, se precisa que el escenario de la entrevista que se ha desarrollado, para el caso 
de Magistrados de la siguiente manera: 
Tabla 2. Escenario de entrevista a Magistrados de la Corte Superior de Justicia - Poder 
Judicial. 
Juez Escenario de Entrevista 
Josefa Vicenta Izaga Pellegrín 
7mo Juzgado Penal Unipersonal de Lima – Av. 
Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
Jorge Alberto Egoavil Abad 
4ta Sala Especializada en lo Penal para Procesos 
con Reos en Cárcel – Corte Superior de Justicia 
de Lima – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo 
Barreto. 
Verónica San Martín 
5to Juzgado Penal de Lima – Av. Abancay S/N - 
Edificio Anselmo Barreto. 
 
Para el caso de asistentes fiscales y especialistas, las entrevistas se llevaron a cabo en sus 
respectivos despachos fiscales, situadas en: 
Tabla 3. Escenario de entrevista a asistentes en función fiscal y especialistas del 
Ministerio Público - Lima. 
Asistente en función Fiscal Escenario  de Entrevista 
Cecilia Rojas Poma – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
Maritza G. Huamán Marín – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
Erika Lorenzo Vega – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
Especialistas Escenario  de Entrevista 
Marco Antonio Quispe Castro – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
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Edgar Tipa Díaz  – Av. Abancay S/N - Edificio Anselmo Barreto. 
 
Para el caso de abogados litigantes especialistas en derecho penal y procesal penal, las 
entrevistas se llevaron a cabo en sus respectivas oficinas, situadas en: 
Tabla 4. Escenario de entrevista a abogados litigantes especialistas en derecho penal y 
procesal penal – Lima. 
Abogados Escenario de Entrevista 
Arturo Shupingahua Mercedes Jr. Azángaro 1045 Of. 232 – Piso 2. 
Luis Enrique Ávila Condori Av. Nicolás de Piérola Of. 312-314. 
Marianela Romero Barzola Jr. Carabaya 933 Of. 310. 
Eliot Anginsam Herrera Fuentes Av. Nicolás de Piérola 1131 Of. 207. 
Rafael Vicente Aguilar Reyes 
Av. Izaguirre S/N - Galería San Lázaro – Oficina 
Nro. 5. 
Alberto A. Ruiz Montoya   Jr. Azángaro 1045 Of. 232 – Piso 2. 
 
2.2.2 Caracterización de Sujetos 
Los sujetos que participan en el presente trabajo de investigación son principalmente 
especialistas y profesionales del derecho, sobre todo en materia procesal y penal, esto 
debido a que el tema a investigar con respecto al proceso inmediato por flagrancia en los 
delitos de robo agravado; siendo así, la participación de los especialistas que coadyuvarán 
al desarrollo del trabajo estarán ubicados solamente dentro de la jurisdicción del distrito 
judicial de Lima Centro.  
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2.2.3 Plan de Análisis o Trayectoria Metodológica  
Cabe señalar que el plan de análisis, es aquel medio por el cual se va a desarrollar la 
investigación, esto debido a que el enfoque con el que cuenta el presente trabajo es 
cualitativo y el diseño de investigación de Teoría Fundamentada, siendo ambos la manera 
adecuada, pues de aquella manera posibilita producir dicha información (datos relevantes, 
fichas, señales, signos, etcétera) que va a permitir interpretar y analizar la investigación, 
siendo un mejor entendimiento para el tema de investigación.  
En ese sentido, en la presente investigación se clasificó la información recolectada a través 
de la aplicación de las técnicas e instrumentos elegidos, posteriormente, se procedió a 
verificar si la información, tanto en cantidad como en calidad, es la adecuada y necesaria 
para el logro de los objetivos planteados. Luego, se ordenó y clasificó la información 
recolectada, haciendo uso de un criterio personal que, tomándose en cuenta y de forma 
prioritaria, los datos obtenidos en la entrevista y el análisis documental.  
Finalmente se procedió a procesar la información recolectada, seleccionando lo datos 
necesarios para alcanzar los objetivos generales y específicos de la presente investigación, 
los mismos que han sido organizados sistemáticamente generando la síntesis de resultados, 




El presente trabajo de investigación se ha desarrollado en el Distrito Judicial de Lima 
Centro, los expertos y especialistas que han colaborado con el presente trabajo de 
investigación, se encuentran en el territorio limeño, en específico en todo lo que 
comprende a Órganos Estatales, como el Poder Judicial, la Fiscalía de la Nación, de la 
misma manera a otros agentes especialistas como abogados litigantes especialistas en 
materia penal y procesal penal y, conocedores expertos en la materia a investigar. 
2.3. RIGOR CIENTÍFICO 
El presente proyecto de investigación se encuentra bajo los lineamientos y normas que han 
sido establecidos por la Universidad César Vallejo, la cual cuenta con el vigente 
“Reglamento de investigación de la Universidad César Vallejo S.A.C”, asimismo, se ha 
realizado la aplicación del Manual de referencias APA (American Psycological 
Association), el mismo que se encuentra establecido de forma internacional.  
De igual manera, se ha recurrido a las obras, trabajos de investigación, artículos, etc.; de 
otros autores, quienes han sido citados por las normas APA con la finalidad de no incurrir 
en un plagio no deseado.  
Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
Se nos hace imperante recurrir a distintas técnicas para la recolección de datos, que nos 
ayuden a ampliar y sustentar nuestro trabajo de investigación, es por ello que para nuestro 
proyecto utilizaremos las siguientes técnicas, las cuales serán aplicadas a través de 
instrumentos que detallaremos a continuación: 
 La Entrevista 
Técnica que será aplicada a profesionales expertos y a especialistas en nuestro tema, para 
poder así obtener información relevante y sustancial que nos servirá como aporte 
considerable a nuestro trabajo de investigación. 
La Guía de Entrevista. - Es la relación y elaboración de preguntas abiertas sobre el tema 
de investigación a desarrollar. La persona entrevistada tendrá la libertad de poder 
expresarse y de la misma manera, fundamentar con respecto a sus respuestas de forma 
libre, de esta manera podremos obtener una amplia información, lo cual servirá para poder 






Tabla 6. Validación de instrumentos 
 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
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 Análisis Documental 
El análisis documental es la técnica a través de la cual, se va a recurrir con el propósito de 
la recolección de diversas fuentes documentales, tales como de artículos, doctrina, teorías, 
entre otros muchos, lo cual, coadyuvará a nutrir el presente trabajo de investigación, 
debido a que permitirá acrecentar el contenido del tema de investigación, así como de 
sustentarlo. 
La Ficha de análisis de fuente documental. - Aquel instrumento a través del cual se 
realiza la recolección de datos, a través del cual se analizaran distintos documentos que 
tengan relevante información sobre nuestro tema de investigación, ya sea recurriendo a la 
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doctrina, como a la jurisprudencia, teorías o fuentes análogas que permitan ampliar la 
visión y aclaren los panoramas en relación al tema de investigación, de esta forma 
alimentando el presente trabajo. 
 
Tabla 7. Validación de instrumentos 
 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
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De acuerdo a las entrevistas que se realizaron, cabe precisar que, el entrevistado de mayor 
relevancia, en cuanto a experiencia teórica y práctica del presente tema de investigación y 
que sirve como base de confiabilidad de los resultados obtenidos, es el que pasamos a 
detallar a continuación: 
 





Josefa Vicenta Izaga 
Pellegrín 
Juez 
Séptimo Juzgado Unipersonal 
de Lima. 
La Magistrada Josefa Vicenta Izaga Pellegrín, acredita la confiabilidad de los resultados 
de nuestra investigación, dado que, la entrevistada actualmente se desempeña como juez 
del Séptimo Juzgado Unipersonal de Lima, en el cual se desarrollan las audiencias de 
incoación del proceso inmediato en los delitos cometidos en flagrancia delictiva a través 
del proceso inmediato. 
  
2.4. ANÁLISIS CUALITATIVO DE LOS DATOS  
La recolección de datos resulta fundamental, con ello lo que se indaga, en un enfoque 
cualitativo, es lograr datos (que se transformaran en información) de situaciones, personas, 
o procesos en profundidad, etc., siendo que los datos que interesan son, entre otros, 
conceptos, percepciones y pensamientos, manifestadas en el lenguaje de los participantes, 
ya sea de manera individual, grupal o colectiva. Se recogen con el objetivo de analizarlos y 
comprenderlos, y así responder a las preguntas de investigación y generar conocimiento 
(Del Pilar Baptista, Fernández y Hernández, 2016, p. 397).  
Proceso dinámico, interactivo, reflexivo, creativo, metódico y sistemático. Requiere 
organizar el material disponible y los datos recolectados. La profundidad del análisis 
depende si se trata de estudios exploratorios, descriptivos o interpretativos. El Proceso 
básico comprende múltiples lecturas, trascripción, codificación, categorización, 
comparación constante de los datos emergentes para detectar similitudes o divergencias, 
empleo de diagramas pueden ayudar al investigador a un análisis reflexivo de los 
testimonios, discursos, etc. Por otra parte, los mapas conceptuales permiten develar el 
fenómeno de estudio y alcanzar las consideraciones finales.  
En la presente investigación se ha empleado los siguientes métodos:  
Análisis Interpretativo: el análisis interpretativo se basa o fundamenta en un enfoque 
razonable, es decir, estudia la realidad en su globalidad, sin fragmentarla y 
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conceptualizándola; las categorías explicaciones e interpretaciones se elaboran de las datos 
ya existentes y estudiados, concediendo un mejor método de fundamentar y sustentar lo 
prescrito en los instrumentos de investigación.  
Análisis de la Integración: En la investigación que consiste en la reunión o integración 
tanto de los trabajos previos que sirvieron para realizar nuestra discusión, así como algunos 
aspectos recogidos y desarrollados en nuestro marco teórico y finalmente los resultados 
obtenidos tanto de la guía de entrevista como de la guía documental fueron integrados para 
la obtención de las conclusiones.  
Análisis Argumentativo: el análisis argumentativo consiste, en consolidar los 
razonamientos y argumentaciones provenientes de la recolección y análisis de los datos 
que fueron recolectados y expuestos en el presente trabajo de investigación.  
Análisis Hermenéutico: Este método ayuda a interpretar los textos legales, con el objetivo 
de aclarar el significado de las normas jurídicas que se exponen en esta tesis.  
Análisis Comparativo: Con dicho método vamos a comparar los resultados obtenidos a 
través de nuestros instrumentos de recolección de datos, con los otros resultados, así como, 
con las teorías relacionadas al tema que se ha desarrollado en el punto correspondiente, y 
con los antecedentes de nuestra investigación.  
Análisis Inductivo: Las investigaciones cualitativas se sustentan más en un proceso 
inductivo, dado que parten de lo particular a lo general, como, por ejemplo, en un estudio 
cualitativo, el investigador entrevista a una persona, analiza los datos que obtuvo y saca 
conclusiones; posteriormente, entrevista a otra persona, analiza esta nueva información y 
revisa sus resultados y conclusiones; de la misma manera, realiza y analiza más entrevistas 
para comprender el fenómeno que estudia. Es decir, procede caso por caso, dato por dato, 
hasta llegar a una perspectiva más general. (Baptista, Fernández y Hernández, 2016, p. 
397).  
Por lo tanto, el alcance de investigación que corresponda depende de los objetivos del que 
se han formulado en la presente investigación, para combinar los elementos en el estudio. 
(Baptista, Fernández, y Hernández, 2014, p. 89). En ese sentido nuestro alcance o nivel 
investigación en la presente tesis es el EXPLICATIVO, puesto que, se ha analizado si la 
normativa legal que el Estado ha implementado brinda una protección integral a fin de 
garantizar el derecho a la igualdad ante la ley del colectivo de lesbianas, gays, bisexuales y 
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transexuales, asimismo se ha explicado si las políticas públicas que ha efectuado el estado 
son efectivas para garantizar el derecho a la no discriminación por orientación sexual e 
identidad de género.  
 
 
2.5. ASPECTOS ÉTICOS  
En el presente trabajo de investigación, se precisa que se ha elaborado tomando en cuenta 
en cuenta y de acuerdo a los dispositivos legales, normativa, ética, moral y social que se 
encuentran vigente, todo ello durante su desarrollo, de la misma manera, se indica que 
tanto los resultados no han creado perjuicio ni compromiso a los intervinientes ni a terceras 
personas, ya sea de forma directa o indirectamente.  
A su vez, se señala que la aplicación de los instrumentos de recolección de datos, fueron 
efectuados respectivamente con el consentimiento previo e informado de los participantes, 
procurando y preservando en todo sentido el aspecto de la privacidad, así como la 
protección de cualquier otro derecho que pueda ser involucrado en la presente 
investigación.  
Por otro lado, los datos obtenidos (fuentes de información) que se han usado en el presente 
trabajo de investigación fueron debidamente citados conforme corresponde, respetando los 




































3.1 Descripción de los Resultados 
3.1.1 Descripción de resultados de la entrevista 
En el presente punto del trabajo de investigación, se procederá a describir de 
forma detallada los resultados que se han podido recolectar luego de la utilización 
y aplicación de los instrumentos de recolección de datos, los cuales se encuentran 
señalados de forma previa en las líneas anteriores. 
De la misma forma, también precisar que las herramientas utilizadas para el acopio 
de datos se encuentran debidamente validadas por especialistas temáticos y 
metodólogos, los cuales han coadyuvado para la confiabilidad de los resultados 
que se expondrán en el presente trabajo de investigación. 
Aunado a ello, cabe mencionar que la exposición de resultados obtenidos por 
dichos instrumentos de recolección de datos se fundamenta en las respuestas de 
la muestra específica, en virtud a los instrumentos realizados en el presente trabajo 
de investigación, por lo que se va a proceder a detallar cada entrevista, derivadas 
de los objetivos generales y objetivos específicos. 
En efecto, se señala que el resultado de las técnicas e instrumentos utilizados en el 
presente trabajo es lo más importante de la investigación tipo cualitativa, ya que, 
concretamente se ha llegado al punto de la investigación científica, ya que tiene 
que hablar, sustentar, justificar, explicar, argumentar, interpretar aquellos 
resultados, y los mismos son las muestras de las preguntas que se han formulado 
con conocimiento y dominio del presente marco teórico. 
En ese sentido, se describe y analiza la información obtenida de las entrevistas 
realizadas comprendidas durante los meses de septiembre y octubre del presente 
año, mencionando que la información obtenida constituye la fuente primaria más 
importante para demostrar los supuestos jurídicos específicos de esta tesis, 
108 
 
partiendo de que cada objetivo consta de 3 preguntas cada uno, siendo un total 
de 9 preguntas, según se detalla a continuación: 























1.- ¿De qué manera considera Ud. que se generan implicancias al derecho del 
Debido Proceso en el Proceso Inmediato por Flagrancia en delitos de robo 
agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que si bien es 
cierto que el proceso inmediato se creó como alternativa de un proceso penal 
general con el propósito de ser célere y de brindar una respuesta oportuna sobre 
la delincuencia a la sociedad peruana, su modificación con la entrada del decreto 
legislativo N°1194, ha hecho evidente que en determinados casos,  antes y durante 
del desarrollo de dicho proceso se ha vulnerado el derecho al debido proceso lo 
que ha provocado que el mismo decaiga en nulo. 
Para Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), Durante mis años de experiencia como 
Juez en los procesos penales que he llevado a cabo por vía común (antes 
ordinario), puedo indicar que ha habido casos en los cuales se ha visto afectado el 
debido proceso en primera instancia, por lo que ahora no dudo, que con la 
reforma dada al proceso inmediato, hayan casos de flagrancia que vulneren el 
derecho al debido proceso, esto, creando ciertas afectaciones a las partes 
procesales en dicho proceso, es decir, defensa técnica y para el fiscal, toda vez que 
ambas procesales se encuentran en el proceso inmediato con plazos reducidos y 
perentorios que no le permiten alcanzar sus actuaciones, diligencias y demás con 
eficacia. 
Objetivo General. - Establecer cuáles son las implicancias que genera el 
proceso inmediato por flagrancia al debido proceso, en relación con los 




Para Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), Con la nueva modificación del CPP 
2004, puesto que al modificar mediante el Decreto Legislativo 1194, el proceso 
inmediato sufre una serie de alteraciones, una de ellas, lo convierte en un proceso 
extremadamente célere, siendo los plazos en muchos casos muy cortos para 
ejercer una adecuada defensa, lo que crea una situación de vulnerabilidad al 
imputado frente a la fiscalía. 
Para Alberto Ruiz Montoya (2018), No se permite realizar una debida defensa, 
plazos reducidos, afectación al principio de igualdad procesal. 
Sobre la cuestión planteada, los doctores Alberto Ruiz Montoya (2018), Marco 
Antonio Quispe Castro (2018) y Arturo Shupingahua Mercedes (2018) 
manifiestan que las implicancias se suscitan al no permitir construir una teoría del 
caso adecuado a la defensa del detenido, debido a que el proceso inmediato se 
incoa en un plazo irrazonable, vulnerando de esa manera el derecho a la defensa, 
el derecho al plazo razonable inmersos en el derecho al debido proceso.  
Por su parte, el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), detalla que dentro de las implicancias 
al derecho al Debido Proceso, se encuentran las implicancias de las garantías 
constitucionales con el delito flagrante, así como al principio de juricidad, 
asimismo se evidencia la realidad versus ideales, como también las garantías 
implícitas en las garantías constitucionales procesales, tales como el amparo ante 
el juez de garantía y el Habbeas Corpus constitucional, la coexistencia de los 
institutos y las facultades del fiscal en caso de detención de flagrante. 
Añadiendo a esto, el abogado Luis Enrrique Ávila Condori (2018), considera que 
las implicancias son muchas, de las cuales podemos observar la indefensión al 
imputado al no permitirle una adecuada defensa técnica, así también el proceso 
inmediato actualmente se desarrolla en un tiempo muy fugaz que crea un 
desequilibrio entre las partes procesales. 
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Según la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), tras sus años de experiencia 
laboral considera que se está contraviniendo y afectando a las actuaciones de las 
partes procesales, así como a sus medios de prueba. 
Por su parte, el abogado Eliot Angimsan Herrera Fuentes (2018), manifiesta el 
derecho al debido proceso es un derecho consagrado constitucionalmente, sin 
embargo, en los procesos que he llevado por flagrancia, he podido evidenciar que 
se generan afectaciones a dichos proceso, esto con respecto a los plazos que se 
establecen, los cuales son excesivamente cortos para ejercer una debida defensa, 
más aún cuando la persona ya se encuentra aprehendida y el fiscal tiene a su favor 
los elementos que le permiten imponerse, quedando en desventaja la defensa 
técnica. 
Por su parte, Cecilia Rojas Poma (2018), indica que la persona tiene derecho a 
ciertas garantías mínimas en las que generen un resultado justo, cumpliendo los 
requisitos preinscritos que constituyen. 
Sin embargo, Maritza G. Huamán Marín (2018) y la Dra. Erika Lorenzo Vega 
(2018), consideran que se hace de una manera más efectiva, práctica y viable, esto 
es dado en flagrancia es un redundante a largo un proceso donde ésta casi todo 
evidente. 
Por su parte, la juez Verónica San Martín (2018), a través de su trayectoria 
laboral, ha evidenciado que en los juzgados de Flagrancia de Lima Centro se 
garantiza el derecho al debido proceso, realizando notificaciones con anticipación 
dando un tiempo prudencial para que los abogados defensores puedan ejercer la 
defensa y asimismo recaben cualquier documento para su defensa. Asimismo, se le 
proporciona copia de la carpeta. 
2.- Desde su experiencia laboral ¿Considera que la Reforma del Proceso 
Inmediato por casos de flagrancia dado mediante el Decreto Legislativo N° 
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1194, ha venido asegurando el derecho al debido proceso que le atañe a 
cualquier implicado dentro de un proceso, en el Distrito Judicial Lima Centro 
2017? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que 
Actualmente se viene aplicando la reforma del proceso inmediato por el Decreto 
Legislativo N° 1194, pese a que dicha reforma ha traído consigo que en 
determinados casos no se asegure el derecho al debido proceso, tal como se 
muestra en los siguientes casos: Casación N°842-2016 Y 441-2017. 
Para Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), Desde el punto de vista de mi 
experiencia laboral, considero que el proceso inmediato por flagrancia no viene 
asegurando el proceso ni el derecho al debido proceso del todo, ya que, de ser de 
esta forma no existirían pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, en las 
que se declara la nulidad de todo lo actuado durante el proceso inmediato y se 
retrotraiga hasta la incoación del mismo, y se ordene a su vez, se siga por la vía del 
proceso penal común, esto en virtud de que no se respeta siempre el derecho al 
debido proceso en las diligencias, alteraciones y otros. 
Para Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), Considero que no, debido a que si 
bien es cierto, el proceso inmediato por flagrancia ha venido dándose, esto no 
quiere decir, que este tipo de proceso respete la garantías mínimas procesales, 
como al derecho al debido proceso, más aún cuando existen resoluciones que 
declaran nulo todo lo actuado y vuelve a fojas cero los procesos inmediatos por 
afectar ese derecho.  
Para Alberto Ruiz Montoya (2018), Considero que el proceso inmediato no 
asegura el derecho al debido proceso, a la luz que no se ven reflejados en los 
resultados reales de estadísticas del Ministerio Público, además de ello, un proceso 
tan corto no permite ejercer una debida defensa para el aprehendido. 
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Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), el proceso inmediato no 
asegura el debido proceso del detenido en flagrancia, ya que muchas veces desde 
que son detenidos hasta que nombran su defensa, el tiempo transcurrido, causa 
menos plazos para conocer de la investigación, por consiguiente, casi siempre 
demoran apersonarse. 
De la misma forma, el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), asevera que existen fallas en el 
sistema, que deberán ser corregidos, a fin de que el proceso inmediato sea 
óptimo, aplicando la Ley, en su verdadera magnitud. 
De igual forma, el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018), manifiesta que 
existe muchos casos donde no ha funcionado incluso la Sala Superior ha declarado 
nula la sentencia por haber vulnerado el Derecho de Defensa y el Debido Proceso. 
Para Luis Enrique Ávila Condori (2018), la reforma del proceso inmediato no ha 
venido asegurando hasta entonces el derecho al debido proceso, ya que, si bien es 
cierto hay más condenas, que no es lo mismo que decir que la regulación sea 
eficaz, pues, ya distintos autores han señalado que por la velocidad en la que se 
resuelven casos dentro de ella, reflejan qué derechos fundamentales quedan 
afectados.  
Asimismo, para la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), indica que se podría 
decir que, en parte, ya que ayuda a la descarga, sin embargo, se vulnera el derecho 
al procesado para probar y sustentar su inocencia.  
Por su parte el Dr. Eliot Angimsan Herrera Fuentes (2018), considera que no, ya 
que la reforma ha obedecido más un clamor social populista-político, que, a una 
verdadera reestructuración    política criminal, es decir; no preocupándose por los 
derechos y principios de las partes procesales, teniendo en consideración que el 
imputado no cuenta con un letrado desde su aprehensión, lo que conlleva a malas 
praxis por parte de las autoridades. 
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Por otro lado, la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), considera que el proceso 
inmediato es similar a un proceso común que aplica a todos los tipos de delito, 
donde podemos dividir en fases y definitivamente a porta y cumple con el 
proceso. 
Sin embargo, para la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), Verónica San 
Martín (2018) y Erika Lorenzo Vega (2018), manifiestan que si se viene 
garantizando el debido proceso. 
3.- Según su opinión ¿Cuáles considera que serían las implicancias que genera 
el proceso inmediato por casos de flagrancia al derecho del debido proceso, 
en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que Dentro 
de los casos por flagrancia en el proceso inmediato, de los cuales se ha afectado el 
derecho al debido proceso podemos indicar que una de las causales es la mala 
praxis de las diligencias realizadas por parte de la PNP o de la fiscalía, esto puede 
ser a causa de la celeridad del proceso, asimismo la falta de capacitación de dichos 
agentes.  
Para Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), A modo de diferencias le proceso 
inmediato del proceso común, éste primero, se desarrolla en etapas de cortas 
duración, lo que evidentemente ya es un pequeño problema, no sólo para la 
defensa técnica, sino también para el representante del Ministerio Público, ya que, 
estos plazos son posterior para él y la norma le exige incoar obligatoriamente un 
proceso bajo las causales de casos de flagrancia delictiva, generando de esta 
forma pueda producirse un quiebre al derecho del debido proceso, cada vez que 
el fiscal al verse coaccionado, incoa el proceso inmediato sin las pruebas 
necesarias y, la defensa técnica sin que recabe los medios o personas (testigos) 
idóneos para su defensa en la audiencia única.  
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Para Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), No permite ejercer una defensa 
técnica eficaz, al no permitir el ejercicio de una adecuada defensa, crea un 
desequilibrio entre las partes procesales, los plazos excesivamente cortos afectan a 
todos los involucrados dentro del proceso. 
Para Alberto Ruiz Montoya (2018), Juez imparcial, plazos cortos, debida defensa, 
igualdad de armas, un proceso o vía idónea.  
Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), que las implicancias que 
generaría al derecho del debido proceso, debido a la celeridad por decidir la 
responsabilidad del detenido, se evidencia en la escaza preparación del caso por 
parte de los involucrados, y los errores judiciales en la que devienen los jueces al 
resolver. 
Asimismo, Cecilia Rojas Poma (2018), indica que se puede mencionar que 
debería ser conforme a la nueva regulación que identifica las principales decisiones 
que adopta la audiencia. 
Por su parte, Edgar Tipa Díaz (2018) que las investigaciones mal efectuadas, tanto 
por el personal policial y fiscal, que conllevan a implicancias en el proceso 
inmediato. 
Por su parte, el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018), detalla que la 
violación del Derecho de Defensa y la violación al principio de igualdad de armas, 
son las principales implicancias al proceso inmediato. 
Con respecto al Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que las 
implicancias, pues en particular no me permite preparar una adecuada defensa, 
toda vez que el aprehendido se encuentra mayormente detenido, teniendo en 
cuenta que el fiscal ya cuenta con las pruebas y elementos preparados, no como la 
defensa que tiene que recién elaborar la teoría del caso y preparar los argumentos 
que coadyuven con la defensa del aprehendido. 
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Para la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), indica que se generan 
afectaciones constitucionales ya que vulnera la defensa al procesado. 
Para el abogado Eliot A. Herrera Fuentes (2018), manifiesta que dictar sentencias 
en tiempo record, sin tener en cuenta errores materiales y vulneración a principios 
fundamentales como el plazo razonable, derecho a la defensa, igualdad de armas, 
juez imparcial, así como de las sentencias por proceso inmediato en casos de 
flagrancias devengan en nulas. 
Sin embargo, para la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), indica que el 
proceso inmediato por flagrancia genera rapidez e inmediatez, lo mismo que la 
Dra. Erika Lorenzo Vega (2018) manifiesta que desconoce. 
Asimismo, Verónica San Martín (2018), detalla que podría ser por el tiempo que 
dura el trámite del proceso, pero tanto el juez como los operadores de justicia, 
pueden facilitar al imputado las copias de la carpeta, dar tiempo a sus abogados 














4.- Según el Decreto Legislativo N° 1194 ¿De qué forma considera Ud., que 
los plazos regulados para el desarrollo del proceso inmediato en casos de 
flagrancia, genera implicancias a las partes involucradas por delito de robo 
agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que, para la 
defensa técnica, que la nueva regulación la obliga a presentar y garantizar sus 
medios de prueba (testigos) durante el juicio del proceso inmediato, no teniendo 
esta facultad coercitiva de una autoridad judicial. Por lo que considera que al 
concurrir en uno de estos supuestos se estaría afectando claramente al debido 
proceso. 
Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que en la medida que no se 
puede llevar a cabo un proceso penal en tempranos plazos cuando no hay 
evidencia suficientemente clara y concisa, es decir; cuando se actúa bajo los 
términos de la flagrancia presunta, o incluso bajo la figura jurídica de la cuasi 
flagrancia, todo ello aunado a delitos con agravantes en los cuales se hace 
necesario una realización exhaustiva de diligencias y actuaciones por parte del 
Ministerio Público, puesto que es la libertad de una persona la que se encuentra 
dependiente en el proceso penal, lo que no se debe tomar en cuenta a la ligera. 
Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que hablando de un delito 
como el de robo con agravantes, es evidente que sí, toda vez que hay distintas 
formas de flagrancia, asimismo, es necesario que se impute adecuadamente al 
presunto infractor, asimismo se presenten los medios de prueba adecuados. 
Objetivo Específico Nro. 1.- Determinar que los plazos regulados por el 
proceso inmediato en casos de flagrancia generan afectaciones al debido 
proceso que corresponde a todo implicado por el delito de robo agravado, en 
el distrito judicial de Lima centro en el año 2017. 
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Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que, al llevarse los casos por vía 
del proceso inmediato, este es un proceso más acelerado y no el idóneo para 
llevar casos que ameritan mayor profundidad de análisis. 
Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), los plazos regulados para el 
desarrollo del proceso inmediato generan implicancias a las partes, debido a que 
por el tiempo reducido no puede recabar información, medios de prueba, 
elementos de convicción para su defensa, y ser perpetrados ante el fiscal y/o 
órgano jurisdiccional. 
Para la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), manifiesta que está reglamentado que 
afecta el principio de proporcionalidad y razonabilidad al restringir la libertad de 
un ciudadano por la comisión de delito, es un tiempo corto para realizar la 
audiencia, debe haber los medios probatorios y los elementos de convicción. 
Por su parte, el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), indica que no se cumplen con los 
plazos señalados por Ley, esto origina que se vulneren los derechos de los 
imputados, causándolos perjuicios en el proceso que llevan consigo. 
Asimismo, el Dr. Aturo Shupingahua Mercedes (2018), manifiesta que el decreto 
legislativo regula los casos donde se puede aplicar el proceso inmediato cuando el 
delito tiene agravantes y ello es materia de una investigación, sería irresponsable 
del operador jurídico someter a una persona al proceso inmediato. 
De la misma forma el Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que, en lo 
particular, como ya lo expliqué, me genera afectación toda vez que no puedo 
generar adecuadamente una eficaz defensa, que talvez no ayude del todo a mi 
patrocinado, lo absuelva de algunos cuantos cargos que se le pueda imputar. 
Asimismo, la Dra. Marianela Romero Barzola (2018) manifiesta que es debido a 




Por su parte, el abogado Eliot A. Herrera Fuentes (2018), manifiesta que se 
genera afectaciones por lo mismo que los plazos establecidos para dicho proceso 
son cortos, lo que no permite a la defensa técnica elaborar adecuadamente los 
argumentos que desvirtúen las sindicaciones. 
Sin embargo, para la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018) y Erika Lorenzo 
Vega (2018), manifiestan que desconocen. 
Por otra parte, para la Dra. Verónica San Martín (2018), A las partes se les 
notifica con anticipación de acuerdo a la situación del investigado, si a este 
detenido o libre, proporcionando copia de la carpeta para que pueda ejercer su 
defensa. 
5.- Con respecto a la configuración del delito de Robo Agravado ¿Considera 
Ud. al delito de Robo Agravado como un delito complejo? De ser el caso, 
explique ¿Cuáles serían las características y/o circunstancias que califican a 
este hecho delictivo como un delito complejo?  
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que desde su 
punto de vista personal, considera que el delito de robo agravado es de los más 
comunes sin embargo las agravantes que aumentan la pena preventiva de libertad 
es lo que se ha de tomar en cuenta, en la medida que la pena aumenta 
radicalmente y además de ello, las agravantes tipificados para el delito de robo 
son mayormente las circunstancias en que este realmente se produce, a mano 
armada en horas de la noche, a menores de edad, con participación de dos a más 
personas, u otra circunstancia similares. 
Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que durante los años que 
vengo llevando procesos penales, he podido denotar que son reducidos los casos 
inclinados hacia el delito genérico de “robo”, ya que, debido a las circunstancias en 
la que este se realiza se califica mayormente como robo con agravantes, lo que, 
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por consecuencia aumenta considerablemente las penas a imponer, por lo que, el 
caso debe de analizarse minuciosamente y realizar las diligencias adecuadas a fin 
de determinar eficazmente la existencia de la comisión de un ilícito penal por parte 
del imputado.  
Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que el delito de robo 
agravado es uno de los delitos más complejos de resolver, evidentemente por el 
número de agravantes que maneja, el objeto, la circunstancias, es decir, la mayoría 
de las características o modalidades en la que se realiza el robo, lo convierten en 
agravante. 
Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que no sólo el delito de robo 
agravado, sino, la mayoría, ya que, las penas a imponer son muy elevadas, lo que 
se debe tener en consideración en las investigaciones, por lo que, la persona a 
quien se le imputa los hechos necesita un tiempo idóneo para elaborar una 
adecuada defensa. 
Por su parte, el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), indica que no 
considera que el delito de robo agravado sea uno complejo, sin embargo, se 
necesita un tiempo razonable para recabar acervo probatorio, para de esa manera 
garantizar el derecho de defensa de la parte imputada por el ilícito. 
Por su parte, la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), indica que el robo agravado es un 
delito complejo cuando concurra las siguientes características coacción, lesión, uso 
de armas de fuego o muerte, por otro lado, se atacan breve jurídicas como la 
libertad, integridad física, la vida y el patrimonio. 
De la misma manera, el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018) manifiesta que el delito de 
robo agravado es un delito de apoderamiento de bienes ajenos, utilizando 
violencia, intimidación de la persona, cuyo acto es de apoderamiento, su 
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implicancia es que la sociedad es víctima del presente delito que a la fecha no es 
controlado por las autoridades. 
Asimismo, el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018) corrobora lo antes 
mencionado, manifestando que el delito de robo agravado es un delito complejo, 
dado sus agravantes y su probanza, para ello necesariamente y respetando al 
debido proceso, se debe llevar a cabo ciertas diligencias a fin de establecer la 
culpabilidad o inocencia del procesado o acusado. 
De igual forma, el Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que, en suma, 
todos los delitos son complejos puesto que se tienen que investigar 
minuciosamente cada detalle, aún más cuando hallamos que un delito que cuenta 
con agravantes, el mismo que se debe tocar con mucha cautela pues nótese el 
incremento de la pena a imponer por parte de la autoridad judicial. 
Por su parte, la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), considera que el delito 
de robo agravado es un delito simple, no lo considero complejo. 
Sin embargo, para el abogado Eliot A. Herrera Fuentes (2018), indica que todos 
los delitos son distintos, en concreto el delito de robo agravado con mayor razón 
reviste un grado de complejidad, so sólo por la recolección de evidencias, sino de 
individualizar a los presuntos infractores, el móvil, objeto, circunstancias, 
antecedentes, supuestos y otros elementos que crean dificultad al momento de 
desarrollar las diligencias y proceso. 
Por su parte, la doctora Maritza G. Huamán Marín (2018), detalla que para un 
robo agravado tienen que ser de 2 a más, y quizá en un lugar un poco, pues la 




Por su parte, la Dra. Verónica San Martín (2018) no considera al delito de robo 
agravado como un ilícito complejo, de la misma forma la Dra. Erika Lorenzo Vega 
(2018). 
6.- Teniendo en cuenta los supuestos del delito de Robo Agravado ¿considera 
Ud. que este tipo penal sea aplicado a un proceso inmediato por flagrancia, 
teniendo en cuenta los plazos establecidos para el desarrollo de dicho 
proceso especial? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que Desde mi 
experiencia laboral, puedo indicar que el delito de Robo Agravado requiere 
necesariamente de diligencias y actuaciones que ayudan a realizar una imputación 
adecuada, a fin de corroborar plenamente, los hechos incriminados, y que además 
de tratarse de un delito con características de configuración regularmente 
complejo en el cual la pena privativa de libertad a aplicarse como mínimo es de 12 
años, por lo que, coincido con el Dr. Salas Arenas, mediante el cual indica en sus 
fundamentos sexto de la Casación Nro. 292-2016, que el proceso inmediato se 
debe tener en cuenta para tramitaciones sencillas y delitos no graves, no debiendo 
superando los 06 años de pena privativa de libertad en su extremo mínimo, siendo 
el delito de robo agravado un ilícito penal que no se encontraría en contexto para 
la aplicación del proceso inmediato. 
Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que en particular, 
considero que los delitos que cuentan con la posible aplicación de una pena 
privativa de libertad drástica (o alta) deberían tramitarse bajo la vía del proceso 
penal común, debido a que dicha vía procesal, es que los magistrados deben 
requerir las actuaciones de testigos a grado fuerza que pueden brindar detalles 
específicos de los hechos, además de contar con los plazos adecuados que 
permitan a las partes presentar la documentación que consideren pertinente para 
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el desarrollo del proceso y sobre todo, se actúen diligencias que permitan ejercer 
una imputación correcta y necesaria sobre el presunto infractor. 
Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que, en el delito de robo 
con agravante, se necesita probar la violencia o amenaza, con el fin de obtener un 
bien ajeno, además de las circunstancias que lo convierten en agravantes, lo que 
reviste evidentemente complejidad para el proceso inmediato que sólo dura un 
par de días, por lo que, se considera que se lleve por la vía común. 
Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que, por lo antes mencionado, 
no considero que delitos que se tipifiquen con altas penas privativas de libertad, se 
tramitan por la vía común, ya que, es ahí donde la persona va a tener más 
garantías para protegerse de toda imputación. 
Por su parte, el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), indica que los 
supuestos del delito de Robo agravado en muchos casos requieren de un mayor 
acervo probatorio o elementos de convicción motivo por el cual necesita un plazo 
razonable para resolver los casos con un análisis y prueba suficiente para la futura 
condena. 
Por su parte, la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), considera que esta aprobado el 
ilícito penal, habiendo encontrado la comisión del delito ilícito vale decir, que 
cuenta con todo el requisito exigido para la configuración del delito, sin embargo, 
es necesario considerar que para la defensa de parte es desproporcional con un 
plazo corto. 
Por su parte, el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), manifiesta que considera que debe ser 
incluido este delito, en proceso inmediato, con ello estas personas que cometen 
este delito salgan sentenciados y así evitar que estos imputados salgan de la 
cárcel, sin ser sentenciados. 
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Sin embargo, el doctor Arturo Shupingahua Mercedes (2018) no comparte esta 
idea, mostrando su respuesta negativa a ello. 
Por su parte, el doctor Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que como ya lo 
he mencionado anteriormente, los delitos en sí son complejas por las mismas 
actuaciones judiciales, administrativas y pericias necesarias para su 
esclarecimiento, por lo que, considero que delitos agravados deberían tramitarse 
de pleno por el proceso penal común, ya que, justamente ambas partes están en 
igualdad de armas. El P.I. es excepción. 
Sin embargo, para la Dra. Marianela Romero Barzola (2018) indica que el debido 
a que el delito de robo agravado un delito simple, se debería ser la manera de 
poder resolverlo en dicho proceso. 
Por su parte, el Dr. Eliot a. Herrera Fuentes (2018) manifiesta que actualmente 
puede aplicarse al proceso inmediato, sin embargo, considero que sólo delitos de 
bagatela son los que deberían aplicarse a este tipo de proceso especial, tal como 
se estipula omisión a la asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad, 
puesto que ya llevan antecedentes y pueden obtenerse pruebas instantáneas del 
delito cometido, no para casos más complejos, aún peor, cuando la figura de 
flagrancia se ha distorsionado de 24 h. a 48 h., creando un riesgo inminente de 
errores.  
Asimismo, la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), considera que se tiene que 
cambiar de mentalidad y trabajar no por el plazo, sino que tenemos que ser 
diligentes. 
Sin embargo, para la Dra. Verónica San Martín (2018), indica que actualmente se 
aplica en los casos de flagrancia. 






7.- ¿Considera que el proceso inmediato reformado para casos de flagrancia 
delictiva genera afectaciones al principio de igualdad de armas que 
corresponde a las partes, en relación al delito de robo agravado en el Distrito 
Judicial Lima Centro 2017? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que 
Considero que si, en la medida que no se respete la realización correcta de las 
diligencias por parte del Ministerio Público o de la PNP, además de poner a la 
defensa técnica en circunstancias extraordinarias al obligarle a garantizar sus 
medio de prueba (testigos), los cuales pueden ser claves durante n proceso, 
teniendo en consideración que este o que esta parte procesal no cuenta con una 
facultad coercitiva o de grado fuerza, como si lo tiene un juez en un proceso penal 
común. 
Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que en cierto modo toda 
vez que, desde mi perspectiva, son ambas partes las que encuentran dificultades 
antes y durante el proceso inmediato, esto como ya se ha indicado, el fiscal por 
una parte, teniendo plazos perentorios con una norma que lo coacciona bajo 
responsabilidad funcional a incoar el proceso inmediato bajo determinados 
supuestos procesales, teniendo que actúa con las evidencias que ya se han 
recabado y que en muchos casos, no son suficientes para acreditar una imputación 
correcta del presunto infractor y por otro lado a la Defensa Técnica, a la que le 
queda a cargo el deber de garantizar que sus pruebas o testigos se encuentren en 
pleno juicio, caso contrario podrían declararse dispensables. 
Objetivo Específico Nro. 2.- Determinar que los plazos fijados en el proceso 
inmediato en casos de flagrancia en los delitos de robo agravado generan 
afectación al principio de igualdad de armas en el distrito judicial de Lima 
centro en el año 2017. 
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Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que se ha mencionado 
que afecta al debido proceso y en específico al principio de igualdad de armas o 
igualdad procesal, toda vez que deja en estado de indefensión al imputado, ya 
que, no permite el ejercicio de una adecuada defensa.   
Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que, si genera la afectación al 
principio de igualdad procesal e igualdad de armas, por lo que, los plazos son muy 
reducidos en ese proceso y no permite ejecutar una adecuada defensa, además, 
que la fiscalía se encuentra con todas las actuaciones. 
Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), indica que definitivamente 
genera afectaciones al principio de igualdad de armas, toda vez, que la defensa 
técnica del detenido muchas veces no tiene conocimiento del proceso como sí el 
titular de la acción penal, ocasionando desventaja por el acceso al expediente que 
a veces es difícil de analizarlo con tiempo. 
Según lo manifiesta la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), manifiesta que la 
afectación al principio de arma es el tiempo para obtener los elementos de prueba 
toda vez que existe dificultades para acreditar los arraigos. 
Por su parte el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), manifiesta que, si causa desigualdad, 
ya que a todos no se le aplica la misma pena, lo cual generan afectaciones en el 
proceso inmediato. 
Para el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018), indica que la defensa del 
procesado elabore su tesis y contradiga la tesis del fiscal los plazos ya están 
vencidos, es decir; en el caso concreto sobre igualdad de armas el abogado 
defensor no lo tiene.  
Por su parte, el Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que, en el proceso 
inmediato por flagrancia, recordemos que los plazos son excesivamente cortos y 
aunado a eso, le sumamos que la fiscalía ya se encuentra con los medios de 
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prueba recabados por la situación de “supuesta flagrancia” la parte de la defensa 
técnica se encuentra en desventaja ante el sistema acusatorio. 
De la misma manera, la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), considera que, si 
se ven afectadas las partes procesales, sobre todo la parte de la defensa, ya que el 
Ministerio cuenta con todo un sistema de acusación. 
Por su parte, el Dr. Eliot A. Herrera Fuentes (2018), manifiesta que queda más 
que claro que al encontrarse la parte de la defensa en cierto grado de desventaja 
en este tipo de proceso especial, se genera afectaciones al principio de igualdad 
de armas, toda vez que el Ministerio Público cuenta con todo un sistema para su 
disposición para generar los elementos que considere pertinente. 
Asimismo, la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), manifiesta que no lo 
considero así. 
Sin embargo, para la Dra. Verónica San Martín (2018), indica que no lo considera 
porque en las audiencias casualmente se busca que exista igualdad de armas entre 
el Ministerio Público y el imputado para no afectar su derecho de defensa, de la 
misma manera que para la Dra. Erika Lorenzo Vega (2018). 
8.- ¿De qué forma los plazos regulados por el proceso inmediato por 
flagrancia delictiva afecta al principio de igualdad de armas dentro del 
proceso? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que En la 
medida que no se ejecuten las diligencias correctamente por parte del Fiscal o que 
están dejen de ejecutarse debido al plazo perentorio que ocupa el proceso 
inmediato. La nueva reforma dada mediante Decreto Legislativo Nro. 1194, al 
estipular que la parte imputada es responsable de garantizar sus medios de 




Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que son plazos perentorios 
y cortos, lo que no permite realizar en algunos casos las diligencias correctas. 
Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que porque en los plazos 
que se estipula la defensa técnica no puede elaborar unos adecuados argumentos, 
ni estudiar los casos a fondo, toda vez que no está presente desde la detención del 
aprehendido. 
Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que, al ser un proceso corto, la 
defensa tiene menos tiempo en preparar su teoría del caso o argumentos que 
contribuyan a mejorar la situación jurídica o legal del presunto imputado. 
Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), indica los plazos regulados por 
el Proceso Inmediato afecta al Principio de Igualdad de armas, ya que son ínfimos 
y reducidos, lo que conlleva muchas veces a no conocer con exactitud del proceso 
y no obtener una defensa eficaz por parte del procesado. 
Según lo manifiesta la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), manifiesta que los plazos 
afectan la obtención son los elementos de prueba. 
Para el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018), indica en principio los 
actuados están a disposición del operador judicial, luego de la defensa, desde ahí 
la igualdad de armas ya no es equivalente, por otro lado, en cuanto a la 
recopilación de las pruebas.  
Por su parte, el Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), indica que el Ministerio 
Público cuenta con todo el sistema acusatorio a su favor, por el cual puede 
solicitar, indagar y recabar la documentación necesaria a su favor, esto se 
emparejaría con el principio de inocencia durante un proceso común y que se 
pierde (por así decirlo, en la flagrancia) lo que deja en un estado de indefensión al 




Por su parte, el Dr. Eliot A. Herrera Fuentes (2018), manifiesta que como ya se ha 
explicado: Mientras la defensa técnica cuenta con el tiempo en contra y sumado a 
ello tiene que elaborar un argumento eficaz, por su parte, el fiscal, cuenta a su 
disposición con todo un sistema que le permite acceder, crear, indagar la 
documentación y elementos pertinentes que cree conveniente a su favor. 
Asimismo, la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), considera que quizá puede 
ser por el tiempo que es corto para la presentación de cargo para la audiencia 
puede llegar de alguna manera a terminación anticipada. 
Sin embargo, para la Dra. Verónica San Martín (2018), indica que quizá por el 
corto tiempo del proceso, pero tanto el juez como los operadores de justicia 
pueden colaborar con este punto, proveyendo de copias de los actuados a la 
defensa, notificando con antelación dándoles facilidades para ejercer su defensa. 
Sin embargo, para la Dra. Erika Lorenzo Vega (2018), no considera necesario 
ninguno. 
9.- ¿De qué manera se garantiza el principio de igualdad de armas durante el 
proceso inmediato por flagrancia en delitos de robo agravado? 
Por su parte, la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin (2018), asevera que Por lo 
antes expuesto, considero que en el delito de robo agravado no se reúnen las 
suficientes garantías para poder ejercer una igualdad de armas, toda vez que la 
misma norma dificulta tanto a la defensa como a la fiscalía, en cierto modo, a 
ejecutar las actuaciones y/o diligencias pertinentemente.      
Para el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad (2018), indica que he podido revisar 
pronunciamientos de la Corte Suprema, en los cuales, se ha vulnerado el Derecho 
al debido proceso – Casación Nro. 292-2016, esto no pasa en todos los procesos, 
se deben realizar las gestiones necesarias para no caer en el error y se resuelvan 
casos por proceso inmediato de forme eficaz. 
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Para el Dr. Rafael Vicente Aguilar Reyes (2018), indica que considera que no se 
garantiza, toda vez que, si se realizará, no existieran plenos jurisdiccionales o 
casaciones que declaren nulo todo lo actuado en el Proceso Inmediato. 
Para el Dr. Alberto Ruiz Montoya (2018), indica que, por lo antes mencionado, 
considero que el proceso inmediato por flagrancia no se encuentra garantizando 
el derecho al debido proceso ni mucho menos el principio de igualdad de armas. 
Para el Dr. Marco Antonio Quispe Castro (2018), indica que el Principio de 
Igualdad de Armas durante el proceso inmediato en los delitos de robo agravado 
se garantizaría en brindar facilidades a las partes para que intervengan en todo el 
desarrollo de la investigación y etapa procesal, debido las partes el permanente y 
conocimiento de la marcha del proceso. 
Según lo manifiesta la Dra. Cecilia Rojas Poma (2018), manifiesta que el principio 
de igualdad de armas debido a que las partes presentan sus elementos de prueba 
para defender su teoría del caso. 
Por su parte el Dr. Edgar Tipa Díaz (2018), manifiesta que respetando sus 
derechos constitucionales de cada uno de los acusados, ello determinará procesos 
justos.  
Para el Dr. Arturo Shupingahua Mercedes (2018), indica sobre este punto es un 
poco imposible tener que alegar, ya que, se equipara este principio cuando lo 
antes ponen a disposición de las partes. 
Por su parte, el Dr. Luis Enrrique Ávila Condori (2018), considera por lo ya antes 
expuesto, que no se garantiza dicho principio en el presente proceso especial, 
sobre todo en delitos con calidad de agravantes. 
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De la misma manera, la Dra. Marianela Romero Barzola (2018), considera que no 
se garantiza dichos principios, ya que, se crea varias irregularidades y vulneración 
procesales a las partes.  
Por su parte, el Dr. Eliot A. Herrera Fuentes (2018), manifiesta que en este tipo 
de proceso no se garantiza el principio de igualdad de armas, toda vez que el fiscal 
se encuentra revestido de autoridad y la defensa técnica se ve afectado por los 
plazos sumamente cortos y demás que ya se ha explicado, vulnerándose así el 
derecho al debido proceso y generando que sentencias devengan en nulas. 
Asimismo, la Dra. Maritza G. Huamán Marín (2018), considera que se garantiza 
para que limite la parte agraviada… imputada prueba tener la adjuntando la 
defensa e igualdad de oportunidades. 
Sin embargo, para la Dra. Verónica San Martín (2018), indica que con una 
defensa eficaz y cuando el juez advierte que no es así, debe garantizarle este 
derecho al imputado a través de otra defensa técnica de su elección o de la 
defensa pública. 
Sin embargo, para la Dra. Erika Lorenzo Vega (2018), manifiesta que ambas 
partes tienen derecho al contradictorio. 
 Por otro lado, el presente proyecto de investigación será realizado con la guía y 
supervisión de un asesor capacitado, quien se encargará de la correcta aplicación 
de los lineamientos y aspectos antes referidos. 
3.1.2. Descripción de resultados del Análisis Documental  
 
En el presente instrumento, se ha considerado que los siguientes documentos son 
aquellos que responderán de manera óptima a nuestros objetivos, por lo que 




En cuanto al objetivo general del presente trabajo de investigación, que es: 
“Determinar que los plazos regulados por proceso inmediato en casos de 
flagrancia generan afectaciones al debido proceso que corresponde a todo 
implicado por el delito de robo agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 
2017”.  
 




 Análisis del Acuerdo Plenario Extraordinario Nro. 2-2016-CIJ-116  
 
 
El citado Acuerdo Plenario sometido a análisis, realizado por la Corte Suprema de 
la Justicia de la República – II Pleno Jurisdiccional Extraordinario De Las Salas 
Penales Permanente y Transitoria, nos indica que el proceso inmediato encuentra 
su sustento en la noción de simplificación procesal, que tiene como finalidad la de 
reducir y suprimir etapas procesales y de esa forma, aliviar el sistema probatorio y 
la carga, logrando de esa manera una justicia célere. 
 
Asimismo, del análisis al presente Acuerdo Plenario, se desprende los 
presupuestos materiales de la flagrancia, siendo: i) la evidencia delictiva y ii) la 
ausencia de complejidad, es decir; simplicidad, por lo que, dicho proceso especial 
al suprimir y reducir etapas procesales reduce al mínimo indispensable (aunque no 
irrazonablemente) las garantías procesales de las partes, en especial el de la 
defensa y la tutela jurisdiccional de los imputados (p. 3). 
Asimismo, reconoce que la modificación realizada al artículo 259° del CPP 
mediante la Ley Nro. 29596, de fecha 25 de agosto de 2010, deformó de manera 
exagerada e irrazonable, lo que presuponía entenderse por flagrancia, ello en 
cuanto a la percepción que debe existir del hecho y el momento de la intervención 
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del imputado, es decir, que resta indubitablemente inmediatez temporal y 
personal y por ende, a la evidencia (p. 5). 
Por lo que, añade, que para que exista compatibilidad entre el proceso inmediato y 
la flagrancia delictiva, debe primar con respecto a la evidencia: la claridad de la 
comisión del ilícito penal y la lógica de lo que se aprecia, por lo que la duda o 
información incompleta debe de quedar descartada para su aplicación (p. 5). 
Con respecto a la flagrancia presunta, en ella puede llegar a presentarse 
inconvenientes con respecto a su aplicación, tal cual lo señala Villarejo citado por 
el Acuerdo Plenario Extraordinario Nro. 2-2016-CIJ-116 (2016, p. 6), en donde se 
indica que la sola tenencia de algunos efectos de la comisión del ilícito penal no 
debe de ser considerado por si sólo suficiente para desvirtuar el principio de 
inocencia de una persona, un claro ejemplo de ello es, cuando efectos del delito o 
instrumentos utilizados para la comisión de éste son abandonados fuera de la 
escena del crimen, en donde un tercero pudo tomarlos, dando lugar sin duda a 
alguna figura delictiva, como apropiación indebida u otros menores, lo cual, se 
aleja determinantemente de lo que sería un delito por flagrancia. 
De la misma manera, se indica que la complejidad no se encuentra vinculada a la 
naturaleza interna de los actos de investigación, sino también, en relación a las 
condiciones materiales referidas de la ejecución del acto de investigación, por 
razones de distancia, de remisión de muestras y su análisis, de saturación de los 
servicios periciales, de demora en la expedición de informes por parte de diversas 
instituciones públicas. 
Asimismo, otro factor importante a tener en cuenta es el principio constitucional 
de proporcionalidad, es decir, la gravedad del hecho objeto de imputación desde 
la perspectiva de la conminación penal, a mayor gravedad del hecho, más intensa 




De la misma forma se indica que la idoneidad y estricta proporcionalidad del 
proceso inmediato, que asegura una respuesta rápida al delito, pero con una 
flexibilización de las garantías de defensa procesal y tutela jurisdiccional, siempre 
debe estar en función a delitos que no sean especialmente graves, esto debido a 
que se reconoce que en delitos especialmente graves, se demanda en sí mismos 
una mayor y más profundo nivel de esclarecimiento y por ende, una actividad 
probatoria mayor y completa, así también para la medición de la pena a 
imponérsele. 
Sin embargo, pese a lo antes mencionado, es preciso mencionar que no se puede 
definir que es un delito especialmente grave, debido a que no se cuenta con una 
norma o dispositivo legal definidor, sin embargo, el Código Penal, así como leyes 
penales complementarias, pueden ser tomadas como referencia de acuerdo al 
grado de afectación del bien jurídico protegido y a su importancia aplicando la 
lógica, es decir; i) los delitos cuya sanción penal a imponer como pena de cadena 
perpetua es el sicariato, tipificado en el tercer párrafo del artículo 180°-C del 
Código Penal, otro cuya sanción es de igual magnitud es el de secuestro, tipificado 
en el cuarto párrafo del artículo 152° y violación sexual a menor de edad seguida 
de muerte o lesión grave, tipificado bajo el artículo 173° - A o delito de robo con 
circunstancias agravantes, tipificado en el artículo 189°, tercer párrafo, del código 
sustantivo, ii) con pena privativa de libertad no menor de 25 años, tenemos al 
delito de feminicidio tipificado bajo el segundo párrafo del artículo 108° - B del 
Código Penal ; o, iii) con pena privativa de libertad no menor de 15 años. 
Por lo que señala que el magistrado debe en todo momento de acogerse a un 
criterio muy cuidadoso a fin de aceptar la incoación de un proceso inmediato en 





Continuando con la descripción de resultados, cabe precisar que respecto de 
nuestro Objetivo Específico I: “Determinar que los plazos fijados en el proceso 
inmediato en casos de flagrancia en los delitos de robo agravado generan 
afectación al principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial Lima 




 Análisis de la Casación Nro. 692-2016 - Caso Miguel Antonio Cortez 
Ortega por el delito de robo con agravante en agravio de Gloria Rosa 
Matos Valera. 
 
La citada Casación sometida a análisis, realizada por Corte Suprema de la Justicia 
de la República – Primera Sala Penal Transitoria. 
 
Realizando un breve resumen del caso, en el día 29/01/2016, la agraviada 
manifestó que en horas de la madrugada, luego de salir de su centro de labores, 
acudió a un paradero ubicado en la Av. Universitaria en el Distrito Los Olivos, en 
donde 02 sujetos no identificados la abordaron de forma violenta y sorpresiva, de 
los cuales, uno colocó y rastrilló un arma de fuego en su cabeza, mientras el otro 
sujeto rebuscó sus pertenencias, logrando quitarle la cartera que llevaba, la misma 
que contenía objetos como su celular, llaves, entre otros. Ante inminente peligro, 
la agraviada manifiesta no haber puesto resistencia, momento en el cual se acercó 
un carro en su ayuda, empero, uno de los delincuentes lo increpó mostrándole el 
arma de fuego que llevaba consigo, acto seguido, llegó un tercer sujeto en un 
vehículo, el cual estaba conducido supuestamente por Cortez Ortega (uno de los 
imputados), quien facilitó que los 02 delincuentes puedan ingresar a dicho 
vehículo y juntos pudieran darse a la fuga, pese a esto, la agraviada logró apuntar 
la placa del vehículo C2M-353. 
Transcurrida algunas horas del hecho delictivo, la agraviada se dirigió a cenar con 
sus padres, circunstancias en las cuales reconoció el vehículo utilizado en el robo 
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que se le perpetró, por lo que dio conocimiento a la dependencia de la Policía 
Nacional del Perú, quienes realizaron la detención del presunto imputado, así 
como las actuaciones necesarias, una de las cuales consistió en el “primer registro 
vehicular”, el cual dio negativo para objetos pertenecientes a la agraviada, sin 
embargo, luego de algunas horas después de la aprehensión del presunto 
imputado,  se realizó un “segundo registro vehicular” en donde se encontró al 
interior de dicho vehículo una cartera con objetos personales, que inmediatamente 
la agraviada reconoció manifestando que eran de su propiedad.  
Por lo que, habiéndose aprehendido al presunto delincuente dentro de las 24 
horas que establece la norma adjetiva y con evidencias claras de lo sustraído en el 
robo que se perpetró a la agraviada, supuestos que configuran para la aplicación 
de flagrancia delictiva, se procesó al presunto imputado bajo el proceso inmediato 
por flagrancia, teniendo en consideración que se le encontró en su poder objetos 
evidentes de propiedad de la agraviada, teniendo como resultado una sentencia 
que lo condena a 12 años de pena privativa de la libertad y al pago de una 
reparación civil de S/. 1,500.00 soles, por la comisión del delito de robo agravado 
en agravio de la señora Gloria Rosas Mato Valera, la misma que fue materia de 
apelación y de la misma forma, confirmada en sus extremos por sentencia de vista 
en segunda instancia.    
Por lo que, el imputado interpone recurso de casación por inobservancia de la 
garantía del debido proceso e infracción de precepto procesal en contra la 
sentencia de vista, la misma que confirma la sentencia de primera instancia, en la 
cual se le condenó como autor del delito de robo con agravantes en agravio de 
Gloria Rosa Matos imponiéndosele la cantidad de 12 años de pena privativa de 
libertad y S/.1, 500.00 soles por concepto de reparación civil. 
Asimismo, se resalta que el proceso no debió ser tramitado vía inmediata, sino por 
la vía ordinaria, ya que, al incoar el proceso inmediato se afectó el artículo 139, 
numeral 3 de la Ley Fundamental: el proceso no fue debido, con todas las 
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garantías intrínsecas en él, lo que su inobservancia como consecuencia generó 
indefensión material por lo que es de ampararse el recurso de casación por la 
causal de vulneración de precepto constitucional: artículo 429, inciso 1 del Código 
Procesal Penal. 
Por lo cual, la Primera Sala Transitoria de la Corte Suprema del Perú, conformada 
por los señores magistrados San Martín Castro, Prado Saldarriaga, Salas Arenas, 
Barrios Alvarado y Príncipe Trujillo, declararon FUNDADO el recurso de casación a 
favor del causante Miguel Antonio Cortez Ortega, por inobservancia del 
quebrantamiento de precepto procesal y constitucional, contra la sentencia de 
vista que confirma la sentencia en primera instancia que lo condenó por el delito 
de robo agravado así como al pago de una reparación civil, quedando en 
consecuencia NULA la sentencia de vista e insubsistente la sentencia de primera 
instancia, declarando sin efecto todo lo que se ha actuado hasta el auto de 
incoación del proceso inmediato y ORDENARON se siga la causa previo proceso 
común.      
De la misma forma, en el considerando sexto de la presente casación, el 
magistrado Salas Arena hace hincapié sobre algunas aseveraciones del proceso 
inmediato, manifestando que en el caso en concreto, la prisa que se le ha dado por 
juzgar a dado como consecuencia que se creen diversas afectaciones, las mismas 
que por su esencia deslegalizan el buen emanar de la justicia, por lo que, considera 
que el delito de robo agravado no correspondería al trámite del proceso 
inmediato, pues, se debe de tener en cuenta que éste proceso especial debe 
utilizarse sólo para encausamientos sencillos y de fácil tramitación, que permitan el 
manejo eficiente de los trámites del proceso inmediato, no siendo así el delito de 
robo agravado, en el cual se ha establecido una pena de 12 a 20 años como 
mínimo. (2016, p. 12).         
Continuando con la descripción de resultados, cabe precisar que respecto de 
nuestro Objetivo Específico II: “Determinar que los plazos fijados en el 
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proceso inmediato en casos de flagrancia en los delitos de robo agravado 
generan afectación al principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial 




 Análisis de la Casación Nro. 842-2016 - Caso Maximiliano Benites 
Rodríguez por el delito de violación sexual en agravio en agravio de la 
menor de edad de iniciales M. B. A. A.  
 
La citada Casación sometida a análisis, realizada por la Corte Suprema de la Justicia 
de la República, realiza un análisis sobre la flagrancia presunta, la misma que se 
encuentra regulada mediante la Ley Nro. 29596, el inciso 4 que se denomina la 
flagrancia presunta, manifestando que el sólo hecho de encontrar a un individuo 
con las herramientas o instrumentos que se utilizaron para perpetrar un ilícito 
penal, aún estando dentro de las 24 horas, no es suficiente evidencia para 
procesarlo por flagrancia delictiva, toda vez que la propia naturaleza de la 
flagrancia delictiva implica una acreditación de los hechos, por lo que a fin de no 
vulnerar el debido proceso, se debe prever un rápido aseguramiento de las fuentes 
de investigación. De la misma manera, en el último párrafo del fundamento propio 
del Juez de la Corte Suprema, Salas Arenas, hace hincapié que el proceso 
inmediato por flagrancia trata a causas y tramitaciones sencillas y a delitos que no 
fueran graves, recomendando que se debe aplicar a delitos que no superen en su 
extremo mínimo 6 años de pena privativa de libertad. 
ANÁLISIS DE DERECHO COMPARADO 
El tema del proceso inmediato no se encuentra ajeno a legislaciones en otros 
países de Latinoamérica, por el contrario, existen muchos casos evidentemente en 
donde ha habido una evolución en el plano legal en mejora de los resultados de 
un proceso penal adecuado con el respeto de los derechos fundamentales, como 
al debido proceso. 
139 
 
Por otro lado, en ITALIA, se regula actualmente el giudizio inmediato, el mismo 
que se encuentra establecido desde el artículo 453° al 458° de su respectivo 
Código Procesal Penal, en donde se indica los siguientes supuestos de 
procedencia, a solicitud: i) del Ministerio Público vía ordinaria (artículo 453°, inciso 
1), ii) del Ministerio Público custodiadle (referido a la prisión preventiva) (artículo 
453°, inciso 1 bis), iii) del imputado (artículo 453°, inciso 3) y iv) a solicitud del 
imputado con la oposición del Decreto de Condena Penal  (artículo 461, inciso 3). 
Del proceso giudizio inmediato guarda relación, con el supuesto de flagrancia con 
la característica de diligencias preliminares e investigación preparatoria, en otras 
palabras, los actos de investigaciones son mayores a fin de desvirtuar cualquier 
interrogante con respecto del hecho. 
Asimismo, se regula el giudizio direttissimo, el mismo que está directamente 
planteado para procesos en casos de flagrancia delictiva (inciso 1 del artículo 449° 
del Código Procesal Penal de Italia), el mismo que es de aplicación cuando el 
representante del Ministerio Público lo considere pertinente, el mismo que indica 
“1. Quando una persona é stata arrestata in flagranza di un reato, il pubblico 
ministerio, se ritiene di over procederé, puó presentare direttamente límputato in 
stato di arresto davanti al giudice del dibattimento”. 
En el caso antes mencionando, el mismo acusador es quien de acuerdo a su 
experiencia opta por acudir directamente ante el juzgador en el plazo de 48 horas 
sin dar lugar a a una preparación formal de investigación preparatoria (Salas, 2016, 
p. 64).   
 Por su parte, en CHILE, un país cercano al nuestro, con respecto a su 
ordenamiento jurídico penal, se regula el procedimiento especial para simple 
delitos, es decir, un procedimiento simplificado, el cual está destinado como su 
nombre lo indica a especialmente a delitos simples o básicos, tal cual lo señala en 
el segundo apartado del artículo 388° de su Código Procesal Penal, presuponiendo 
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que dicho procedimiento será de aplicación en relación a los hechos constitutivos 
de simple delito para los cuales el representante del Ministerio Público, solicita la 
imposición de una pena que no exceda de presidio o reclusión menores en su 
grado mínimo. 
Entendiéndose para su legislación, delitos simple, según lo normado en el artículo 
3° del mismo dispositivo legal antes mencionado, mencionando que dichos delitos 
se dividen en simples delitos y faltas, los cuales se califican de acuerdo a la pena 
asignada en el artículo 21° del Código Penal chileno, en donde se establece que el 
delito simple, será cuyo delito que contenga penas de presidio menor, reclusión 
menor, confinamiento menor y similares, determinando para ellas, reclusión  y 
prisión, excepcionalmente para los casos estipulados en el artículo 32° de su 
mismo código sustantivo. 
Siguiendo en relación a lo antes mencionado, cabe mencionar que el artículo 56° 
del Código Penal de Chile, establece que las penas por presidio o reclusión en su 
extremo mínimo cuentan con un plazo de 61 a 240 días, mientras que la prisión 
cuenta de 1 a 20 días en su extremo mínimo, siendo dentro de este contexto que 
se puede hacer de aplicación el proceso abreviado (Salas, 2016, p. 66-67).     
En ese sentido, se puede evidenciar que tanto como Italia y Chile, han avanzado 
en el plano legal con el cuidado sobre el proceso especial, que permite llegar a 
una sentencia en contos términos, de esta manera asegurando el derecho a que se 
lleve de manera justa el proceso penal, a fin de salvaguardar los principios que 
rigen en el ordenamiento jurídico de cada país. 
Asimismo, en el país de Italia, se advierte en lo relacionado a la facultad que el 
legislador le otorga al representante del Ministerio Público a poder acogerse al 
giudizio directtissimo, de acuerdo a la experiencia y a los hechos vertidos en 
determinados casos, que le permita de una forma célere llegar a una respuesta 
oportuna, no obstante, también regula un proceso denominado giudizio 
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inmediato, en el cual, en determinados casos se hacen necesarias las actuaciones 
de diligencias o trámites, a fin de poder tener la comisión de los hechos delictivos 
de forma más claras, por lo que brinda una etapa de investigación preparatoria 
denominado custodiadle. 
Con respecto al país de Chile, se puede evidenciar claramente como el legislador a 
presupuesto un procedimiento de simplificación, sólo a determinados casos, en 
donde dada a su naturaleza, son delitos simples, que cuentan con sanciones 
menores y que si bien llegan en uno de sus extremos a la pena privativa de 









































 Durante la presente investigación el autor propuso el problema de investigación 
en cuanto al proceso inmediato por flagrancia en el delito de robo agravado y su 
implicancia en el debido proceso, de modo que se estableció la cantidad de tres 
supuestos jurídicos, con los cuales se pretendió implantar cuales son las 
implicancias que genera el proceso inmediato por flagrancia en el delito de robo 
agravado y su implicancia en el debido proceso. 
 
Por lo que, en la fase de discusión en el presente trabajo de investigación, implica 
referir sobre las enseñanzas en correlación al tema materia de investigación y si 
estos, respaldaron o fundamentaron los conocimientos previos, de igual manera, 
de proveer información a tener en consideración.   
 
Por su parte, Daymon citado por Hernández Sampieri et al (2014), señala que en 
esta parte se generan conclusiones, de la misma manera, se explicitan 
recomendaciones, analizan implicancias, se determina como se respondieron las 
preguntas formuladas en la investigación y si es que se llegó a alcanzar con los 
objetivos propuestos, se relacionan los resultados con los antecedentes y se 
discuten los resultados obtenidos, entre otros.  
 
Como resultado de lo antes mencionado, en el presente capítulo del trabajo de 
investigación, se estableció tener en cuenta los resultados que fueron alcanzados 
durante trabajos previos, los conceptos teóricos del marco teórico, las entrevistas 
realizadas y el análisis documental jurisprudencial, analizados en el presente 









a) De las entrevistas realizadas 
 
Respecto de las implicancias generadas al derecho del debido proceso durante el 
proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva en delitos de robo agravado y 
en base a las entrevistas realizadas, se advierte que los entrevistados; Rafael 
Vicente Aguilar Reyes, Alberto Ruiz Montoya, Marco Antonio Quispe Castro, 
Arturo Shupingahua Mercedes, Edgar Tipa Díaz, Luis Enrrique Ávila Condori y 
Marianela Romero Barzola, precisaron conjuntamente que se afecta el derecho al 
debido proceso durante el proceso inmediato en casos de flagrancia en relación al 
delito de robo agravado, señalando que  dicho proceso especial cuenta con plazos 
reducidos y perentorios que no permiten alcanzar las actuaciones y diligencias con 
eficacia, así como de no permitir el ejercicio de una adecuada defensa creando una 
situación de vulnerabilidad al imputado frente a la fiscalía, otro punto importante a 
tomar en consideración, es cuando indican que se genera implicancia a garantías 
constitucionales del derecho al debido proceso, claramente se señala como una de 
ellas, la afectación del principio de igualdad procesal, lo que de esta forma 
responde al objetivo planteado. 
 
De igual manera el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad, quien nos explica de forma 
breve sobre las implicancias que se suscitan en ambas partes procesales 
intervinientes en dicho proceso penal especial; la fiscalía y la defensa técnica, 
haciendo manifiesto sobre las implicancias sobre dichas partes, en delitos como el 
de robo agravado, indicando que los plazos regulados actualmente para el 
proceso inmediato son plazos reducidos y perentorios, que dificultan a ambas 
Objetivo General. - Establecer cuáles son las implicancias que genera el 
proceso inmediato por flagrancia al debido proceso, en relación a los delitos 
de robo agravado en el Distrito Judicial de Lima Centro en el año 2017. 
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partes, tanto al representante del Ministerio Público como a la Defensa Técnica del 
imputado a realizar de realizar adecuadamente las actuaciones que consideren 
pertinente con verdadera eficacia, de manera que considera que el proceso 
inmediato no viene asegurando plenamente el derecho al debido proceso, puesto 
que de ser así, no existirían pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia en 
las que a través de las respectivas resoluciones declaren las actuaciones realizadas 
durante el proceso inmediato en nulas y se lleven a cabo por la vía el proceso 
penal común, lo que de esta forma, responde a nuestro estudio. 
 
Otro aspecto importante que expone la entrevistada Dra. Josefa Vicenta Izaga 
Pellegrin, es que si bien es cierto que, el proceso inmediato por flagrancia surgió 
como alternativa del proceso penal común, así como de brindar una respuesta de 
forma oportuna y célere a la delincuencia suscitada en la sociedad peruana, 
mediante la reforma contemplada en el Decreto Legislativo Nro. 1194, se ha hecho 
evidente que en determinados casos llevados en dicho proceso por flagrancia, han 
decaído en nulos, pues se vulneró el derecho al debido proceso durante las 
actuaciones y diligencias.  
 
A su vez, la entrevistada antes citada, manifiesta que la reforma del proceso 
inmediato dada mediante Decreto Legislativo Nro. 1194, con la implementación de 
juzgados de flagrancia no ha asegurado en determinados casos el respeto al 
derecho al debido proceso, una evidencia clara de ello son la Casación Nro. 842-
2016 y 441-2017, en las cuales, se ha quebrantado el derecho al debido proceso 
en contra de los imputados, esto es la mala praxis en las actuaciones y diligencias 
realizadas durante la aprehensión del mismo bajo la figura jurídica de la flagrancia 
delictiva, lo que evidencia la falta de capacitación de los agentes intervinientes en 




Por su parte, el Dr. Eliot Angimsan Herrera Fuentes, manifiesta que la reforma 
del proceso inmediato por flagrancia obedece más a un clamor social, puesto que 
una verdadera estructuración de política criminal amerita la evaluación de expertos 
en la materia y no sólo de celeridad en los plazos para la obtención de sentencias 
en tiempo record y que éstas, luego de revisadas devengan en nulas y sean 
derivadas al proceso penal común, la vía idónea en donde debieron ser actuadas.  
 
Pese a ello, de igual forma la Dra. Maritza G. Huamán Marín y Dra. Erika Lorenzo 
Vega, consideran que el proceso inmediato por flagrancia dado a delitos de robo 
agravado en el Distrito Judicial de Lima se realiza de una manera más efectiva, 
práctica y viable, esto es dado en flagrancia es un redundante a largo un proceso 
donde ésta casi todo evidente. 
 
No obstante, la Dra. Cecilia Rojas Poma, quien labora como Asistente en Función 
Fiscal, argumenta que una persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas en 
las que generen un resultado justo, cumpliendo los requisitos preinscritos que lo 
constituyen, a su vez señala que el proceso inmediato es un proceso común en 
donde se divide también por etapas y en definitiva, aporta y cumple con el 
proceso. 
 
Por su parte, la Dra. Verónica San Martín a través de su trayectoria laboral como 
magistrada, manifiesta que ha evidenciado que en los juzgados de Flagrancia de 
Lima Centro se viene garantizando el derecho al debido proceso; realizando 
notificaciones con anticipación dando un tiempo prudencial para que los 
abogados defensores puedan ejercer la defensa y asimismo recaben cualquier 
documento para su defensa, además de ello, se le proporciona copia de la carpeta. 
b) Del análisis documental 
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Tomando en cuenta que el derecho al debido proceso es aquel conjunto de 
derechos, principios y garantías que permiten el respeto a una tutela procesal 
efectiva de los derechos fundamentales, que tiene por objeto la salvaguarda de los 
referidos derechos durante la tramitación de un proceso judicial (García, 2009, p. 
632). 
Lo mencionado por los entrevistados; Rafael Vicente Aguilar Reyes, Alberto Ruiz 
Montoya, Marco Antonio Quispe Castro, Arturo Shupingahua Mercedes, 
Edgar Tipa Díaz, Luis Enrrique Ávila Condori y Marianela Romero Barzola, 
cuando aseveran sobre la afectación al derecho del debido proceso, en los 
términos de plazos muy céleres y del estado de vulnerabilidad que se crea a la 
parte procesal de la defensa, las cuales son generadas por el proceso inmediato 
por casos de flagrancia, lo advirtió también Nakazaki (2016), cuando indica que la 
defensa en el proceso inmediato por casos de flagrancia, se encuentra en 
desventaja, puesto que es un procedimiento tan fugaz, que el abogado no tiene el 
tiempo necesario para armar una suficiente y eficaz argumento que le permitas 
enfrentarse a la fiscalía, quién se encuentra revestida de autoridad y potestad 
desde un inicio, por lo cual, se generarían afectaciones muy graves (párr. 4-6). 
Encontrándose  la observancia del debido proceso regulada en el inciso 3° del 
artículo 139° de la Constitución Política del Perú 1993 y, pese a que Tratados 
Internacionales a los que como país nos encontramos sujetos, tal como la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos 1969, en donde nos dice 
mediante su Artículo 8° referente a las Garantías Judiciales, en su numeral primero; 
que todo individuo tiene el derecho a que pueda expresarse y ser escuchado, con 
las garantías debidas ante un juez competente imparcial, y en la medida que se 
respete el plazo razonable, ante cualquier acusación que se le formule de los 
caracteres necesarios, sean estos civiles, laborales, penales o de cualquier otro 
carácter, asimismo, el numeral (1) el cual nos menciona sobre la razonabilidad de 
los plazos en los procesos y el literal c) del numeral (2), que nos indica sobre la 
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preparación de la defensa del imputado, y la garantía a las partes en igualdad.  Por 
todo ello, estas garantías brindadas desde el Derecho Internacional, deben 
cumplirse plenamente en nuestro país, asegurando el derecho al debido proceso, 
sin embargo, de los entrevistados antes mencionado, se puede evidenciar, que en 
la práctica el derecho al debido proceso cuenta con graves dificultades para su 
aplicación en los procesos inmediatos por casos de flagrancia, toda vez que es un 
proceso tan célere, que no permite a la defensa técnica realizar las actuaciones 
necesarias a fin de en lo posible desvirtuar o reducir las imputaciones realizadas 
por parte de la fiscalía.  
Con respecto a lo mencionado por el Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad, concuerdo 
totalmente con el entrevistado, toda vez que se ha demostrado que producto de la 
célere duración del proceso inmediato, se afecta también a la parte acusatoria, es 
decir; al fiscal, siempre que los plazos que se estipulan en la reforma dada 
mediante Decreto Legislativo Nro. 1194 al Código procesal penal 2004, este cuenta 
con plazos no sólo cortos, sino a su vez perentorios, toda vez que al coaccionar al 
representante del Ministerio Público a incoar el proceso inmediato por flagrancia 
en el caso de encontrarse a un sujeto en circunstancias de flagrancia delictiva, bajo 
los supuestos estipulados en dicha norma, puede producirse un quiebre al debido 
proceso, esto en virtud a realizar la incoación del proceso inmediato sin realizar 
diligencias que puedan llevar a esclarecer en mayor parte las evidencias que ya se 
encuentran en su poder, y a su vez, manifiesta que la reforma dada afecta 
directamente a la parte de la defensa técnica del imputado cuando señala en sus 
artículos que es responsabilidad de ella, garantizar sus medios de prueba durante 
la audiencia única del proceso inmediato, que incluye también a los testigos, pues 
evidentemente, la parte de la defensa no cuenta con una facultad coercitiva que le 
permita garantizar dicho supuesto, lo que causaría un perjuicio a dicha parte 
procesal.   
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Lo antes mencionado se corrobora con lo indicado en la revista ETI-PENAL que 
aborda el tema de la Justicia Penal – El nuevo modelo Procesal Penal Peruano 
Proceso de Implementación (2017), hace evidente que con la reforma del Código 
Procesal Penal 2004, ha disminuido considerablemente el tiempo de duración de 
los procesos penales, los mismos que duraban con el Código de Procedimientos 
Penales 1940 de 28 y 23 meses, el proceso ordinario y sumario respectivamente, a 
13 meses y 7 días con el Código Procesal Penal 2004 y su modificación con el 
Decreto Legislativo Nro. 1194, respectivamente (p. 64). 
De igual forma, Celis Mendoza nos señala arduamente que la garantía tratándose 
en el caso del plazo razonable dentro de estos procesos inmediatos se encuentra 
plenamente anulada, pues no hay duda que aunque el delito materia de discusión 
sea fácil de interpretar, este proceso no brinda las garantías suficientes para 
configurar el plazo razonable, imposibilitando así el desarrollo de una eficiente 
defensa (2016, párr. 4). 
Otro aspecto importante a resaltar, es lo expuesto por la entrevistada 
Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin, indicando que existe evidencia de la 
afectación al debido proceso por casos de flagrancia, esto con respecto del análisis 
realizada a la Casación Nro. 842-2016, Caso Maximiliano Benites Rodríguez por el 
delito de violación sexual en agravio en agravio de la menor de edad de iniciales 
M. B. A. A., en el que se indica que el proceso inmediato se estimó porque el 
encausado fue detenido en situación de flagrancia, sin embargo, al tratarse de un 
proceso que restringe plazos procesales y elimina o reduce fases procesales la 
interpretación de las normas que lo autorizan debe ser restrictiva, en otras 
palabras, dentro de la esfera del Ordenamiento Jurídico. Durante dicho caso, los 
agentes policiales captores no presenciaron la comisión del delito, sin embargo, se 
encontraban dentro de las 24 horas que contempla la norma para casos de 
flagrancia, sin embargo, tampoco lo presenciaron la madre ni la tía de la agraviada, 
tan sólo se limitaron a alegar lo que manifestó la menor de edad cuando el 
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imputado ni siquiera se encontraba en la vivienda de la misma, por lo que 
teniendo en cuenta, dicho delito no puede calificarse como flagrante. 
Como lo explica Caballero (2009), el tiempo brindado de 24 horas que se ha 
acogido en el ordenamiento jurídico peruano, desnaturaliza la propia esencia de la 
figura de la flagrancia delictiva, puesto a que faculta al agente policial a la 
detención de una persona hasta un día después de ocurrido los hechos, esto, 
solamente con la sindicación del agraviado o tercero que evidenció, por lo que 
considera que ya no presenta el nivel de convicción que justifica la detención (p. 
147). 
Con respecto a lo mencionado por el entrevistado Dr. Eliot A. Herrera Fuentes, 
también lo refiere Pablo Sánchez (2016), quien ostentó el cargo de Fiscal de la 
Nación durante el periodo 2015-2018,  mediante su artículo denominado “La 
flagrancia y el proceso inmediato” manifestó con relación a la regulación del 
proceso inmediato, indicando claramente tres aspectos puntuales que ha traído 
consigo toda la reestructuración del proceso inmediato por flagrancia delictiva, 
uno de los cuales es la falta de precaución por parte del Estado al momento de 
producir sus políticas criminales, por lo que, siempre se debe prever y antes de 
todo, crear una verdadera política de Estado, y no tan sólo política populista, que a 
grandes rasgos lo único que trae es desorientación de la realidad en la que nos 
encontramos, puesto que como también se indica, se debe concurrir a entes 
especializados en justicia para un mejor acierto y mayor viabilidad de las medidas 
a adoptar por parte del Estado para combatir la criminalidad (párr. 6-8). 
Lo antes mencionado, también concuerda con citado en el marco teórico del 
presente trabajo de investigación, cuando el Dr. Chaparro et al, (2013), alega que la 
política criminal no debe quedar reducida sólo al incremento de penas o 
generación de más prohibiciones y más mecanismos de control, sino también se 
debe pensar en la necesidad de impulsar mecanismos de prevención y alentar 
medidas posteriores de reincorporación del penado a la sociedad, de la misma 
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forma, precisa que al ser la política criminal parte de una política general, esta se 
emplea con mayor frecuencia para dar más publicidad a los políticos, quienes no 
son expertos en la materia y por consiguiente, no cuentan con los mejores 
planteamientos de respuesta frente a la problemática de la criminalidad (p. 223-
261). 
No obstante, con relación a lo mencionado por la Dra. Maritza G. Huamán Marín 
y la Dra. Erika Lorenzo Vega, y de lo analizado según el literal D) del Artículo 16° 
en el apartado de Legitimidad constitucional del proceso inmediato reformado, 
que a su vez forma parte del punto II) Fundamentos Jurídicos del II Pleno 
Jurisdiccional Extraordinario de las Salas Penales Permanente y Transitoria – 
Acuerdo Plenario Nro. 2-2016/CIJ-116, se indica que de las diligencias de las 
averiguaciones realizadas por el representante del Ministerio Público, como fase 
indispensable para suscitar el proceso inmediato, se darán luego de que se supere 
cualquier defecto de la intervención por flagrancia, lo que da como resultado un 
delito evidente y no como lo manifestado por las entrevistadas antes 
mencionadas, en donde indican que el proceso inmediato es más efectivo por la 
situación de flagrancia siendo así en donde está casi todo evidente, por lo que 
queda indicar que el proceso inmediato se sustenta en la existencia de evidencia 
delictiva y no en un casi todo evidente.  
Según la Ejecutora Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, que se pronunció 
sobre el caso llevado bajo expediente Nro. 821-99 en La Libertad, se estableció 
como jurisprudencia vinculante, que en el delito de robo, se trasgreden bienes 
jurídicos de heterogénea naturaleza, dentro de las cuales podemos encontrar el 
bien jurídico protegido de la libertad, integridad física, el patrimonio y la vida, lo 
que hace al delito de robo un delito complejo, en donde aparecen como ya se han 
mencionado bienes que están entrelazados e indisolubles que se vinculan entre sí 
formando un todo homogéneo. 
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Con relación a lo mencionado por la entrevistada Dra. Cecilia Rojas Poma, me 
encuentro en desacuerdo con la entrevistada, toda vez que tiene razón en el 
extremo que toda persona tiene derecho a las garantías mínimas que generen un 
resultado justo en el proceso penal, y que éstas deban garantizarse en todo 
momento, sin embargo, no se puede calificar al proceso inmediato como un 
proceso común indicando que cuenta con etapas, esto, en primer lugar porque el 
Código Procesal Penal 2004, ubica claramente al proceso inmediato dentro del 
libro quinto, calificándolo como un proceso especial, lo que conlleva a que éste 
cuente con características distintas al de un proceso penal común, en donde 
existen diversos filtros y etapas, entre las cuales formalmente encontramos la 
etapa de investigación preparatoria, la etapa intermedia y la etapa de juicio, lo que 
amerita mayor tiempo de preparación para las partes procesales intervinientes, así 
como de recolección de pruebas, diligencias y actuaciones, por lo que no se podría 
comparar de ninguna manera con el proceso inmediato, en el cual, sólo existe la 
audiencia única en donde se desarrolla el juicio central de dicho proceso, de la 
misma manera, lo advierte Oré Guardia (2016), cuando indica una de las 
diferencias que existe entre el proceso inmediato y el proceso penal común, es lo 
concerniente a los medios de prueba, tal y como se señala en el inciso 2 del 
artículo 148° del Código Adjetivo, que atañe la responsabilidad a las partes dentro 
del proceso especial de preparar y convocar sus respectivos medios de prueba, de 
la misma manera, deben de garantizar su presencia en la audiencia, no siendo así 
bajo las normas generales del proceso común, en donde se hace alusión que es el 
órgano jurisdiccional tanto unipersonal o colegiado, a través de los auxiliares 
quienes realizaran las citas extensivas a los respectivos testigos, 
independientemente de que las partes coadyuven a ello (p. 30-31). 
 
De lo expuesto, discrepo totalmente con la entrevistada Dra. Verónica San 
Martín, toda vez que ella refiere en lo concerniente a las actuaciones propias de 
las autoridades jurisdiccionales, más no de las actuaciones que deben realizar las 
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partes procesales (refiriéndonos a la fiscalía y defensa técnica) dentro de un 
proceso inmediato llevado por casos de flagrancia en delitos como el de robo 
agravado, debido a que si bien es cierto, que los jueces realizan las audiencias y 
llevan el control de los plazos durante el proceso, son las partes que deben 
garantizar sus medios de prueba, elaborar sus respectivos argumentos, realizar las 
diligencias y entre otros, tal cual, lo indica Chaparro et al (2013) cuando se 
pronuncia con respecto a la igualdad procesal, indicando que ambas partes 
procesales debe encontrarse en la misma facultad de proponer e implantar los 
medios de prueba que considere pertinente (p. 870). 
 
Por lo tanto, se concluye tal como se ha descrito en la discusión sobre nuestro 
supuesto jurídico general, por lo que se ha establecido las implicancias que genera 
el proceso inmediato por flagrancia al debido proceso, en relación a los delitos de 
robo agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017.   
 
Por lo que, se concluye que se ha establecido tal y como se ha descrito sobre 
nuestro supuesto jurídico general, que con la reforma brindada mediante el 
Decreto Legislativo Nro. 1194 al Proceso Inmediato, se afecta al derecho al debido 
proceso, esto por los plazos reducidos y perentorios con el que se cuenta regulado 
y que no permiten actuaciones y diligencias con eficacia, lo que, a su vez, no 
permite un ejercicio adecuado de la defensa técnica, provocando un desequilibro 
entre las partes procesales durante el desarrollo del proceso especial, sobre todo 
en delitos complejos como el de robo agravado, lo cual es corroborado en el 







a) De las entrevistas realizadas 
 
Respecto de las implicancias generadas al derecho del debido proceso durante el 
proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva en delitos de robo agravado y 
en base a las entrevistas realizadas, se precisa que los entrevistados; Alberto Ruiz 
Montoya, Cecilia Rojas Poma, Edgar Tipa Díaz, Luis Enrrique Ávila Condori y 
Eliot A. Herrera Fuentes indicaron de manera conjunta que la nueva reforma 
dada al proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva mediante el Decreto 
Legislativo Nro. 1194, acorta los plazos de forma muy reducida, lo que 
evidentemente no permite a la parte de la defensa técnica del imputado a armar 
una adecuada y debida defensa, que si quizá no lo absuelva de todos los cargos 
que se le imputan, estos argumentos ayuden considerablemente en la reducción 
de su condena, además que se necesita una mayor profundidad de análisis para la 
resolución de los casos, determinando así que para dichos entrevistados el plazo 
que regula el proceso inmediato a la actualidad, genera afectaciones al debido 
proceso a implicados por el delito de robo agravado, dado que a su vez es un 
delito que reviste cierto grado de complejidad, por la recolección de diligencias, 
probanza de evidencias, entre otros.  
 
Con respecto a lo mencionado por el entrevistado Dr. Rafael Vicente Aguilar 
Reyes, señala que hablando de un delito como el de robo agravado, los plazos 
regulados bajo el proceso inmediato si generan afectaciones al debido proceso, 
toda vez que es necesario que se realice una imputación adecuada, en virtud de 
que existen diferentes clases de flagrancia delictiva en la legislación peruana. 
Objetivo Específico Nro. 1.- Determinar que los plazos regulados por el 
proceso inmediato en casos de flagrancia generan afectaciones al debido 
proceso que corresponde a todo implicado por el delito de robo agravado, en 




Por su parte, la entrevistada Dra. Maritza G. Huamán Marín, indica que, si bien el 
plazo en el proceso inmediato es célere, hace mención también a que los 
operadores de justicia deben estar preparados para ello. 
 
Por su parte, la entrevistada Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin, precisa sobre la 
obligación que le otorga la nueva reforma dada al proceso inmediato mediante 
Decreto legislativo Nro. 1194, a la parte de la defensa, quien ahora debe garantizar 
que sus medios de prueba se encuentren durante el juicio, no estando esta parte 
procesal facultada para ejercer la coerción sobre personas como la autoridad 
judicial, además de tener los plazos reducidos, lo que estaría causando grave daño 
al debido proceso, esto, en relación a que el delito de robo agravado, que si bien, 
es uno de los delitos de mayor incidencia a nivel de casos en procesos penales, 
este requiere de necesariamente de diligencias y actuaciones que permitan realizar 
una imputación necesaria a fin de determinar la responsabilidad penal del 
individuo, teniendo en cuenta que la pena privativa de libertad es de 12 años.  
 
Desde el punto de vista del entrevistado Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad, hace 
mención sobre que no se puede llevar a cabo un proceso penal en tempranos 
plazos cuando no existe una evidencia suficientemente clara y concisa y que esto, 
mayormente sucede cuando existe detención por flagrancia presunta o incluso en 
cuasi flagrancia, lo que amerita la realización de exhaustivas diligencias para 
probar la veracidad de las evidencias, puesto a que es la libertad de la persona la 
que depende del proceso penal. De no ser así, sería irresponsabilidad por parte de 
la autoridad competente, asevera el entrevistado Dr. Arturo Shupingahua 





Sin embargo, la entrevistada Dra. Verónica San Martín, A las partes se les notifica 
con anticipación de acuerdo a la situación del investigado, si a este detenido o 
libre, proporcionando copia de la carpeta para que pueda ejercer su defensa, 
asimismo, considera con la entrevistada Erika Lorenzo vega, que el delito de robo 
agravado, no lo consideran complejo. 
 
Si bien, los entrevistados Marco Antonio Quispe Castro y Marianela Romero 
Barzola, coinciden en el asunto de que los plazos en el proceso inmediato son 
muy cortos para el ejercicio efectivo de la defensa, consideran a su vez que el 
delito de robo agravado no es complejo, pero no por ello, deba regirse bajo 
dichos términos del proceso especial. 
a) Del análisis documental 
Lo mencionado por los entrevistados Rafael Vicente Aguilar Reyes, Ruiz 
Montoya, Cecilia Rojas Poma, Edgar Tipa Díaz, Luis Enrrique Ávila Condori y 
Eliot A. Herrera Fuentes, concuerda con lo indicado en nuestro marco teórico, en 
donde Oré (2016) menciona la delicada situación con la que cuenta la parte de la 
defensa para producir pruebas para su respectiva estrategia, ya que, no es un mero 
formalismo procesal, sino que se encuentra regulada en dispositivos legales de 
carácter internacional, como en el artículo 8°, numeral 2, literal c) de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, de la misma forma según el Título Preliminar 
del CPP 2014, en lo que respecta que al recorte del plazo del proceso genere que 
no se cuente con el lapso para la preparación de la defensa (p. 21). 
De lo antes mencionado, concuerda también con lo estimado por Mendoza (2016) 
el cual señala arduamente que las garantías tratándose en el caso del plazo 
razonable dentro de estos procesos inmediatos se encuentran plenamente 
anuladas, pues no hay duda que aunque el delito materia de discusión sea fácil de 
interpretar, este proceso no brinda las garantías suficientes para configurar el 
plazo razonable, imposibilitando así el desarrollo de una eficiente defensa (párr. 4). 
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Con respecto a lo señalado por Rafael Vicente Aguilar Reyes, se ajusta a lo 
conjeturado por Espinoza (2016) cuando señala que la figura de la flagrancia 
delictiva se encuentra actualmente acogida por el ordenamiento jurídico peruano 
en 3 supuestos, flagrancia en sentido estricto, cuasi flagrancia y flagrancia 
presunta, esta última contribuiría a la creación de un problema jurídico, toda vez 
que distorsiona el concepto tradicional de la flagrancia en sí, y apartándose de la 
estructura de su configuración sobre la inmediatez temporal y personal (p. 11-13).   
 
Conforme a lo indicado por la entrevistada Dra. Maritza G. Huamán Marín, quien 
precisa también que parte del problema se da por la falta de capacitación por 
parte de los operadores jurídicos y participantes de dicho proceso, tal y como se 
indica en los trabajos previos del presente trabajo de investigación, en donde se 
por parte del Ex Fiscal de la Nación - Sánchez (2016) quien menciona en uno de los 
tres puntos, que no se ha precavido el requerimiento de más fiscales o en su 
defecto, de prepararlos y capacitarlos, así también como a personas auxiliares y 
autoridades judiciales, a fin de que se lleve en lo posible un adecuado proceso 
célere (párr. 8).  
 
Con respecto a la Dra. Josefa Vicenta Izaga Pellegrin, precisa sobre la obligación 
que le otorga la nueva reforma dada al proceso inmediato mediante Decreto 
legislativo Nro. 1194, a la parte de la defensa, quien ahora debe garantizar que sus 
medios de prueba se encuentren durante el juicio, no estando esta parte procesal 
facultada para ejercer la coerción sobre personas como la autoridad judicial, 
además de tener los plazos reducidos, lo que estaría causando grave daño al 
debido proceso, esto, en relación a que el delito de robo agravado, que si bien, es 
uno de los delitos de mayor incidencia a nivel de casos en procesos penales, este 
requiere de necesariamente de diligencias y actuaciones que permitan realizar una 
imputación necesaria a fin de determinar la responsabilidad penal del individuo, 




Con respecto a lo indicado por los entrevistados Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad 
y Arturo Shupingahua Mercedes, se debe traer a colación lo estipulado en el 
párrafo 8 del literal A) del artículo 8° del Acuerdo Plenario Extraordinario Nro. 2-
2016-CIJ-116, (2016, p. 6) en donde indica con respecto a la flagrancia presunta, 
que en dicho supuesto pueden presentarse inconvenientes a su aplicación, ya que, 
la sola tenencia de efectos o herramientas utilizadas en la comisión de un ilícito 
penal no es suficiente para desvirtuar el principio de inocencia que goza toda 
persona, un claro ejemplo de ello es cuando se efectúa un delito y los 
instrumentos utilizados para su comisión son desechados fuera de la escena del 
crimen dando posibilidad a que un tercero los pueda tomar y se le procese bajo 
proceso inmediato por flagrancia delictiva. 
 
Con relación a lo mencionado por los entrevistados Verónica San Martín, Erika 
Lorenzo vega, Marco Antonio Quispe Castro y Marianela Romero Barzola, 
quienes coinciden en que el delito de robo agravado es un delito de fácil 
tramitación, por lo que no lo hace complejo, en lo que se contrapone con lo 
dispuesto mediante la Ejecutora Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, La 
Libertad, bajo expediente Nro. 821-99, mediante la cual se estableció como 
jurisprudencia vinculante que en el delito de robo agravado se trasgreden bienes 
jurídicos de heterogénea naturaleza, tales como el de la libertad, la integridad 







a) De las entrevistas realizadas 
 
Respecto de las implicancias generadas al principio de igualdad de armas por la 
fijación de los plazos del proceso inmediato en casos de flagrancia, en relación al 
delito de robo agravado, se precisa que los entrevistados Rafael Vicente Aguilar 
Reyes, Alberto Ruiz Montoya, Marco Antonio Quispe Castro, Cecilia Rojas 
Poma, Edgar Tipa Díaz, Arturo Shupingahua Mercedes, Luis Enrrique Ávila 
Condori, Marianela Romero Barzola y Eliot A. Herrera Fuentes, concuerdan de 
manera conjunta, en que en definitiva, el principio de igualdad de armas se 
encuentra afectado en dicho proceso especial, toda vez que los plazos son muy 
reducidos, dejando a la parte imputada en indefensión en relación a la obtención 
de medios de prueba, de la misma manera que dichos plazos cortos afectan la 
obtención de elementos de prueba, además del acceso al expediente para su 
debido análisis, para acreditar los arraigos domiciliarios, esto debido a que el 
Ministerio Público es quien cuenta con ya las evidencias y todo un sistema para 
efectuar las diligencias u otros, generando así un desequilibrio entre las partes. 
 
De la misma manera lo indica el entrevistado Dr. Rafael V. Alguilar Reyes, quien 
indica que los plazos céleres del proceso inmediato no permiten a la defensa 
elaborar adecuados argumentos, ni estudiar los casos a fondo, por lo que de 
ninguna manera garantiza el debido proceso, aún más, si existen 
pronunciamientos por parte de la autoridad judicial en las cuales declaran que 
devienen en nulos procesos inmediatos por afectar el derecho a la defensa y el 
debido proceso. 
Objetivo Específico Nro. 2.- Determinar que los plazos fijados en el proceso 
inmediato en casos de flagrancia en los delitos de robo agravado generan 
afectación al principio de igualdad de armas en el distrito judicial de Lima 




Por su parte, la entrevistada Dr. Josefa V. Izaga Pellegrin, manifestó que 
considera que existen afectaciones a la igualdad de armas durante el proceso 
inmediato en la medida que no se realicen de forma adecuada las diligencias del 
Ministerio Público o la Policía Nacional del Perú, además de ello, se coloca a la 
defensa técnica en circunstancias extraordinarias, puesto que quien es ella que 
debe de asegurar sus medios de prueba durante el desarrollo de dicho proceso, a 
su vez, considera que el proceso especial por flagrancia en delitos como el de robo 
agravado, no pueden reunirse las garantías suficientes para ejercer una igualdad 
de armas, toda vez que para dicho proceso no se pueden realizar las diligencias o 
gestiones necesarias para un delito de gran envergadura probatoria. 
 
Sin embargo, para el entrevistado Dr. Jorge Alberto Egoavil Abad, indica en 
cierto modo que son ambas partes las que sufren dificultades antes y durante el 
desarrollo del proceso inmediato, de lo cual, tampoco debería ser así,  ya que el 
fiscal cuenta con plazos perentorios y además de ser coaccionado bajo 
responsabilidad funcional a incoar el proceso inmediato bajo determinados 
supuestos, donde en muchos casos la evidencia no es muy concisa, en cuanto a la 
defensa, a quien se le otorga el rol de garantizar sus medios de prueba como a 
testigos durante el proceso inmediato, en caso de declararse dispensables, un 
claro ejemplo de ello es el pronunciamiento dado por la Corte Suprema mediante 
Casación Nro. 292.2016, en donde se vulneró el debido proceso. 
 
a) Del análisis documental 
Por lo que señala que el magistrado debe en todo momento de acogerse a un criterio muy 
cuidadoso a fin de aceptar la incoación de un proceso inmediato en relación a delitos que 
pueden atraer una sanción especialmente grave. De la misma manera, en el último 
párrafo del fundamento propio del Juez de la Corte Suprema, Salas Arenas, hace 
hincapié que el proceso inmediato por flagrancia trata a causas y tramitaciones 
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sencillas y a delitos que no fueran graves, recomendando que se debe aplicar a 




























































Las conclusiones que a continuación se presentan, son expuestas de acuerdo a 
cada uno de los objetivos que se han establecido en la presente tesis y que, a la 
misma vez, brindan respuesta a las preguntas formuladas de investigación, cuyas 
conclusiones se han determinado en base a las entrevistas, análisis documental, y 
revisión de los antecedentes expuestos en la presente tesis, las cuales se 
mencionan a continuación: 
 
Primero. - Se concluye que se ha establecido tal y como se ha descrito en nuestro 
supuesto jurídico general que, con la reforma brindada mediante el D.L. .N° 1194 al 
Proceso Inmediato por flagrancia, se afecta al derecho al debido proceso, en razón 
que los plazos regulados son reducidos y perentorios, lo que no permite la 
realización de actuaciones y diligencias con eficacia, lo que no permite un ejercicio 
adecuado para la defensa técnica, provocando un desequilibro entre las partes 
procesales durante el desarrollo del proceso, esto sobre todo en delitos complejos 
como el de robo agravado, lo cual es corroborado en el punto de la discusión 
sobre nuestro supuesto jurídico. 
Segundo. - Se concluye que se ha determinado tal y como se ha descrito sobre 
nuestro primer supuesto jurídico específico, que la normativa legal actual dada por 
el Decreto Legislativo Nro. 1194, Al proceso inmediato en casos de flagrancia 
delictiva, no garantiza de forma integral la razonabilidad de los plazos a las partes 
procesales antes y durante el desarrollo de dicho proceso, toda vez que el proceso 
inmediato no es la vía idónea para el desarrollo de la flagrancia presunta regulada 
en el artículo 259° del CPP y de la aplicación del delito de robo agravado, pues tal 
y como se estableció en la Ejecutoria Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, 
Expediente Nro. 821-99, que el delito de robo es un delito complejo, pues en él se 
trasgreden bienes jurídicos de heterogénea naturaleza; bien jurídico protegido de 
la libertad, integridad física, el patrimonio y la vida, lo cual es corroborado en el 
punto de la discusión sobre nuestro supuesto jurídico. 
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Tercero. - Se concluye que se ha determinado tal y como se ha descrito sobre 
nuestro segundo supuesto jurídico específico, que la normativa legal actual bajo 
por el Decreto Legislativo Nro. 1194 al proceso inmediato en casos de flagrancia, 
no garantiza de forma integral el principio de igualdad de armas, toda vez que 
dicho dispositivo legal, faculta a la defensa de garantizar sus medios de prueba 
durante el juicio en el proceso especial, bajo apercibimiento de declararse 
dispensables, sin embargo, la defensa no cuenta con la potestad coercitiva que 
compete a las autoridades judiciales, a fin de requerir la presencia de testigos o 
emisión de informes, lo cual es corroborado en el punto de la discusión sobre 






















































Primero.- Se recomienda, dada la naturaleza del delito de robo agravado, tal cual 
lo señala la Ejecutora Suprema de fecha 11 de noviembre de 1999, en La Libertad, 
bajo expediente Nro. 821-99, se estableció como jurisprudencia que en el delito de 
robo se trasgreden bienes jurídicos de heterogénea naturaleza, lo que hace del 
delito de robo un delito complejo, y en mérito al párrafo dos del fundamento 10° 
del Acuerdo Plenario Extraordinario Nro. 2-2016/SIJ-116, que indica que en la 
medida en que se asume que los delitos especialmente graves demandan, en sí 
mismos, un mayor y más profundo nivel de esclarecimiento y una actividad 
probatoria más intensa y completa – tanto en el ámbito de su configuración típica 
como en las exigencias de la medición de la pena, circunstancias cualificadas o 
privilegiadas, específicas y de reducción punitiva, por lo que, Se recomienda 
realizar una reforma al proceso inmediato estipulado en el artículo 446° del CPP 
2004, en casos de flagrancia, para la aplicación de dicho proceso a delitos simples 
que no superen los 06 años de pena privativa de libertad en su extremo mínimo, a 
fin de que delitos complejos, sean viabilizados directamente a través del proceso 
penal común, en donde se les brinde las garantías y los plazos razonables, a fin de 
que puedan actuar los medios de prueba que consideren pertinentes para ir a 
juicio, no siendo en este su aplicación para el delito de robo agravado, el cual debe 
llevarse directamente bajo la vía del proceso penal común, a fin de respetar el 
derecho al debido proceso y en relación a que el proceso penal común cuenta con 
las etapas necesarias, plazos y el tiempo adecuado para realizar las acciones por 
parte de los involucrados en el proceso penal, que coadyuven a la disolución de 
cualquier duda, trámite, análisis o diligencia, esto último con relación al 
fundamento sexto de la Casación Nro. 692-2016, de la Primera Sala Penal 
Transitoria Lima Norte, mediante la cual el Dr. Salas Arenas, estima que el límite 
punible razonable para la aplicación del proceso inmediato, se debe de tener en 
cuenta el encausamiento para tramitaciones sencillas y delitos que no fueran 
graves, que no debe superar los 6 años de pena privativa de libertad en su 
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extremo mínimo, no siendo así el delito de robo agravado en donde se ha 
establecido 12 a 20 años de tal sanción, por lo que no correspondería el proceso 
inmediato.      
 
Segundo. – Se recomienda que para la elaboración de políticas criminales, se debe 
de solicitar la participación de especialistas y expertos en el tema de criminalidad, 
y no sólo recurrir al clamor social, pues también el Estado debe prever el aspecto 
preventivo, ya que, se ha demostrado, que la sobre penalización de los delitos 
como el de robo agravado, no genere que los delitos se sigan cometiendo, por lo 
que, también se consideras que se debe promover herramientas procesales que 
permitan terminar el proceso de forma rápida y eficaz, tales como la terminación 
anticipada, confesión sincera, de tal forma, también se beneficiará la economía 
procesal y se tendrá un proceso terminado de forma célere. 
 
Tercero. – Se recomienda de la misma manera, modificar el numeral 2) del artículo 
448° del Código procesal Penal 2004, en el extremo que señala que es obligación 
de las partes de convocar y garantizar sus medios de prueba durante el juicio, toda 
vez que esto afecta al principio de igualdad de armas o igualdad procesal, 
debiendo ser el juez quien se encuentra revestido de poder a fin de ejercer la 
coercio dentro de un proceso penal, a fin de requerir y convocar a pedido de 
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ANEXO 1 – MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 





El proceso inmediato por flagrancia en el delito de robo agravado y su 




¿De qué manera considera Ud. que se genera implicancias al derecho 
del debido proceso en el proceso inmediato por flagrancia, en delitos 
de robo agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
PROBLEMA 
ESPECIFICO 1 
¿De qué forma considera Ud., que los plazos regulados para el 
desarrollo del proceso inmediato en casos de flagrancia, genera 
implicancias a las partes dentro del proceso, en delitos de robo 
agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017? 
PROBLEMA 
ESPECÍFICO 2 
¿Considera que el proceso inmediato reformado por casos de 
flagrancia delictiva genera afectaciones al principio de igualdad de 
armas que atañe a las partes implicadas en los delitos como el de robo 




Establecer cuáles son las implicancias que genera el proceso inmediato 
por flagrancia al debido proceso, en relación a los delitos de robo 




Determinar que los plazos regulados por proceso inmediato en casos 
de flagrancia generan afectaciones al debido proceso que corresponde 
a todo implicado por el delito de robo agravado, en el Distrito Judicial 
Lima Centro 2017. 
OBJETIVO 
ESPECÍFICO 2 
Determinar que los plazos fijados en el proceso inmediato en casos de 
flagrancia en los delitos de robo agravado generan afectación al 
principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial Lima Centro 2017. 
SUPUESTO 
GENERAL 
El Derecho al debido proceso se debe encontrar amparado dentro de 
cualquier proceso del proceso inmediato, y que no por ser un proceso 
especial debe aminorarse este derecho correspondiente a toda persona 
y basado en la tutela jurisdiccional efectiva, máxime si se trata en un 
delito como lo es el de robo y sus agravantes, los cuales en muchas 
ocasiones son considerablemente complejos de resolver, evitando la 
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creación de afectaciones, implicancias en la medida que la reducción de 
los plazos que crean consecuencias como el desequilibrio de igualdad 
que tienen las partes dentro del proceso, la producción de medios 
probatorios, preparación de defensa, falta de actuaciones judiciales 
como pericias y peritajes, pertinentes trámites judiciales y/o 
administrativos, problemas como la sobrepoblación carcelaria, el 
incremento de presupuesto,  violación al principio de igualdad y 
además que no se soluciona la seguridad ciudadana. 
SUPUESTO 
ESPECÍFICO 1 
En el proceso inmediato en casos de flagrancia en relación al delito de 
robo, consideramos que es necesarios que se exijan plazos razonables, 
plazos que le permitan realizar a la parte acusatoria las diligencias y 
actuaciones pertinentes, a la defensa la creación de una adecuada 
teoría del caso y producción de pruebas, y al órgano jurisdiccional el 
tiempo necesario para los trámites administrativos correspondientes e 
instrumentos para la elaboración de un adecuado fallo. 
SUPUESTO N 
ESPECÍFICO 2 
En el proceso inmediato en casos de flagrancia en relación al delito de 
robo, consideramos que se afecta el principio a la igualdad de armas, 
en tanto que la estipulación y reducción de los plazos procesales crea 
un cierto grado de desequilibrio, sabiendo que si bien es cierto, todo 
está en contra de la parte imputada, pues ésta necesita crear una 
defensa adecuada y debida, recurriendo a su producción de medios de 
pruebas, creación de su teoría del caso y argumentaciones pertinentes 
que le permitan en lo mínimo contrarrestar a la parte contraria. 
ENFOQUE Cualitativo 
 





Cabe precisar que la muestra, en la presente investigación estará 
conformada de la siguiente manera: 
 03 Jueces Penales del Distrito de Lima Centro 
 05 Asistentes en función fiscal o especialistas en el Distrito de 
Lima Centro, 
 05 Abogados especialistas en Derecho Penal y Derecho 
Procesal Penal del Distrito de Lima Centro 
 
CATEGORIZACION 
C1: PROCESO INMEDIATO POR FLAGRANCIA 
C2: DELITO DE ROBO AGRAVADO 






Aquel proceso penal especial, que 
se caracteriza por ser célere y que 
para su aplicación necesita se 
cumplan ciertos supuestos, uno 
de los cuales, es en casos de 
flagrancia delictiva.  
- Debido Proceso 
- Principio del plazo 
razonable 
- Principio de Igualdad de 
Armas 
- La Flagrancia Delictiva 
DELITO DE ROBO 
AGRAVADO 
Agravante al ilícito penal de delito 
de robo, que es la sustracción de 
un bien mediante el cual se utiliza 
la violencia o amenaza con el 
propósito de facilitar la 
sustracción. 
- Supuestos que 
constituyen agravantes al 







 Entrevistas – Guía de Entrevista 



































































ANEXO 3 – GUÍA DE ENTREVISTA 
 
FICHA DE ENTREVISTA DIRIGIDA A JUECES, ASISTENTES 
 EN FUNCIÓN FISCAL, ESPECIALISTAS Y ABOGADOS. 
TÍTULO: 
“El proceso inmediato por flagrancia en el delito de robo agravado y su 
implicancia en el debido proceso, Distrito Judicial Lima Centro – 2017”. 
 
Entrevistado   : 
…………………………………………………………………………………… 
Cargo / Profesión    : 
…………………………………………………………………………………… 
Institución    : 
…………………………………………………………………………………… 
Años de trayectoria laboral  : 
…………………………………………………………………………………… 
Indicaciones.- El presente instrumento pretende recopilar información, para lo cual 
se solicita responder las siguientes preguntas con neutralidad y precisión, sin ser 





1.- ¿De qué manera considera Ud. que se generan implicancias al derecho del 
Debido Proceso en el Proceso Inmediato por Flagrancia en delitos de robo 









Establecer cuáles son las implicancias que genera el proceso inmediato por flagrancia al debido 
proceso, en relación a los delitos de robo agravado en el Distrito Judicial Lima Centro 2017. 
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2.- Desde su experiencia laboral ¿Considera que la Reforma del Proceso 
Inmediato por casos de flagrancia dado mediante el Decreto Legislativo N° 
1194, ha venido asegurando el derecho al debido proceso que le atañe a 













3.- Según su opinión ¿Cuáles considera que serían las implicancias que genera 
el proceso inmediato por casos de flagrancia al derecho del debido proceso, 












OBJETIVO ESPECÍFICO Nro. 01 
 
Preguntas. - 
4.- Según el Decreto Legislativo N° 1194 ¿De qué forma considera Ud., que 
los plazos regulados para el desarrollo del proceso inmediato en casos de 
flagrancia, genera implicancias a las partes involucradas por delito de robo 
agravado, en el Distrito Judicial Lima Centro 2017?  
 
_________________________________________________________________________ 
Determinar que los plazos regulados por el proceso inmediato en casos de flagrancia generan 
afectaciones al debido proceso que corresponde a todo implicado por el delito de robo 












5.- Con respecto a la configuración del delito de Robo Agravado ¿Considera 
Ud. al delito de Robo Agravado como un delito complejo? De ser el caso, 
explique ¿Cuáles serían las características y/o circunstancias que califican a 












6.- Teniendo en cuenta los supuestos del delito de Robo Agravado ¿considera 
Ud. que este tipo penal sea aplicado a un proceso inmediato por flagrancia, 



















7.- ¿Considera que el proceso inmediato reformado para casos de flagrancia 
delictiva, genera afectaciones al principio de igualdad de armas que 
corresponde a las partes, en relación al delito de robo agravado en el Distrito 












8.- ¿De qué forma los plazos regulados por el proceso inmediato por 













9.- ¿De qué manera se garantiza el principio de igualdad de armas durante el 







Determinar que los plazos fijados en el proceso inmediato en casos de flagrancia en los delitos 
de robo agravado generan afectación al principio de igualdad de armas en el Distrito Judicial 















        ____________________________         _____________________________ 
    
               Firma del Entrevistador     Firma del Entrevistado  
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